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INTRODUCCIÓN 

 

El 12 de diciembre de 2005 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la 

más reciente Reforma Integral del Sistema de Justicia Penal Mexicano, dentro de la 

cual destaca la correspondiente al artículo 18 constitucional, por la que se instruye a 

la Federación, los Estados y el Distrito Federal a establecer, en el ámbito de sus 

competencias, un Sistema Integral de Justicia aplicable a quienes tengan entre 12 

doce años cumplidos y menos de 18 dieciocho años de edad y se les atribuya la 

realización de una conducta tipificada como delito por las Leyes Penales, teniendo 

como premisa principal, el que dicho sistema deberá garantizarles a los adolescentes 

en situación de conflicto con la Ley los derechos fundamentales establecidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para todo individuo, así como 

aquellos derechos específicos que, por su condición de personas en desarrollo, les 

han sido reconocidos. 

 

El Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes indicado descansa en 

una jurisdicción que implementa un sistema de responsabilidad limitada hacia los 

integrantes de este sector de la población, de tal forma que las medidas 

sancionadoras que les sean impuestas, sean apreciadas como la consecuencia 

jurídica de la comisión de algunas conductas previstas en la ley penal como delito; 

evidentemente, no se trata de que dichas medidas sean atendidas como un castigo 

sin más, sino que con ellas se pretende que los adolescentes asuman la 

responsabilidad de sus actos y puedan reinsertarse a la comunidad cuyas normas 

mínimas de convivencia han infringido con su conducta, enmarcándose este 

propósito en el contexto del principio de legalidad y en estricto apego a las normas 
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del debido proceso legal, así mismo en concordancia con ello se prevé que el 

internamiento se utilizará solo como medida extrema por el tiempo más breve que 

proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años, 

por la comisión de conductas antisociales calificadas como graves. 

 

Ahora bien, al analizar históricamente los sistemas aplicados a la población 

menor de edad que ha cometido conductas tipificadas como delitos en las 

legislaciones penales, permite entender el porqué de la necesidad de implementar un 

sistema de justicia penal para adolescentes con una visión integral, que permite la 

amplificación de sus derechos tanto los fundamentales previstos constitucionalmente, 

como los sustantivos y los procesales, durante la tramitación del proceso legal en 

que se ven inmersos al encontrarse en situación de conflicto con la Ley, 

particularmente en lo relativo a su libertad personal. 

 

Luego entonces, este trabajo tiene como objetivo explorar y explicar 

sintéticamente el tema de la aplicación de medidas cautelares y la revisión de un 

caso práctico en dicho tópico, que se resolvió en materia de justicia para 

adolescente, toda vez que la importancia sobre esta temática radica en que antes de 

la señalada reforma constitucional se cometían mediante la presión penal una serie 

de abusos en contra de las personas menores de edad y no es sino hasta que 

cambió el concepto de niñez de un sujeto vulnerable a una persona en desarrollo con 

derechos y obligaciones reconocidos por la ley, cuando se les empieza a considerar 

sujetos de derecho, por tanto surgió la necesidad de la tutela jurídica real de sus 

derechos medularmente en cuanto a lo relacionado con la detención preventiva, 

siendo el factor fundamental para la elaboración de este trabajo las citadas 

modificaciones al artículo 18 constitucional, a través de las cuales se definió una 

edad mínima para el juzgamiento de las personas menores de edad para decretarles 

la detención preventiva, así como para la imposición de diversas medidas cautelares 

de menor gravedad que dicha detención preventiva, entre otras cuestiones 

fundamentales. 
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Para dar cumplimiento a tal mandato constitucional en materia de 

adolescentes, entró en vigor a partir del 6 de octubre de 2008 la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal, a través de la cual se dió comienzo a la 

instrumentalización legal de dicho Sistema Integral de Justicia para Adolescentes 

operado por autoridades y órganos especializados.  

 

Siendo que el tema a tratar cobra especial relevancia en virtud de que las 

personas menores de edad son miembros de la sociedad que se encuentran en una 

situación de vulnerabilidad y, por tanto, requieren les sean reconocidos y 

garantizados los derechos propios de su condición, dentro de un sistema de 

reinserción social basado en el fomento del respeto de su dignidad y que sea 

mediante el acuerdo de su participación en la determinación de sus derechos, que se 

logre su reintegración social, ya que actualmente se están viviendo tiempos difíciles 

en el ámbito de ese importante segmento de la población, al aumentar 

dramáticamente por circunstancias diversas el número de adolescentes que se 

encuentran en problemas o en conflicto con la ley, al desplegar conductas 

antisociales que los llevan a cometer delitos que afectan a la sociedad o en particular 

a personas que se ven afectados por ellas, motivo por el que dicha situación les 

genera la repercusión en su esfera jurídica, ya que al iniciarse el procedimiento penal 

por encontrarse ante una situación de probables responsables de una conducta que 

se encuentra contemplado como delito grave por la ley aplicable en la materia de 

justicia para adolescentes, se prevé que serán desde ese momento sujetos de una 

medida cautelar consistente en la detención preventiva, lo que conlleva un 

tratamiento específico de tal circunstancia desde la perspectiva de los supuestos y 

los límites que deberán de regirse y aplicarse en las formas de coerción que recaigan 

sobre la persona imputada durante el transcurso del proceso penal. 

 

Al respecto un autor sostiene que “la necesidad de las medidas cautelares en 

materia penal obedece a la necesidad garantizar el cumplimiento de una hipotética y 

futura condena, sin embargo, el establecimiento de las mismas sobre el acusado 

entra en colisión con otro de los principios esenciales del proceso penal acusatorio, 
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que es la presunción de inocencia. Si el acusado tiene derecho a ser tratado como 

inocente mientras el juez no declare su responsabilidad, resulta difícil justificar en 

abstracto la privación de su libertad en forma preventiva. En México, como en el 

resto de América Latina, la prisión preventiva ha constituido una figura a la que se 

recurre para suplir las deficiencias investigativas del abogado de la acusación y no 

tanto para prevenir el eventual incumplimiento de una futura condena. El diseño del 

proceso tradicional también ha favorecido la aplicación excesiva de la prisión 

preventiva, al establecer, por un lado, una categoría de delitos que no pueden 

acceder a la libertad provisional, sin importar las condiciones particulares de cada 

acusado y, por otro, al establecer como consecuencia directa del auto de término 

constitucional la privación de la libertad” (Natarén  2009, pp. 33-34).  

 

Siguiendo la idea antes expuesta, tenemos que en general, en nuestro 

sistema legal de justicia penal, en lo tocante a la justicia de adultos tanto las medidas  

preventivas adoptadas durante el proceso como las penas descansan muy 

masivamente en la privación de la libertad como instrumento principal, situación que 

en justicia para adolescentes ya no se advierte tan concordante, ello en atención a 

que en dicha materia en diversas latitudes mundialmente hablando en las últimas 

décadas se han venido desarrollando, una serie de respuestas alternativas a la 

privación de la libertad y más recientemente en el ámbito de la coerción procesal, 

siendo una de ellas la aplicación de medidas cautelares de menor gravedad que la 

detención preventiva.  
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LAS MEDIDAS CAUTELARES EN LA REFORMA DEL ARTICULO 18 

CONSTITUCIONAL. 

 

Las medidas cautelares son instrumentos procesales que se imponen durante 

el curso de un proceso penal, con el objeto de restringir el ejercicio de los derechos 

personales o patrimoniales del imputado o de terceras personas, tienden a evitar los 

peligros de obstaculización del proceso y buscan asegurar el efectivo cumplimiento 

de una posible condena, doctrinariamente se han establecido para estas  las 

siguientes características (Vasconcelos 2009, pp. 192-196): 
 

La legalidad, pues los adolescentes no pueden ser sujetos a medidas 

cautelares que no estén fijadas en la ley de la materia y su imposición debe 

realizarse mediante el procedimiento fijado por la misma; excepcionalidad, ya que 

en razón del derecho a la libertad personal y al principio de presunción de inocencia, 

se desprende que la regla es la libertad y la excepción la aplicación de la medida 

cautelar; proporcionalidad, porque se relacionan con el hecho imputado y con lo 

que se busca garantizar, pues el Juez debe establecer cual es la medida idónea para 

lograr los fines del proceso e imponer la menos gravosa a los derechos del imputado; 

instrumentalidad, en razón de que las medidas cautelares no tienen una finalidad 

sancionadora en si mismas, sino cautelar, ya que es un medio para asegurar el 

proceso; temporalidad, en virtud de que solo se pueden adoptar estando pendiente 

o en trámite la secuela procesal y tienen una duración limitada en el tiempo; 

revisibilidad, ya que su imposición responde a determinadas situaciones existentes 

al momento de adoptarlas, que varían si las circunstancias que las motivaron se 

modifican durante el proceso y obliga a su alteración o revocación; 

jurisdiccionalidad, pues su aplicación y control se encuentran reservados 

exclusivamente al órgano jurisdiccional, es decir, a los jueces predeterminados en la 
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ley a través de un procedimiento también consagrado legalmente; Instancia de 

parte acusadora, en donde el Ministerio Público debe plantear la medida que le 

parezca conveniente y probar su necesidad con base en los riesgos procesales que 

pretende evitar y el Juez deberá imponer la medida de forma fundada y motivada, 

garantizando imparcialidad y objetividad; y prohibición de afectación, en donde el 

Juez puede desestimar la petición del Ministerio Público de aplicar una medida 

cautelar pero no imponer al adolescente una más grave que la solicitada.  
 

Ahora bien, con la reforma al artículo 18 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, del 12 de diciembre de 2005 antes indicada y que entró 

en vigor el 12 doce de marzo del año siguiente, se sentaron las bases para la 

implementación en todo el país de un nuevo sistema integral penal que ha obligado 

paulatinamente a las entidades de la federación a reformar sus leyes para crear un 

sistema integral de justicia para adolescentes en el cual, los nuevos sistemas están 

obligados a contar con instituciones especializadas en las nuevas formas de procurar 

e impartir justicia para niños, niñas y adolescentes. Dentro de esta reforma destacan 

como ejes rectores la prevención del delito, el aseguramiento de la paz social y la 

participación de la comunidad en la reinserción de los adolescentes en conflicto con 

la ley; por lo tanto, la reforma hace hincapié en la libertad como regla general 

(“artículo 18 Constitucional párrafo sexto. El internamiento se utilizará solo como 

medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá aplicarse 

únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión de 

conductas graves”), y la búsqueda de alternativas a los procesos judiciales, además 

del respeto de todos los derechos inherentes a su condición de personas menores de 

edad titulares de derechos y obligaciones (Reforma Constitucional de Seguridad y 

Justicia, Guía de Consulta, ¿En qué consiste la Reforma?, 2008). 

 

Es decir, a diferencia de los sistemas tutelares anteriores, el nuevo sistema de 

justicia penal para adolescentes debe cumplir con los estándares constitucionales e 

internacionales que le reconocen capacidad a los adolescentes para hacerse 

responsables de sus actos, pero al mismo tiempo su condición de personas en 
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proceso de desarrollo que requieren categorías y regulaciones jurídicas particulares, 

en este sentido, el nuevo sistema de justicia penal para adolescentes no puede tiene 

fines exclusivamente punitivos ni retributivos, por el contrario, fue diseñado de tal 

manera que como premisa fundamental es indispensable que se atienda al interés 

superior del niño, siendo por ello que los adolescentes en conflicto con la ley penal 

tienen todos los derechos ordinarios relacionados con el derecho a un juicio justo 

para adultos, pero además les corresponden una serie de salvaguardas que 

protegen su condición de menores de edad. Ello es así en virtud de que “el interés 

superior de las personas adolescentes, es definido como el lineamiento regulador 

que se funda en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de 

las personas que tienen entre 12 y 18 años de edad, y en la necesidad de propiciar el 

desarrollo de éstas con pleno aprovechamiento de sus potencialidades, así como en 

la naturaleza y alcances de la Convención sobre los Derechos del Niño” (Informe 

Especial Sobre el Sistema de Justicia para Adolescentes en el Distrito Federal 2008-

2009). 

 

Siendo que el sistema penal juvenil mexicano se basa y se ajusta a los 

lineamientos que establece el artículo 40 inciso a) fracción II de la Convención Sobre 

los Derechos del Niño, así como los Principios Generales Adoptados en el Punto 7 

de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de 

Menores (Reglas de Beijing), es decir, tiene que ser una determinación judicial 

inmediata, que sin apartarse de los contenidos de seguridad jurídica a que se contrae 

el artículo 14 Constitucional párrafo segundo, en el sentido de que “Nadie podrá ser 

privado de la libertad, o de sus propiedades, posesiones o derechos sino mediante 

juicio seguido antes los Tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan 

las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con 

anterioridad al hecho”, así como el numeral 16 párrafo primero del Pacto Federal, 

que señala que “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad 

competente que funde y motive, la causa legal del procedimiento”; pueda ser 

entendida sin intermediarios por el justiciable, que por razón de su calidad de 
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persona en desarrollo que carece de los conocimientos técnicos, conozca en un 

lenguaje claro los contenidos y alcances del acto de autoridad, a razón de que una 

de las finalidades del nuevo sistema de justicia de adolescentes, radica en procurar 

en el adolescente el respeto de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales de sí mismo y de los demás, así como promover la importancia del 

desarrollo de sus capacidades y de su sentido de responsabilidad frente a la 

sociedad, lo que únicamente se logra cuando la determinación es comprensible para 

el justiciable. 

 

Asimismo en concordancia con los lineamientos establecidos tanto en los 

instrumentos internacionales relativos a la materia, a nivel constitucional y en la Ley 

de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, expresamente se  prevén una 

serie de principios propios de un estado de derecho social y democrático, entre los 

que destacan: la presunción de inocencia, flexibilidad y mínima intervención, previsto 

éste último en el artículo 18 Constitucional, párrafo sexto que contempla al 

internamiento como la media extrema que solamente se aplicará por la comisión de 

conductas antisociales calificadas como graves, el cual también contempla el 

numeral 10 fracción V de la Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito 

Federal y la regla 13 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas Sobre las 

Medidas No Privativas de la Libertad (Reglas de Tokio) que establece: 

 

“…13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y durante el 

plazo más breve posible. 13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas 

sustitutorias de la prisión preventiva, como la supervisión estricta, la 

asignación a una familia o el traslado a un hogar o a una institución 

educativa…”. 

 

De igual manera, en la Convención Sobre los Derechos del Niño, en el artículo 

37 inciso b) se señala “…La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se 

llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de 

último recurso y durante el periodo más breve que proceda…”. En tanto que el 
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numeral 34 de la ley de la materia de adolescentes aplicable en esta Ciudad, 

establece que la detención provisional deberá evitarse y limitarse a circunstancias 

excepcionales, debiéndose aplicar medidas cautelares menos gravosas. 

 

Por tanto, es claro que en atención a la reforma constitucional aludida y la 

aplicabilidad de la Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, se 

considera una serie de medidas alternativas a la detención preventiva, donde ésta 

adquiere un carácter excepcional por no ser aplicable de manera indubitable a 

conductas consideradas graves por el legislador.  

 

Ahora bien, las medidas cautelares son medularmente un conjunto de 

disposiciones legales que buscan asegurar la presencia de la persona imputada a su 

juicio, y atender el riesgo que su libertad pueda representar para la sociedad o para 

la víctima, es decir, atienden por un lado la necesidad de protección del “principio de 

presunción de inocencia” y por el otro el reclamo social de seguridad ciudadana.  

 

En efecto, cabe considerar que conforme a su naturaleza las medidas 

cautelares, en materia de justicia para adolescentes se constituyen en providencias 

que fundamentalmente tienen el objeto de garantizar el normal desarrollo del 

proceso, a efecto de que no se sustraigan de la acción de la justicia los inculpados, y 

que con ellas, se asegure la presencia de las personas y/o cosas relacionadas con 

este proceso, así como para garantizar que no se realicen actos que atenten contra 

él o los agraviados; además de evitar dilaciones o retardos en la tramitación 

procesal, y lograr así, la oportunidad de que en forma expedita, se lleve a cabo la 

emisión de la sentencia correspondiente, y en su caso, el cumplimiento de la misma. 

De tal suerte que, dichas providencias, para su aplicación y eficacia, deben ser 

consideradas en forma primordial observando al respecto ciertos valores, que a la luz 

de la legislación fundamental, como se lo dispone el párrafo sexto del artículo 4º  y 

párrafo sexto del artículo 18, ambos dispositivos de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, se traducen en el respeto a la dignidad y el fomento al 

cabal ejercicio de los derechos de todo menor de edad, esto es, la consecución en el 
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caso concreto del pleno desarrollo de su persona y capacidades como apoyo 

fundamental de la protección integral e interés superior de los adolescentes, por lo 

que prioritariamente dicho principio, se funda en la dignidad misma del ser humano, 

las característica propias de los niños y en la necesidad de propiciar el desarrollo de 

éstos con pleno aprovechamiento de sus potencialidades, conforme al sentido 

contenido por el preámbulo de la Convención Americana de Derechos Humanos, y el 

artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño), que establece:  

 

“1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 

instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 

autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 

consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 

niño.  

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la 

protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, 

teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u 

otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán 

todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas, y  

 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, 

servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección de 

los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades 

competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número 

y competencia de su personal, así como en relación con la existencia 

de una supervisión adecuada”.  

 

Generándose con esto, la verdadera oportunidad de que les sea posible 

desempeñar un papel constructivo y productivo en la sociedad, como elemento 

componente de un proyecto de vida consustancial a la existencia en el desarrollo de 

condiciones de vida digna, seguridad e integridad humana, que presuponga la 

oportunidad de elegir su propio destino para lo cual es innegable e imprescindible 
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que se requiere priorizar su libertad aún cuando se encuentre sometido a un proceso 

penal.  

 

Aquí es importante considerar que el imputado, por su condición de conflicto 

con la leyes penales, encuentra maximizada la esfera de sus derechos objetivos; 

esto claro está, sin producir desequilibrio en torno a los derechos de las demás 

personas y/o los intereses de la sociedad, pues en ello se constituye el límite a la 

citada maximización de garantías de los adolescentes en el orbe jurisdiccional; de tal 

suerte que, la concesión o no de las medidas cautelares, además de dirigirse a un fin 

específico, deben ser acordes al respecto de valores fundamentales tanto de los 

adolescentes a quienes se impute la comisión de un hecho delictivo, como de las 

víctimas del evento (y la propia sociedad), en justo equilibrio, pues solo de esa 

manera se encuentra procedencia; en concordancia a lo antes señalado: funge de 

orientado el siguiente criterio Jurisprudencial:  

 

“SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES. ALCANCE DEL PRINCIPIO 

DEL INTERES SUPERIOR DEL MENOR, CONFORME AL ARTÍCULO 18 DE LA 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. En relación con el 

tema de los derechos de las personas privadas de la libertad, se parte de la premisa de que 

se encuentran en una situación de especial vulnerabilidad, que impone especialidades 

deberes del Estado, de ahí que en el caso de los menores, esa vulnerabilidad se hace más 

patente, dadas sus características física y psicológicas, lo que constituye un hecho que 

necesita ser asumido por los órganos encargados, tanto de la creación de normas, como de la 

procuración y administración de justicia. En ese contexto, el principio del interés superior del 

menor implica que la actuación de las instituciones, tribunales y autoridades encargadas de la 

aplicación del sistema penal para adolescentes, deba orientarse hacia lo que resulte más 

benéfico y conveniente para el pleno desarrollo de su persona y sus capacidades. Por tanto, la 

protección al interés superior de los menores supone que en todo lo relativo a éstos, las 

medidas especiales impliquen mayores derechos que los reconocidos a las demás personas, 

esto es, habrán de protegerse, con un cuidado especial, los derechos de los menores, sin que 

esto signifique adoptar medidas de protección tutelar. Además, si bien es cierto que las 

autoridades encargadas del sistema integral deben maximizar la esfera de derechos de los 

menores, también lo es que deben tomar en cuenta sus límites, uno de los cuales lo 

constituyen los derechos de las demás personas y de la sociedad misma, razón por la cual se 

establece, en los ordenamientos penales, mediante los diversos tipos que se prevén, una 
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serie de bienes jurídicos tutelados que no pueden ser transgredidos, so pena de aplicar las 

sanciones correspondientes; de ahí que bajo la óptica de asunción plena de responsabilidad 

es susceptible de ser corregida mediante la aplicación de medidas sancionadoras de tipo 

educativo que tiendan a la readaptación.- Novena Época. No. Registro: 168776. Instancia: 

Pleno. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXVIII, 

Septiembre de 2008. Materia(s): Constitucional, Penal. Tesis: P/J 78/2008. Página: 616. 

Acción de Inconstitucionalidad 37/2006. Comisión Estatal de Derechos Humanos de San Luis 

Potosí. 22 de noviembre de 2007. Unanimidad de diez votos. Ausente y Ponente: Mariano 

Azuela Güitron; en su ausencia se hizo cargo del asunto Sergio A. Valls Hernández. 

Secretarios: José Antonio Abel Aguilar Sánchez, Rosalía Argumosa López, Jaime Flores Cruz, 

Miriam Flores Aguilar, María Amparo Hernández Chong Cuy, Miguel Enrique Sánchez  Frías y 

Laura García Velasco. El Tribunal Pleno, el dieciocho de agosto en curso, aprobó, con el 

número 78/2008, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a dieciocho 

de agosto de dos mil ocho.” 

 

 



 

 

15

 

 

 

 

 

 

LAS MEDIDAS CAUTELARES EN LA LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES 

PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

 

Las medidas cautelares aplicables a los adolescentes en conflicto con la Ley, 

se encuentran regulados medularmente en los capítulos VI, de las Medidas 

Cautelares y VII, de la Detención Provisional y la Libertad Provisional, que abarca los 

artículos 33 al 36 en relación al 86 de la Ley de Justicia para Adolescentes para el 

Distrito Federal, estableciéndose en el primero de dichos dispositivos legales un 

catálogo de medidas que podrá imponer el Juez al adolescente, después de 

escuchar sus razones y una vez que el Ministerio Público haya acreditado la 

existencia del hecho atribuido y su probable participación del adolescente en él, ello 

para asegurar la viabilidad del proceso y asegurar el dictado de una Sentencia y 

eventualmente la ejecución de la misma para solucionar el asunto planteado a su 

jurisdicción y podrán dictarse y revocarse en cualquier momento hasta dictarse 

sentencia. Siendo tales medidas las siguientes: 

 

I. La presentación de una garantía económica suficiente; 

II. La prohibición de salir del país, de la localidad en la cual reside o 

del ámbito territorial que fije el juez sin autorización. 

III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona 

o institución determinada que informe regularmente al juez; 

IV. La obligación  de presentarse  periódicamente ante el juez o ante 

la autoridad que el designe; 

V. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar 

ciertos lugares; 
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VI. La prohibición de convivir o comunicarse con personas 

determinadas, siempre que no se afecte el derecho de defensa; 

VII. La separación inmediata del domicilio cuando se trate de 

conductas tipificadas como delitos sexuales y la probable victima 

conviva con el adolescente, y  

VIII. La detención preventiva en su domicilio, centro médico o 

instalaciones especializadas. 

 

Siendo que la recurrencia en cuanto a su imposición depende del caso 

concreto, la naturaleza de la conducta tipificada como delito de que se trate, así 

como la gravedad de la misma, las necesidades de cautela que se requieren en el 

mismo, las circunstancias personales del justiciable y la víctima, y otras inherentes al 

sumario, que permitan una debida preservación del proceso, aunque en la práctica 

procesal el suscrito advierte que por sus características que crean mayor expectativa 

para su cumplimiento y amplio margen de efectividad para segurar la continuidad del 

proceso y asimismo a que por la experiencia judicial adquirida, en la que he 

observado que son mayoritarias las conductas relevantes para el derecho penal 

atribuibles a los adolescentes que corresponden a delitos patrimoniales, se considera 

que las más recurridas son aparte de la detención preventiva, dada la incidencia en 

la detención flagrante de los activos, son: la presentación de una garantía económica 

suficiente; la  prohibición de salir del país, de la localidad en la cual reside o del 

ámbito territorial que fije el juez sin autorización; la obligación de someterse al 

cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada que informe 

regularmente al juez, y la obligación  de presentarse  periódicamente ante el juez o 

ante la autoridad que el designe. 

 

La Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, también 

establece que no se podrá aplicar una medida cautelar más severa que las 

enunciadas en ella o alguna que, estando contemplada por la ley, fuera de imposible 

cumplimiento, ni en ningún caso podrá aplicarlas desnaturalizando su finalidad.  
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En tanto que los restantes dispositivos de dicha ley especializada prevén: 

 

“Artículo 34. Períodos breves posibles. La detención provisional e 

internamiento del adolescente deberá evitarse y limitarse a circunstancias 

excepcionales, debiéndose aplicar medidas cautelares y definitivas menos 

gravosas siempre que sea posible. Las medidas restrictivas y de la libertad 

serán aplicadas por los períodos más breves posibles.” 

 

“Artículo 35. Detención preventiva a adolescentes menores de dieciocho y 

mayores de catorce años de edad. La detención preventiva dictada por el Juez 

respecto de un adolescente de entre catorce y menos de dieciocho años de 

edad y cuya conducta cometida sea tipificada como delito grave, será aplicada 

como último recurso y por el tiempo más breve posible. Se consideran como 

delitos graves los establecidos en el artículo 30 de esta Ley y por ningún 

motivo se considerará grave algún delito que en la legislación penal para 

adultos aplicable al Distrito Federal no sea considerado como tal.” 

 

“Artículo 36. Casos en que procede la detención preventiva. La detención 

preventiva debe aplicarse sólo de manera excepcional, cuando no sea posible 

aplicar otra medida cautelar menos gravosa y hasta un plazo máximo de seis 

meses, siempre que:  

 

I. La conducta atribuida amerite una medida de internamiento;  

II. El adolescente sea mayor de catorce años de edad al momento de 

cometer el hecho.  

La detención preventiva no podrá combinarse con otras medidas 

cautelares, y debe ser cumplida en instalaciones diferentes a las 

destinadas al cumplimiento de la medida de internamiento definitiva.” 

 

“Artículo 86.- Internamiento durante el tiempo libre. El internamiento consiste 

en la privación de la libertad del adolescente y se debe cumplir exclusivamente 
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en los centros de internamiento, y será una medida de carácter excepcional, la 

cual sólo podrá aplicarse a las conductas tipificadas como delitos 

considerados como graves y sólo será impuesta a los adolescentes que sean 

mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho años de edad.  

Sin perjuicio de lo anterior se sancionará exclusivamente con medidas de 

internamiento las conductas tipificadas como delitos graves previstas en el 

artículo 30 de esta Ley”. 

 

 

En estas disposiciones se recoge claramente el contenido de los diversos 

instrumentos legales tanto nacionales como internacionales, que conforman el marco 

jurídico del Sistema de Justicia para Adolescentes que rige en esta Ciudad, los 

cuales en sus principios rectores privilegian la aplicación de las medidas en libertad 

sobre los que implican la detención del adolescente, en virtud del impacto y las 

consecuencias que conlleva el hecho de que un adolescente se encuentre privado de 

su libertad, por lo que debe ser por el tiempo más breve posible, tal como lo prevén 

dichas disposiciones, en observancia a los principios de “presunción de inocencia” y 

del “interés superior del adolescente”. 

 

Por otro lado, como ya se ha señalado, el actual sistema de justicia para 

Adolescentes, reconoce una serie de principios que son propios de un Estado de 

Derecho Social y Democrático, entre los que destacan: presunción de inocencia, 

mínima intervención, flexibilidad e interés superior del niño y de igual forma, la Ley, 

contempla que la medida provisional en internamiento debe evitarse y limitarse a 

circunstancias excepcionales y siempre que sea posible se deben de aplicar otras 

medidas menos gravosas que la Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito 

Federal, expresamente prevé. Por ello es menester hacer hincapié en cuanto a que 

es en el “Principio de Presunción de Inocencia”. el cual como acertadamente 

señala el Doctor Alberto del Castillo del Valle, ya se contenía inserto dentro de 

nuestro régimen jurídico, como lo estableció oportunamente la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (Del Castillo 2011, p. 50), el cual además funge como principio 
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rector para la interpretación y aplicación de la ley antes mencionada en su artículo 10 

fracción II, en el que descansa, la premisa fundamental de que durante el curso del 

procedimiento, todo imputado debe ser tratado como inocente, lo que impide la 

imposición de facto penas en el caso de adultos- o medidas adelantadas-, tratándose 

de adolescentes, por lo que se debe de entender que dado que el actual sistema se 

fundamenta en un proceso de corte acusatorio, es que debido a que tal principio no 

es absoluto, pues admite por su carácter procesal que se deban valorar todas las 

circunstancias y solo se debe aplicar la privativa de la libertad provisional, cuando 

contemos con datos objetivos de que en caso de no ordenarse, los fines del proceso 

corran riegos de ser obstruidos, ante la posibilidad por ejemplo, de ocultación de 

pruebas, amenaza de testigos, fuga del imputado, etcétera, es decir, todos aquellos 

factores que impidan los fines del proceso como lo son: el esclarecimiento de los 

hechos y la aplicación de la ley penal. 

 

En consecuencia, al no tener tal principio en análisis un carácter reglado, sino 

casuístico, los Juzgadores tienen la obligación de motivar en cada supuesto, si los 

fines del proceso, por las peculiaridades del supuesto, así como del imputado 

pueden resquebrajarse y fundadamente conceder o no una medida cautelar, diversa 

a la detención preventiva, en el entendido que este aspecto se encuentra vinculado 

con la aplicación de una medida de carácter provisional, donde la regla general 

descansa sobre el principio de inocencia; dado que se trata de una resolución de 

carácter provisional, en la que todavía no se encuentra probado el suceso ni la 

culpabilidad de el adolescente, debe prevalecer el reconocimiento a tal principio, esto 

es, que el adolescente es inocente hasta que se pruebe durante el proceso que es 

culpable, pues en caso contrario -dada la edad y características personales del 

adolescente-, la medida de internamiento, puede producir un impacto desfavorable 

en el proceso de socialización del adolescente. Señalando la doctrina que “la 

presunción de inocencia no debe ser atendida simplemente como un principio 

retórico o decorativo, sino que debe ser el eje articulador del conjunto del proceso 

penal. La presunción de inocencia se proyecta en diversas etapas y momentos del 

proceso penal, pero tiene un papel especial respecto del uso de la prisión preventiva. 
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De hecho, tomar la presunción de inocencia en serio nos llevaría hacia esquemas de 

restricción del uso de prisión preventiva” (Carbonel 2008, p. 100.). 

 

De lo antes expuesto, fundado y motivado, tomando en cuenta que en el 

numeral 18 párrafo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos se establece que: “…El internamiento se utilizará sólo como medida 

extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los 

adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión de conductas 

antisociales calificadas como graves…”, en tanto que la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal, en los artículos 34, 35 y 36 establece que la 

detención provisional deberá evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales, 

debiéndose aplicar medidas cautelares menos gravosas, siempre que sea posible y 

por los periodos más breves, cuando se trate de un adolescente mayor de 14 años y 

cuya conducta cometida sea tipificada como delito grave, de ahí que sea 

concluyente, como fue enunciado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

la figura jurídica de la medida cautelar en esta materia se considere una medida de 

carácter excepcional y su aplicación dependa de la necesidad de la misma, para 

garantizar la comparecencia del adolescente en el juicio, el desarrollo de la 

investigación judicial o la protección de la víctima, testigos o de la comunidad y en el 

caso, al examinar las circunstancias del hecho y las peculiaridades del adolescente, 

se determinara que existe la posibilidad de aplicarle medidas cautelares menos 

gravosas, ya que “La prisión preventiva debe utilizarse como último recurso y durante 

el plazo más breve posible teniendo en cuenta las necesidades propias del 

adolescente a partir de su estado de desarrollo. Siempre que sea posible se 

adoptarán medidas diferentes a la prisión preventiva, como la supervisión estricta, la 

custodia permanente, la asignación a una familia, a un hogar, o a una institución 

educativa. La Constitución prevé en la aplicación del sistema de justicia para 

adolescentes formas alternativas de justicia siempre que resulten procedentes” 

(Protocolo de Actuaciones para quienes imparte justicia en casos que afecten a 

niñas, niños y adolescentes, 2012).  
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Asimismo de la normatividad antes analizada, se desprende diáfanamente que 

en la materia en cuestión, las medidas cautelares que se aplican en esta Ciudad, 

cumplen con los principios característicos intrínsecos generales, inherentes a las 

mismas, que impiden que sean aplicadas arbitrariamente, ayudando a entender 

mejor el sentido de las mismas y a ser aplicadas con mayores criterios de justicia, 

tales como: 

 

La excepcionalidad, ya que en razón del derecho a la libertad personal y al 

principio de presunción de inocencia, se desprende que la regla es la libertad y la 

excepción la aplicación de la medida cautelar; proporcionalidad, porque se relacionan 

con el hecho imputado y con lo que se busca garantizar; instrumentalidad, en razón 

de que las medidas cautelares no tienen una finalidad sancionadora en si mismas, 

sino cautelar, ya que es un medio para asegurar el proceso; temporalidad, en virtud 

de que solo se pueden adoptar estando pendiente o en trámite la secuela procesal y 

tienen una duración limitada en el tiempo; revisibilidad, ya que su imposición 

responde a determinadas situaciones existentes al momento de adoptarlas, que 

varían si las circunstancias que las motivaron se modifican durante el proceso y 

obliga a su alteración o revocación; jurisdiccionalidad, pues su aplicación y control se 

encuentran reservados exclusivamente al órgano jurisdiccional. 
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ESTUDIO DE CASO EN EL QUE SE CONCEDIERON MEDIDAS CAUTELARES EN 

UNA CONDUCTA TIPIFICADA COMO DELITO GRAVE. 

 

A) SE EJERCE ACCION DE REMISION CON DETENIDO.  

 

En este caso práctico, que es real y en el que solo se han sintetizado los 

hechos y cambiado los nombre y datos del adolescente, familiares de éste, 

denunciante u ofendida, testigos, y  cualquier otras personas relacionados con la 

causa original en términos de ley  y para preservar su confidencialidad conforme a lo 

previsto por los artículos 11 fracción VII y último párrafo de la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal, en relación al 37 fracciones IV y VIII, 38 y 39 

primer párrafo, 40 y 44 de la Ley de Transparencia; 40.2 inciso b), fracción VIII de la 

Convención de los Derechos del Niño y 9° fracción XXI del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal de aplicación supletoria,  se advierte 

en esencia la operatividad de la aplicación de medidas cautelarles menos gravosas a 

la detención preventiva, en uso de la regla general que representa la  libertad de los 

justiciables en materia de Justicia para Adolescentes en el Distrito Federal,  y la 

utilización de la detención preventiva como último recurso y en casos excepcionales 

aún en tratándose de conductas tipificadas como delitos graves por la ley, así como 

el beneficio de los adolescentes en conflicto con la Ley, de contar con los derechos 

fundamentales, sustantivos y procesales aplicables a los adultos, más los derechos 

específicos que por su condición de personas en desarrollo les son reconocidos en el 

Sistema de Justicia Penal Mexicano.  

 

 



 

 

23

En fecha 04 cuatro de febrero de 2011 dos mil once, el Ministerio Público 

ejerció acción de remisión con detenido en contra del adolescente José Salvador 

Sánchez Chávez, como probable responsable de la conducta tipificada como delito 

de robo agravado, previsto en los artículos 220 párrafo primero (hipótesis de al que 

con ánimo de dominio y sin consentimiento de quien legalmente pueda otorgarlo se 

apodere de cosa mueble ajena), 224 fracción IX (hipótesis en contra de transeúnte 

entendiéndose por éste a quien se encuentra en la vía pública), 225 párrafo primero 

(hipótesis de cuando el robo se cometa ejerciendo violencia moral) y 226 (delito 

consumado), en relación con el 15 (hipótesis de acción dolosa) y párrafo segundo 

(hipótesis de obra dolosamente el que conociendo los elementos objetivos del hecho 

típico de que se trate quiere su realización), 22 fracción II (hipótesis de quienes lo 

realicen actuando conjuntamente con otro), todos los numerales del Código Penal 

para el Distrito Federal, y sancionado en los artículos 82 al 89 de la Ley de Justicia 

para Adolescentes para el Distrito Federal. 

 

Delito que conforme al artículo 30 fracción VIII de la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal, es considerado como grave y en consecuencia 

es susceptible de aplicarse la medida sancionadora de internamiento conforme a lo 

dispuesto por el artículo 86 de la Ley de Justicia para Adolescente para el Distrito 

Federal, haciendo consistir el Ministerio Público los hechos delictuosos en los 

siguientes: 

 

“…el día 02 dos de febrero del año 2011 dos mil once, siendo 

aproximadamente las 21:45 veintiuna horas con cuarenta y cinco minutos, la 

denunciante Leticia Delgado Robles caminaba sobre la calle de Avenida 

México 68 número 25, en la Colonia Tepepan, de la Delegación Xochimilco, 

siendo que el adolescente José Salvador Sánchez Chávez en compañía de 

otro sujeto, intercepta a la agraviada que caminaba por la calle mencionada, 

amagándola el justiciable José Salvador con un cuchillo que portaba en la 

mano derecha al tiempo que le decía ”dame tus pertenencias”, mientras su 

acompañante adulto fue quien aprovechó que Salvador se encontraba 
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amagándola a la pasivo para arrebatarle su bolsa de piel color café, de la 

marca Coach la cual en su interior contenía un perfume de la marca Carolina 

Herrera, un teléfono Nextel de la marca Motorola color blanco con un porta 

teléfono transparente de tipo clip, modelo 1856W, una tarjeta de monedero 

naranja expedida por la comercial mexicana, un teléfono de la marcha Iphone, 

modelo 4, color negro con tarjeta de memoria de 32 GB, con un valor de 

$500.00 (quinientos pesos 00/100 M. N.), así como $500.00 quinientos pesos 

en vales de gasolina que expide la compañía Jeans Sociedad Anónima de 

Capital Variable y el numerario consistente en la cantidad de $200.00 

(doscientos pesos 00/100 M. N.), para después darse a la fuga, motivo por el 

cual solicita el apoyo de elementos de seguridad pública, logrando asegurar 

únicamente al adolescente…”. 

 

En la misma fecha, el órgano jurisdiccional que conoció del asunto lo radicó de 

inmediato en cumplimiento a lo ordenado por el artículo 27 párrafo primero parte 

inicial de la Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, asimismo se 

declaró competente de conformidad con lo dispuesto por los párrafos cuarto, quinto y 

sexto del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como los numerales 1, 2 fracciones I y III, V, 3, 4, y 29 de la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal, así como 1º párrafo primero, 2 fracción IV, 51 y 

54 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, habida 

cuenta que el adolescente remitido contaba con una edad mayor de 14 y menor de 

18 años al momento de los hechos, lo que se acreditó con la copia certificada de su 

acta de nacimiento; y asimismo por que los hechos imputados tuvieron verificativo en 

el Distrito Federal  

 

Acto seguido, en cumplimiento a lo previsto en los párrafos cuarto y sexto del 

artículo 16 Constitucional, 13 y 27 párrafo primero de la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal, se procedió a calificar la legal detención del 

justiciable José Salvador Sánchez Chávez, al operar la hipótesis de la flagrancia 

señalada por el artículo 267 primer párrafo parte segunda del Código de 
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Procedimientos Penales para el Distrito Federal, procediéndose a tomarle su 

declaración inicial al tenor de lo dispuesto por el diverso dispositivo legal 28 de la Ley 

de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal. 

 

Al resolver la situación jurídica del adolescente justiciable dentro del término 

legal de 48 horas, conforme a lo previsto por el artículo 27 de la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal, en resolución inicial con apoyo en los artículos 

14, 16, 17, 18 y 21 Constitucional, 16, 17, 29 y 32 fracciones I a IV, XVII a XIX de la 

Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, 37 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal de aplicación supletoria y 3º de la 

Convención Sobre los Derechos del Niño, se decretó su sujeción a proceso con 

restricción de su libertad al estar contemplada dicha conducta tipificada como delito 

grave en el artículo 30 de la Ley de Justicia para Adolescentes para Distrito Federal y 

tener prevista como medida sancionadora la de internamiento, conforme al artículo 

86 párrafos primero y tercero de la misma ley. 

 

B) SE SOLICITA CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR. 

 

 En fecha 22 veintidós de febrero de 2011 dos mil once, el defensor de oficio 

promueve incidente no especificado de sustitución de medida cautelar, para que a su 

defendido se le concedan medidas cautelares diversas al internamiento, por lo que 

con fundamento en los artículos 13 de la Ley de Justicia para Adolescente para el 

Distrito Federal y 37 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

de aplicación supletoria, se tiene por admitido dicho incidente, en términos de lo 

dispuesto por los artículos 541 a 545 del citado código procesal de aplicación 

supletoria, acordándose escucharlo en audiencia a celebrarse el 24 veinticuatro de 

febrero de 2011 dos mil once, a las 12:00 doce horas, en donde se desahogan las 

pruebas exhibidas por la Defensa.  

 

Al resolver el incidente no especificado, en la fecha indicada, el juzgador 

después de analizar de manera juiciosa, objetiva, integral e imparcialmente las 
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constancias del sumario a efecto de determinar la procedencia o no de la sustitución 

de la detención preventiva en que se encuentra el adolescente José Salvador 

Sánchez Chávez, por otra u otras medidas cautelares menos gravosas, resolvió en 

base a los siguientes argumentos:  

 

Es de considerarse que en materia de justicia de adolescentes conforme a su 

naturaleza las medidas cautelares se constituyen como providencias judiciales que 

fundamentalmente tienen el objeto de garantizar el normal desarrollo del proceso; 

que el inculpado no se sustraiga de la acción de la justicia; asegurándose con ellas la 

presencia de las personas y/o cosas relacionadas con dicho proceso; de igual 

manera sirven para garantizar que no se realicen actos que atenten contra los 

agraviados; además de evitar dilaciones o retardos en la tramitación procesal; y 

conseguir finalmente que en forma expedita, se lleve a cabo la emisión de la 

sentencia correspondiente; y en su caso el cumplimiento de la misma. Resultando 

para su debida aplicación y eficacia, que se deben ponderar fundamentalmente 

determinados valores, que se desprenden del contenido de los artículos 4°  párrafo 

sexto y 18 párrafo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, consistentes medularmente en el respeto a la dignidad y fomento al 

ejercicio pleno de los derechos de todo menor de edad, esto es la consecución del 

pleno desarrollo de sus personas y capacidades, como apoyo fundamental de la 

protección integral del interés superior del adolescente, que se traducen en la 

maximización de la esfera de sus derechos fundamentales en éste caso en el ámbito 

jurisdiccional, ello sin producir desequilibrio en torno a los derechos de las personas 

y/ los intereses de la sociedad.  

 

Asimismo, considerando que los diversos instrumentos legales tanto 

nacionales, como internacionales, que conforman el marco jurídico del Sistema de 

Justicia para Adolescentes en que se actúa, en sus principios rectores privilegian la 

aplicación de las medidas en libertad sobre las que implican la detención de los 

adolescentes, ello conforme a lo dispuesto en los siguientes dispositivos legales: 

Convención Sobre los Derechos del Niño. Artículo 37 inciso b).  “…la detención, el 
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encarcelamiento o la prisión de un niño, se llevará acabo de conformidad con la 

ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período 

más breve que proceda”.; Reglas Mínimas  de las Naciones Unidas para la 

Administración de Justicia de Menores (Beijing)  Artículo 13.1. “sólo se aplicará la 

prisión preventiva como último recurso y durante el plazo más breve posible,  Artículo 

17b. “Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán solo tras 

cuidadoso estudio y se reducirán al mínimo posible; Reglas Mínimas de las Naciones 

Unidas sobre las Medidas no Privativas de Libertad. (Tokio) Artículo 6.1. “en el 

Procedimiento Penal solo se recurrirá a la prisión Preventiva como último recurso; 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo  18: “el internamiento 

deberá utilizarse como  medida extrema y por el tiempo más breve que proceda.; Ley 

de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal: Artículo 32 fracción XII, inciso 

C. “la medida de internamiento solo podrá imponerse de manera excepcional., 

Artículo 34. “La detención provisional en internamiento del adolescente deberá 

evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales, debiéndose aplicar medidas 

cautelares y definitivas  menos gravosas siempre que sea posible. Las medidas 

restrictivas y de libertad serán aplicadas por los períodos más breves posibles, 

Artículo 35. La detención preventiva dictada por el Juez respecto de un adolescente 

entre 14 catorce y menos de 18 dieciocho años de edad y cuya conducta cometida 

sea tipificada como delito grave, será aplicada como último recurso y por el tiempo 

más breve., Artículo 36. “La detención preventiva debe ser aplicada solo de manera 

excepcional  cuando no sea posible aplicar otra medida cautelar menos gravosa., 

Artículo 59. “Las medidas que deben cumplir en libertad son de aplicación prioritaria  

en tanto que las que implican privación de la libertad se aplicarán como último 

recurso y por el menor tiempo posible.  

 

Ahora bien, aún cuando la detención preventiva debe aplicarse como último 

recurso, pues no pasa por alto el impacto y las consecuencias que conlleva el hecho 

que un adolescente se encuentre privado de su libertad, amén de que debe ser por el 

tiempo más breve posible, como lo prevén las disposiciones antes reseñadas, en 

observancia a los principios de presunción de inocencia y del interés superior del 
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adolescente, también es que ello no implica que en todos los casos los órganos 

jurisdiccionales especializados deban ordenar la externación, sin analizar  aspectos 

fundamentales tales como el hecho cometido y la responsabilidad del enjuiciado,  

estudiando para ello entro otras cuestiones el hecho típico cometido, la forma en que 

fue llevado a cabo, a partir de la denuncia formulada y los datos aportados para 

corroborarla, evaluando el daño causado y el riesgo en que se colocó a la víctima o 

pasivo del mismo.  

 

Por tal motivo este Juzgador después de analizar de manera juiciosa, objetiva, 

integral e imparcialmente las constancias que integran el presente sumario a efecto 

de determinar la procedencia o no de la sustitución de la detención preventiva en que 

se encuentra el adolescente José Salvador Sánchez Chávez, como probable 

responsable de la comisión de la conducta tipificada como delito grave de robo 

agravado, que le imputa el Ministerio Público, en agravio de Leticia Delgado Robles, 

por otra u otras medidas cautelares menos gravosas, se advierte que de autos se 

desprenden  importantes aspectos como los siguientes.  

 

Por cuanto hace a la magnitud del riesgo corrido por la agraviada Leticia 

Delgado Robles, ya sea por el injusto perpetrado en su contra o por actos posteriores 

a estos que involucren al encausado, fue relativamente leve, ya que al respecto el 

adolescente José Salvador Sánchez Chávez amaga a la denunciante mostrándole un 

cuchillo que portaba en la mano derecha, al momento en que le manifiesta “dame tus 

pertenencias” e inmediatamente su coautor le arrebata su bolsa con sus 

pertenencias, lo cual da cuenta de que la violencia moral sufrida por la agraviada, 

ejecutada conjuntamente por el adolescente y su acompañante para perpetrar el 

ilícito, fue relativamente leve ya que no le causaron ningún tipo de lesiones ya que 

únicamente le mostraron el cuchillo, sin que en ningún momento realizaran acto 

diverso de poner en riesgo su integridad física; de lo que se advierte que esa 

violencia empleada, si bien le generó un temor fundado y motivado, a la denunciante 

de causarle un mal en su persona al ser dos los sujetos que la interceptaron y la 

amagaron mostrándole un cuchillo, tal violencia no fue más allá de la necesaria para 
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que el adolescente y su acompañante lograran su objetivo de apoderarse de su bolsa 

con sus pertenencias, por lo que no trascendió a la integridad física de la agraviada, 

pues no fue lesionada, lo que se constata ante la ausencia de datos o prueba que 

acredite lo contrario, lo que pone de relieve que el riesgo corrido por la pasivo fue 

relativamente leve, ya que ni el adolescente ni su acompañante, realizaron acto 

diverso tendiente a poner en riesgo la integridad o la salud de la ofendida, sino que 

una vez logrado su objetivo se dan a la fuga. 

 

Respecto de la relevancia o gravedad del daño causado al bien jurídico, se 

tiene que no fue de gran magnitud, ya que a la pasivo se le desapodero de: una 

bolsa de piel color café, de la marca Coach la cual en su interior contenía un perfume 

de la marca Carolina Herrera, un teléfono Nextel de la marca Motorola color blanco 

con un porta teléfono transparente de tipo clip, modelo 1856W, una tarjeta de 

monedero naranja expedida por la comercial mexicana, los cuales se recuperaron, 

así como un teléfono de la marcha Iphone, modelo 4, color negro con tarjeta de 

memoria de 32 GB, valuado pericialmente en la cantidad de $200.00 (doscientos 

pesos 00/100 m. n); así como $500.00 quinientos pesos en vales de gasolina que 

expide la compañía Jeans Sociedad Anónima de Capital Variable y el numerario 

consistente en la cantidad de $500.00 (quinientos pesos 00/100 m. n.), los cuales no 

se recuperaron, siendo que ello no representa un detrimento sustancial en su 

patrimonio, o que haya desestabilizado considerablemente su economía, ya que, en 

todo caso, se trata de bienes que pueden ser sustituidos ordinariamente, no 

existiendo en autos datos o pruebas que acrediten que por ello la pasivo hubiere 

tenido que modificar su modo de vida a una más modesta o cualquier otra 

circunstancia parecida como consecuencia de la perdida de dichas pertenencias. 

 

Por otra parte refieren tanto el adolescente y su madre, tener un domicilio fijo 

en esta ciudad, donde pueden ser localizables, exhibiendo para ello un recibo 

expedido por el Sistema de Aguas de la Ciudad de México a nombre de Adriana 

Chávez Martínez madre del adolescente, del mes noviembre de 2010 dos mil diez, 

siendo que el domicilio que aparece en tal recibo, concuerda con el domicilio que el 
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adolescente refirió al momento de rendir su declaración inicial, así como en su 

declaración Ministerial, siendo el mismo que se aprecia también con la credencial 

expedida por el Instituto Federal Electoral a nombre de Adriana Chávez Martínez, 

madre del adolescente, la cual se encuentra vigente,  domicilio cierto y fijo, dentro de 

la jurisdicción del juzgado, donde tienen arraigo familiar y pueden ser localizables 

tanto sus padres como el adolescente de referencia, y con ello se acredita que 

pueden estar al pendiente de su hijo con la vigilancia y supervisión adecuada, lo cual 

servirá de contención para evitar que este reincida en conductas ilícitas, y con ello 

reducir las expectativas de que al otorgársele una medida cautelar distinta a la 

detención preventiva al adolescente, no cumpla con la misma o pretenda sustraerse 

a la acción de la justicia y se entorpezca el procedimiento. 

 

Asimismo, referente a las redes de apoyo familiar, social, educativo e inclusive 

laboral con que el adolescente cuenta, respecto del primer rubro de autos se advierte 

mayor constancia, pues bien su madre Adriana Chávez Martínez ha estado al 

pendiente de la situación jurídica del adolescente, en su presentación ante el Agente 

del Ministerio Público, así como en su declaración inicial rendida ante el Juzgado 

Primero de Proceso Oral de Justicia para Adolescentes en el Distrito Federal; luego 

estuvo presente en la notificación de su resolución inicial; persistiendo desde 

entonces, pues ha comparecido ante el Juzgado, en las ocasiones que ha sido 

requerida, lo que denota un interés manifiesto para asumir la responsabilidad, de 

darle apoyo familiar, para seguir con su proceso, para que el adolescente se 

presente las veces que sea requerido y para que en su caso continúe no solo con su 

proceso, sino también con sus estudios; siendo que estos elementos sirven para 

ampliar la expectativa de que se garantice el cumplimiento de las obligaciones 

inherentes a las medidas cautelares y su proceso estando en externación el 

adolescente de referencia al advertirse que cuenta con redes de apoyo familiar 

primarias sólidas. 

 

Por otra parte, respecto de su proceso educativo, se cuenta con un certificado 

de Educación Primaria a nombre de José Salvador Sánchez Chávez, donde se hace 
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constar que acreditó la educación Secundaria, expedido el día diez de Julio de dos 

mil diez, por el Sistema Educativo Nacional de la Dirección de la Escuela Maestro 

Arqueles Vela S., suscrito por la Directora Blanca Santiago Trejo, Directora del 

Plantel, con sello de la institución; lo que dió cuenta de que el justiciable contaba con 

un proceso educativo a nivel secundaria interrumpido; lo que crea en opinión del 

órgano jurisdiccional, la posibilidad de que el adolescente pueda continuar su 

secuela procesal en externación para que esté en posibilidad de reincorporarse a un 

proceso educativo e integrarlo con su familia, para que se encuentre en posibilidades 

de desarrollarse adecuadamente en su sistema biopsicosocial, no afectando el 

desarrollo de su persona y capacidades. 

 

Asimismo, por lo que hace al ámbito laboral, se tiene que se exhibe una carta 

suscrita por el C. Alberto González Díaz, en la cual refiere que hace constar que el 

adolescente ha laborado con el suscriptor en el Sonido Súper Tumbao, donde ha 

desempeñado las labores que se le han asignado, mostrando ser una persona 

trabajadora, capaz y responsable, sin queja alguna de que exista faltante de material 

o equipo cuando se le ha designado algún trabajo, documental que al ser ratificada 

en audiencia por su suscriptor reseña que el adolescente antes de ser detenido se 

dedicaba a laborar. 

 

Ahora bien por lo que hace a las redes de apoyo social fueron exhibidas 

respecto del adolescente, 02 dos cartas de buena conducta a su favor, suscritas por 

Ismael Juárez Castañeda y Alejandro Vergara Rodríguez de las cuales se 

acompañan de las copias simples de las credenciales expedidas por el Instituto 

Federal Electoral de las personas que las suscriben mismas que fueron ratificadas en 

la audiencia de ley, y en todas esas cartas, se hace referencia que el adolescente es 

un joven trabajador y honrado, contando el adolescente con redes de apoyo social 

sólidas que permitan su reincorporación a la sociedad. 

 

Documentales antes mencionadas a las que el órgano jurisdiccional confiere 

eficacia probatoria en términos de lo establecido por el artículo 251 de la ley adjetiva 
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penal de aplicación supletoria a la ley de la materia, ya que si bien es cierto fueron 

objetadas por el Ministerio Público, este no exhibió prueba alguna de la misma 

naturaleza o diversa, para demeritar las mismas, por tanto sirven al juzgador para 

advertir que hasta antes de ser detenido el adolescente contaba con arraigo en su 

domicilio que le permitía realizar actividades licitas, como lo es trabajar además de 

que no existe medio probatorio alguno que indique que el adolescente de mérito se 

dedique a cometer ilícitos tal como el que se estudia, sino que fue cometido en razón 

a las circunstancias especiales que rodearon su acontecer, lo que de ninguna forma 

constituye una justificación de su actuar, sino un señalamiento a considerar en la 

presente resolución en la que se trata el tópico referente a las medidas cautelares 

solicitadas, por lo que el juzgador considera de manera objetiva que le sería más 

benéfico que continúe el proceso que se le instruye integrado a su familia; ya que el 

modo de vida que el adolescente llevaba le serviría como contención para resolver el 

problema que se le presenta y no evadir las obligaciones contraídas al momento de 

concederle una medida cautelar menos gravosa que la que se le aplica hasta ese 

momento que es la de internación.  

 

Por lo tanto, el Juzgador concluyó que la serie de elementos valorativos antes 

escudriñados, son aptos y suficientes en su conjunto y se vinculan armónicamente, 

para advertir, hasta ese momento, que la libertad del adolescente no se contrapone 

con el normal desarrollo del proceso, lo cual se ciñe al “Principio de Humanidad” 

contemplado en la Convención de los Derechos del Niño, en cuanto a que el fin del 

sistema de justicia para adolescentes no debe ser meramente represivo, sino que 

debe procurar la reintegración de los adolescentes para que éstos asuman una 

función constructiva en la sociedad; de ahí que el cambio de la medida cautelar de 

detención preventiva por otras de menor gravedad, cumple con esa finalidad, siendo 

ésta la de asegurar la secuela del procedimiento instaurado en su contra hasta en 

tanto se lleve a cabo la emisión de la sentencia y en su caso el cumplimiento 

correspondiente, por tanto se le conceden al adolescente cuatro medidas cautelares 

diversas al internamiento consistentes en: a) La presentación de una garantía 

económica suficiente, relativa a la cantidad de $2,000.00 (dos mil pesos 00/100 
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moneda nacional), a efecto de que el órgano jurisdiccional tenga la certeza jurídica 

de que se continuará con el proceso garantizando que el adolescente no se sustraiga 

de la acción de la autoridad. Así mismo y en atención a la reforma penal 

constitucional en vigor, que prevé la ponderación de la justicia restaurativa, 

atendiendo además al principio de contradicción, que rige el proceso en materia de 

justicia para adolescentes, es menester mencionar que en este caso, que se trata 

sobre el cambio de medidas cautelares también se hacen valer los beneficios 

procesales y constitucionales que la ley prevé a favor de los agraviados, por lo que 

en el caso se advierte que no fue recuperado un teléfono de la marcha Iphone, 

modelo 4, color negro con tarjeta de memoria de 32 GB, valuado pericialmente en 

$500.00 (quinientos pesos 00/100 m. n.); así como la cantidad de $500.00 quinientos 

pesos en vales de gasolina que expide la compañía Jeans, Sociedad Anónima de 

Capital Variable y el numerario consistente en la cantidad de $200.00 (doscientos 

pesos 00/100 m. n.), por lo que debería exhibir la cantidad de $1,200.00 (mil 

doscientos pesos 00/100 m. n.) a efecto de garantizar la posible Reparación del 

Daño a la ofendida. b) La prohibición de salir del Distrito Federal sin autorización del 

juzgador, ello con la finalidad de evitar que abandone intempestivamente el ámbito 

de jurisdicción territorial del tribunal y entorpezca la secuela procesal. c) Vigilancia 

familiar, siendo ésta la obligación del adolescente de someterse al cuidado y 

vigilancia de su madre, quien deberá informar semanalmente al juzgador sobre el 

seguimiento de la actividad de éste, en torno a la asistencia a la escuela o lugar de 

trabajo. Y d) Obligación de presentarse periódicamente ante el Juez, consistente en 

concurrir puntualmente ante la presencia del juez cada vez que sea requerido y los 

días lunes a firmar el libro de medidas cautelares. Asimismo se le hace de su 

conocimiento al adolescente y su madre, las obligaciones que contraen y las 

consecuencias de su incumplimiento, en la inteligencia que de no cumplir con tales 

medidas le serán revocadas y se procederá a su internamiento preventivo, en tanto 

que su madre podrá ser sujeta a cualquiera de las medidas de apremio 

contempladas por el artículo 33 del Código de Procedimientos Penales de aplicación 

supletoria.  
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C) SE SOLICITA REDUCCIÓN DE LA GARANTÍA PROCESAL 

CONCEDIDA. 

 

En fecha 08 ocho de marzo de 2011 dos mil once, la defensa promovió el 

recurso de Incidente no especificado para solicitar la reducción de la garantía 

económica fijada de $2,000.00 (dos mil pesos 00/100 m. n.), por lo que en términos 

de lo dispuesto por los artículos 13, 33, 34 y 35 de la Ley de Justicia para 

Adolescentes para el Distrito Federal; así como los numerales 37, 541 a 545 del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, aplicado en forma 

supletoria a la ley de la materia, se acuerda citar a una audiencia para las 13:30 trece 

horas con treinta minutos del día 12 doce de marzo de 2011 mil once, para 

desahogar las pruebas ofrecidas por la promovente y escuchar a las partes a efectos 

de estudiar la solicitud de la defensa, y para ello se da vista al Ministerio Público para 

lo que su representación competa, así mismo se notifica al representante legal del 

adolescente y se requiere a la Directora de la Comunidad la presentación del 

adolescente a dicha audiencia. 

 

Siendo el caso que la defensa ofrece como prueba fundamental a favor del 

adolescente el Estudio Socioeconómico realizado por la Licenciada en Trabajo Social 

Martha Parra Vega, adscrita a la Unidad Departamental de Servicios Periciales y 

Trabajo Social Especializada en Justicia para Adolescentes de la Defensoría de 

Oficio del Distrito Federal, mismo que cuenta con sus respectivos apartados de 

metodología, observaciones, fundamentación y conclusiones y del cual se desprende 

respecto de la C. Adriana Chávez Martínez representante legal del adolescente que 

sus condiciones económicas son de necesidad dado que su ingreso como 

comerciante “vende dulces de manera informal” y dichos ingresos los destina a cubrir 

necesidades básicas de alimentos, transporte, pago de servicios y escolares entre 

otros para todos los miembros de la familia la cual se compone de cuatro hijos 

menores de edad además del adolescente que nos ocupa, asimismo ofrece las 

testimoniales de pobreza por parte de los CC. Facundo Martínez García y Gilberto 
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Fuentes Morales, quienes dan cuenta de la precaria situación económica del 

adolescente justiciable y su familia. 

  

Por lo que el Órgano de Decisión, resuelve al respecto: que una vez 

analizados los argumentos señalados por la defensa, es de considerarse que tanto la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 20, establece 

como garantía de todo inculpado que: “…I. Inmediatamente que lo solicite, el Juez 

deberá otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de 

delitos en que, por su gravedad, la ley expresamente prohíba conceder este 

beneficio…”. El monto y caución que se fije deberán ser asequibles para el 

inculpado, así como el artículo 560 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal, de aplicación supletoria a Ley de la materia, señala que “A petición 

del procesado o su defensor, la caución a que se refiere la fracción III del artículo 

556, se reducirá en la proporción que el Juez estime justa y equitativa…”. Asimismo y 

tomando en consideración que a favor del adolescente de mérito, de acuerdo al 

principio del interés superior del niño, en cuanto a la interpretación y aplicación de la 

ley se deberá hacer maximizando sus derechos fundamentales y sustantivos 

contemplados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes 

secundarias de aplicación supletoria y en las especiales que rigen la materia en que 

se actúa, de entre lo cual se advierte que el Código de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal, en sus artículos 556 fracción III y 560 párrafo primero de 

aplicación supletoria a la ley de la materia, prevé la reducción de la garantía que se 

otorgue para el cumplimiento de las obligaciones que en términos de ley se deriven a 

cargo del justiciable en razón del proceso, así las cosas con estricto apego al 

respecto de los derechos fundamentales establecidos Constitucionalmente para todo 

individuo, así como los específicos que les reconocen a los adolescentes la Ley por 

su condición de personas en desarrollo, por lo que estando a los mas favorable del 

adolescente justiciable y por razón de la identidad jurídica de dichas disposiciones, 

tomando en cuenta además, que de autos obran datos de que el adolescente José 

Salvador Sánchez Chávez, lleva más de un mes en detención preventiva, que no se 

advierte que las consecuencias o efectos de la conducta tipificada como delito, por la 
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que se le juzga haya tenido una trascendencia mayor o se haya magnificado 

respecto del momento de su comisión, que la defensa en su favor exhibió 

oportunamente un estudio socioeconómico practicado por la Trabajadora Social 

Licenciada Martha Parra Vega, adscrita a la Unidad Departamental de Servicios 

Periciales y Trabajo Social, Especializada en Justicia para Adolescentes de la 

Defensoría de Oficio del Distrito Federal, del cual se concluye: “La familia de José 

Andrés es una familia trunca, ya que el padre falleció hace 8 años, quedando bajo el 

cuidado de la progenitora los 7 hijos procreados dentro del matrimonio, 

posteriormente los 3 hijos mayores se establecen sentimentalmente con su 

respectiva pareja, ocupando un cuarto en el mismo predio pero solventando sus 

propios gastos, situación por la que su progenitora se dedica solamente a resolver 

los gastos de los 4 menores y en ocasiones es apoyada por el adolescente en 

estudio José Salvador Sánchez Chávez quien se emplea de manera irregular como 

ayudante general de un animador de fiestas (armando y desarmando los aparatos de 

sonido y juegos inflables) obteniendo un ingreso de $500.00 por evento cantidad que 

no es constante ni comprobable por el tipo de actividad… es importante comentar 

que la hermana menor del adolescente presente problemas de parálisis cerebral, 

problemática que no ha sido atendida por falta de recursos económicos ya que la 

menor requiere de un centro especializado… en cuanto a lo económico los recursos 

con los que cuenta la familia (ingreso de la madre $500.00 por semana) como ya se 

expuso son precarios y apenas alcanzan a cubrir los gastos de alimentación, basada 

en un almuerzo que incluye café y huevo preparado de diferentes manera 

acompañado de tortillas…, sin embargo el adolescente según comentarios de la 

madre, tiene como proyecto el inscribirse al secundaria abierta con la finalidad de 

aspirar a un mejor futuro y ayudar a su progenitora con los gastos familiares, 

evitando volver a involucrarse en situaciones conflictivas, que afecten su familia y su 

integridad personal.”; elementos que permiten acreditar la imposibilidad económica  

del justiciable y su familia para otorgar íntegramente la garantía fijada inicialmente, 

que no hay constancia que el adolescente haya observado mal comportamiento en la 

Comunidad de Diagnóstico Integral para Adolescentes, en donde se encuentra 

interno, ni que racionalmente conduzca a crear inseguridad de que procurará 
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sustraerse de la acción de la justicia, y habida cuenta que uno de los fines medulares 

de las medidas cautelares lo es precisamente para garantizar la materia del proceso, 

ya que la aplicación de medidas cautelares constituyen medidas de aseguramiento 

que persiguen garantizar la eficacia de una eventual sentencia y para ello debe de 

existir certeza jurídica de que se continuará con el proceso garantizado, que el 

adolescente no se sustraiga de la acción de la autoridad, por otra parte, atendiendo a 

que la defensa solicita una reducción en el monto de dicha garantía, dado que sólo 

su progenitora está a cargo de todos los gastos del hogar, por lo que resulta 

perjudicial para el adolescente y para su núcleo familiar que permanezca en 

detención preventiva, por tanto en virtud de tales circunstancias, el Juzgador 

considera conveniente reducir el monto de la garantía fijada inicialmente, conforme al 

artículo 33 fracción I de la Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, 

y en ese momento conviene fijar al adolescente José Salvador Sánchez Chávez, una 

garantía económica suficiente considerada en la cantidad de $1,200.00 (mil 

doscientos pesos 00/100 m. n.), a efecto de que el Órgano Jurisdiccional tenga la 

certeza jurídica de que se continuará con el proceso garantizando que el adolescente 

no se sustraiga de la acción de la autoridad, en los términos establecidos por auto de 

fecha veinticuatro de febrero de dos mil doce, en la inteligencia que de no cumplir 

con las medidas cautelares impuestas les serán revocadas y se procederá a su 

internamiento preventivo, en tanto que su madre será sujeta a una medida de 

apremio consistente en arresto por 24 veinticuatro horas, con apoyo en el artículo 33 

fracción III, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal de 

aplicación supletoria. 

 

D) LA MADRE DEL ADOLESCENTE EXHIBE GARANTÍA DE LAS 

OBLIGACIONES PROCESALES Y SOLICITA QUE LA REPARACIÓN DEL DAÑO 

LE SEA FIJADA EN PARCIALIDADES. 

 

 En fecha 20 veinte de marzo de 2011 dos mil once, la madre del adolescente 

José Salvador Sánchez Chávez, presentó en el Juzgado un escrito con un billete 

anexo correspondiente a la garantía económica fijada para el cumplimiento de las 
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obligaciones procesales, manifestando que de su parte no hay objeción en presentar 

la reparación del daño, sin embargo solicita que la misma sea en parcialidades que 

ella pueda cubrir.  

 

Ante ello con apoyo en los artículos 37, 541 a 545 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, se ordenó tramitar la solicitud de la 

madre del adolescente de que la reparación del daño se cubra en parcialidades, por 

separado y en forma de incidente, y se señaló como fecha para llevar a cabo la 

audiencia respectiva, las 13:00 trece horas del día 26 veintiséis de marzo del mismo 

año, la cual se llevó a cabo habiéndose presentado el C. Agente del Ministerio 

Público adscrito, el adolescente José Salvador Sánchez Chávez, acompañado de su 

señora madre, debidamente asistidos de su defensora de oficio. 

 

Habiéndose resuelto dicho incidente en el sentido de que: considerando lo 

señalado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 

20 fracción I, así como el párrafo primero del artículo 48 del Código Penal para el 

Distrito Federal, de aplicación supletoria a ley de la materia, que señala que: “De 

acuerdo con el monto de los daños o perjuicios, y de la situación económica del 

sentenciado, el Juez podrá fijar plazos para su pago, que en conjunto no excederán 

de un año, pudiendo exigir garantía si lo considera conveniente”. Asimismo tomando 

en consideración que a favor del adolescente de mérito, de acuerdo al principio 

relativo al interés superior del niño, en cuanto a la interpretación y aplicación de la ley 

se deberá hacer maximizando sus derechos fundamentales y sustantivos 

contemplados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes 

secundarias de aplicación supletoria y en las especiales que rigen la materia en que 

se actúa, de entre lo cual se advierte que en concordancia a lo antes expuesto el 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en sus artículos 556 

fracción I y 562 fracción I párrafo segundo de aplicación supletoria a la ley de la 

materia, prevé que cuando el inculpado no tenga recursos económicos suficientes 

para efectuar en una sola exhibición el depósito en efectivo de la caución 

correspondiente, el juez podrá autorizarlo para que lo efectué en parcialidades, así 
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las cosas con estricto apego al respecto de los derechos fundamentales establecidos 

constitucionalmente para todo individuo, así como los específicos que les reconocen 

a los adolescentes la ley por su condición de personas en desarrollo, por lo que 

estando a lo mas favorable para el adolescente de mérito y por razón de la identidad 

jurídica de dichas disposiciones, tomando en cuenta además, que de autos obran 

datos de que el adolescente José Salvador Sánchez Chávez, lleva 53 cincuenta y 

tres días en detención preventiva, que no se advierte que las consecuencias o 

efectos de la conducta tipificada como delito por la que se le juzga, haya tenido una 

trascendencia mayor o se haya magnificado respecto del momento de su comisión, y 

que el adolescente refirió que estando en libertad laboraba como Staf en eventos 

foráneos; aunado que el estudio socioeconómico realizado por la Licenciada Martha 

Parra Vega, trabajadora social, del cual se desprende que la madre del adolescente 

obtiene un ingreso de $500.00 quinientos pesos aproximadamente por semana, 

cantidad que obtiene vendiendo dulces en el Periférico, aunado en fecha 08 ocho de 

Marzo de 2011 dos mil once, solicito al reducción de la garantía para garantizar el 

normal desarrollo del adolescente, la cual se redujo a la cantidad de $1,200.00 (mil 

doscientos pesos 00/100 m. n.); elementos que permiten acreditar su imposibilidad 

económica para otorgar en una sola exhibición la garantía fijada inicialmente 

respecto de la reparación del daño, sin que haya constancia que el adolescente haya 

observado mal comportamiento en la Comunidad de Diagnóstico Integral para 

Adolescentes, en donde se encuentra interno, ni que racionalmente conduzca a crear 

inseguridad de que el mismo procurara sustraerse de la acción de la justicia, y 

habida cuenta que uno de los fines medulares de las medidas cautelares lo es 

precisamente para garantizar la materia del proceso, ya que la aplicación de medidas 

cautelares constituyen medidas de aseguramiento que persiguen garantizar la 

eficacia de una eventual sentencia y para ello debe de existir certeza jurídica de que 

se continuará con el proceso garantizado, que el adolescente no se sustraiga de la 

acción de la autoridad, por otra parte, atendiendo a la solicitud de la madre del 

adolescente, en el sentido de que solicita el pago de la reparación del daño en 

parcialidades, en el presente caso se advierte que toda vez que el adolescente José 

Salvador Sánchez Chávez, antes de su detención se encontraba trabajando, por lo 
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que posterior a su detención preventiva su progenitora quedo a cargo de todos los 

gastos del hogar, por lo que resulta con base al interés superior del adolescente, 

aunado a que el madre del menor ha demostrado atención hacía su hijo; lo que 

denota que asume debidamente su compromiso ante el órgano jurisdiccional con  

base a todo lo anterior y ponderando así mismo el derecho con que cuenta 

constitucionalmente la víctima a que le será reparado el daño causado; por lo que en 

virtud de tales circunstancias, el  juzgador considera conveniente dividir en pagos el 

monto de la garantía fijada inicialmente, conforme al artículo 33 fracción I de la Ley 

de Justicia para Adolescentes para el Distrito Federal, y en ese momento conviene 

fijar al adolescente José Salvador Sánchez Chávez; un primer pago por la cantidad 

de $500.00 (quinientos pesos 00/100 m. n.) a exhibir dentro de los cinco días 

siguientes a la notificación del presente proveído y subsecuentemente; el segundo 

pago el cual se deberá realizar al mes siguiente por la cantidad de $500.00 

(quinientos pesos 00/100 m. n.); y por último el tercer pago el cual deberá realizar 

al mes siguiente por la cantidad de $200.00 (doscientos pesos 00/100 m. n.); a efecto 

de que de ese modo se hagan valer también los beneficios procesales y 

constitucionales que la ley prevé a favor de los agraviados, establecidos al tenor de 

la resolución incidental de fecha 24 veinticuatro de Marzo de 2011 dos mil once, 

garantizando así la posible reparación del daño en los términos de la misma 

resolución. 
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CONCLUSIONES 

 

PRIMERA. Para una correcta aplicación de la supletoriedad de la legislación 

penal para personas adultas dentro del sistema de justicia para adolescentes, las 

autoridades judiciales deben observar los estándares nacionales e internacionales 

que establecen que en toda determinación se debe velar por el interés superior del 

adolescente menor de edad y que los derechos que los adolescentes poseen no 

pueden ser inferiores a los de las personas adultas.  

 

SEGUNDA Dentro del Sistema de Justicia para Adolescentes la mayor 

aportación práctica que de la aplicación de la Ley se hace en el mundo fáctico, es 

que los adolescentes hagan conciencia de las razones por las cuales desplegaron la 

conducta por la cual se encuentran en un conflicto con la Ley, y que la aplicabilidad 

de la norma penal no necesariamente será para efectos de tenerlos en internamiento 

sino para estudiar y resolver el problema legal surgido por el despliegue de su 

conducta antisocial, y que durante la secuela procesal serán tratados como 

adolescentes pensantes, a quienes se les hará de su conocimiento que tienen 

derechos y obligaciones y que serán parte de un proceso penal en el que se 

respetaran plenamente sus garantías. 

 

TERCERA. Aun cuando la Ley de Justicia para Adolescentes para el Distrito 

Federal, alude que la detención preventiva se debe limitar a los delitos graves, ello 

no implica que se debe de imponer de forma ineludible a todas aquellas conductas 

que se dan bajo las circunstancias que prevé el artículo 30 de dicha ley; pues en el 

actual sistema, otorgar la concesión de medidas alternas al internamiento es la regla 
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general, la cual de acuerdo al contenido del articulo 34 de la misma ley, debe de 

evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales.  

 

CUARTA. En la aplicación de una medida de carácter provisional donde la 

regla general descansa sobre el principio de presunción de inocencia, dado que se 

trata de una situación de carácter provisional, en la que todavía no se encuentra 

probado en definitiva el suceso ni la culpabilidad de el adolescente, debe prevalecer 

el reconocimiento a tal principio, esto es, que el adolescente es inocente hasta que 

se pruebe durante el proceso que es culpable, pues en caso contrario –dada su edad 

y características personales-, la medida de internamiento, puede producir un impacto 

desfavorable en el proceso de socialización del adolescente. 

 

QUINTA. La restricción de la libertad del adolescente, de modo alguno implica, 

por sí misma, vulneración en sus derechos en la perspectiva de que se le garantizan, 

tanto en el derecho doméstico, como en ordenamientos internacionales para 

cualquier inculpado, en la inteligencia de que tal restricción se lleve a cabo de 

conformidad con la ley y, se utilice como medida de último recurso y durante el 

período más breve que proceda, como lo exponen los numerales 37 inciso b) y 40 

fracción I, de la Convención Sobre los Derechos del Niño, cuyo carácter es 

vinculante para el Estado Mexicano; 13.1 de las Reglas Mínimas de las Naciones 

Unidad para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing), 6.1 de 

las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de la 

Libertad (Reglas de Tokio) y 17 de las Reglas para la Protección de Menores 

Privados de Libertad, como Orientadores en la Materia Especializada que nos ocupa.  

 

SEXTA. Uno de los principales requisitos para la procedencia de medidas 

alternas a la detención preventiva, es tener por acredita la existencia del delito y 

datos que hagan probable la responsabilidad del adolescente, empero no es el único 

ni el más importante, pues para la concesión de las medidas cautelares diversas a la 

de internamiento, que prevé el artículo 33 de la Ley de Justicia para Adolescente 

para el Distrito Federal, es decir medidas de carácter provisional, se contemplan 
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otros requisitos adicionales, tales como que exista una presunción razonable de 

acuerdo a cada caso en particular, que el adolescente pueda someterse a proceso, 

es decir, garantizar el proceso; que no obstaculice la realización de diligencias, o de 

la investigación; y que su conducta no represente un riesgo para la víctima o para la 

sociedad; criterios de orientación que deben ser tomados en cuenta por el Juzgador 

para la concesión de tales medidas.  

 

SÉPTIMA. El actual sistema de justicia para adolescentes, reconoce una serie 

de principios, que son propios de un estado de derecho social y democrático, entre 

los que destacan; presunción de inocencia, mínima intervención, flexibilidad e interés 

superior de niño y de igual forma, contempla que la medida provisional en 

internamiento debe evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales y, siempre 

que sea posible se deben de aplicar otras medidas menos gravosas que la Ley de 

Justicia para Adolescentes expresamente prevé, para lo cual se deben valorar todas 

la circunstancias y solo se debe aplicar la privativa de libertad  provisionalmente 

cuando se cuente con datos objetivos de que en caso de no ordenarse, los fines del 

proceso corran riesgo de ser obstruidos, ante la posibilidad por ejemplo, de 

ocultación de pruebas, amenaza de testigos, fuga del imputado, etcétera, es decir, 

todos aquellos factores que impidan los fines del proceso como lo son: el 

esclarecimiento de los hechos y la aplicabilidad de la ley penal. 

 

OCTAVA. De manera general se deben aplicar las medidas cautelares menos 

gravosas y sólo en casos excepcionales, cuando el objetivo del proceso se vea en 

riesgo, es menester no conceder tales medidas y optar por el internamiento cuando 

se advierte su improcedencia para tal fin, pues aún cuando uno de los principios que 

rigen el Sistema de Justicia para Adolescentes, lo constituye, que el internamiento, 

aun cuando con carácter preventivo y, en consecuencia, provisional hasta en tanto 

se resuelva en definitiva, debe limitarse a circunstancias excepcionales y cuando no 

sea posible aplicar otra medida cautelar menos gravosa, no obstante, ello no implica 

que en todos los casos deba concederse tales medidas, ello es así, cuando por la 

gravedad de la conducta atribuida, la legislación dispone proceda su procesamiento 
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en internamiento, pero además, en todo caso la pertinencia de medidas cautelares 

menos gravosas, debe ponderar su procedencia, con base en el hecho cometido, la 

forma de llevarlo a cabo (circunstancia), la magnitud del daño causado y el riesgo en 

que se colocó a la víctima o al pasivo, o bien por el injusto perpetrado en su contra o 

por los actos posteriores a éste, que involucren al adolescente, de ahí que 

indefectiblemente concibe su procedencia cuando el interés por el adolescente es 

legítimo y se fundamenta en aspectos que valorativamente conllevan a su protección, 

ello sin que pase desapercibido para los operadores del sistema, que si bien deben 

maximizarse la esfera de protección de los derechos de los adolescentes de ninguna 

manera debe pasar desapercibido, sus límites, uno de los cuales lo constituyen los 

derechos de las demás personas y de la sociedad, en razón de ello, la legislación 

establece una serie de bienes jurídicos que no pueden ser transgredidos en perjuicio 

de los justiciables, como se establece en los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
 

(Publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 14 de noviembre de 2007) 
(Al margen superior un escudo que dice: Ciudad de México.- Capital en Movimiento) 

DECRETO DE LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 
MARCELO LUIS EBRARD CASAUBON, Jefe de Gobierno del Distrito Federal, a sus habitantes sabed: 

Que la H.  , se ha servido dirigirme el siguiente: 
 

DECRETO 
(Al margen superior izquierdo un sello con el Escudo Nacional que dice: ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS.-  ) ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 
IV LEGISLATURA. 

D E C R E T A 
LEY DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

 
TITULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES. 
CAPÍTULO I 
OBJETO, SUJETOS Y APLICACIÓN DE LA LEY. 
ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente Ley es de orden público y observancia general para el Distrito 
Federal, y tiene como objeto establecer el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes para el 
Distrito Federal que será aplicable a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como 
delito por las leyes penales del Distrito Federal y tengan entre doce años cumplidos y menos de 
dieciocho años de edad, en el que se garanticen los derechos fundamentales que reconoce la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para todo individuo, así como aquellos derechos 
específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos por los 
instrumentos internacionales y demás leyes aplicables, para lograr su reintegración social y familiar, así 
como el pleno desarrollo de su persona y capacidades. 
 
ARTÍCULO 2. SUJETOS. 
Para los efectos de esta Ley; se entenderá:  
I. Adolescente. Persona cuya edad se encuentra comprendida entre los doce años de edad cumplidos y 
menos de dieciocho años de edad; 
II. Autoridad Ejecutora. Unidad Administrativa del Gobierno del Distrito Federal encargada de ejecutar 
las medidas de orientación, protección y tratamiento que se impongan a los adolescentes; 
III. Conducta Tipificada como delito. Conducta tipificada como delito en las leyes penales del Distrito 
Federal; 
IV. Defensor de Oficio. Defensor especializado en justicia para adolescentes adscrito a la Consejería 
Jurídica y de Servicios Legales del Distrito Federal; 
V. Juez. Juez especializado en Justicia para Adolescentes, adscrito al Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal. 
VI. Magistrado. Magistrado especializado en justicia para adolescentes adscrito al Tribunal Superior de 
Justicia del Distrito Federal 
VII. Ministerio Público. Agente del Ministerio Público especializado en Justicia para Adolescentes, 
adscrito a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; 
VIII. Niño. Persona menor de doce años de edad; 
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ARTÍCULO 3. ÁMBITO DE APLICACIÓN SEGÚN LOS SUJETOS. Esta Ley se aplica a todo 
adolescente, a quien se le atribuya la realización de una conducta tipificada como delito, en las leyes 
penales del Distrito Federal. También se aplicará esta Ley a los menores de edad que, en el transcurso 
del proceso y aun durante la etapa de ejecución de la medida impuesta, cumplan dieciocho años de 
edad. Igualmente se aplicará cuando los menores de edad sean acusados después de haber cumplido 
dieciocho años, por hechos presuntamente cometidos cuando eran adolescentes, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 4 de esta Ley. 
Para los efectos de esta Ley, la edad del adolescente se comprobará con el acta de nacimiento 
respectiva, o bien por documento apostillado o legalizado tratándose de extranjeros. Cuando no se 
cuente con alguno de los documentos previstos en el párrafo anterior, bastará con dictamen emitido por 
médico legista, en la etapa de averiguación previa, y ante el Órgano Jurisdiccional es requisito el 
dictamen emitido por dos peritos médicos que para tal efecto designe la autoridad correspondiente. 
 
ARTÍCULO 4. SISTEMA ESPECIALIZADO PARA ADOLESCENTES. 
Todo adolescente que se le atribuya la realización de una conducta tipificada como delito en las leyes 
penales será sujeto al régimen especializado previsto por esta Ley. Ningún adolescente podrá ser 
juzgado como adulto ni se le aplicarán sanciones previstas por las leyes penales para adultos. 
Los adolescentes responderán por sus conductas tipificadas como delitos en la medida de su 
responsabilidad en forma diferente a los adultos. 
Cuando el adolescente sea privado de su libertad, por la aplicación de una medida cautelar de 
aseguramiento o de tratamiento en internación, tendrá que estar en lugares distintos al de los adultos y 
separados por edades y por sexo. 
 
ARTÍCULO 5. MENORES DE DOCE AÑOS DE EDAD. 
Las personas menores de doce años de edad que hayan realizado una conducta tipificada como delito 
en la Ley, sólo serán sujetos de rehabilitación y asistencia social por las instancias especializadas del 
Distrito Federal. Y no podrá adoptarse medida alguna que implique su privación de libertad. 
Cuando el agente del Ministerio Público que haya dado inicio a la Averiguación Previa se percate que el 
adolescente es menor de doce años, dará aviso a la Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídicos del 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia para el Distrito Federal, donde se tramitará la debida 
asistencia social en beneficio de la rehabilitación del niño involucrado y, en su caso, de su familia. 
La Dirección Ejecutiva de Asuntos Jurídicos del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia para el 
Distrito Federal, deberá remitir a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, en un término 
no mayor de 30 días, la información relacionada con el tratamiento que brinde a los menores de doce 
años de edad canalizados. 
 
ARTÍCULO 6. ADOLESCENTES CON TRANSTORNO MENTAL. 
No se procederá contra adolescentes quienes al momento de realizar una conducta tipificada como 
delito padezcan de algún trastorno mental que les impida comprender la trascendencia y las 
consecuencias de la conducta realizada. Salvo que el adolescente se encuentre en estado de ebriedad, 
bajo el efecto de estupefacientes o psicotrópicos, sin que medie prescripción médica, autoprovocado de 
manera dolosa. Cuando el trastorno mental se presente durante el proceso la autoridad competente 
podrá entregar al adolescente a quien legalmente corresponda hacerse cargo de él. 
Cuando se encuentre en la fase de ejecución de las medidas, la autoridad ejecutora deberá solicitar la 
intervención de instituciones médico psiquiátricas para efecto de que rindan su dictamen 
correspondiente y en caso de tratarse de incapacidad permanente, que se hagan cargo del tratamiento 
durante el tiempo que falte para el cumplimiento de la medida impuesta; mientras que en el caso de una 
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incapacidad transitoria, se decretará la suspensión del procedimiento o de la ejecución, por el tiempo 
que dure la incapacidad. 
 
ARTÍCULO 7. PRESUNCIÓN DE EDAD. 
Cuando exista duda de que una persona es adolescente o adulto se le presumirá adolescente y 
quedará sometido a esta Ley, hasta que se pruebe fehacientemente lo contrario. 
Si existen dudas de que una persona es menor o mayor de doce años de edad, se presumirá que es 
niño a dicha edad. En el caso de existir duda de que una persona es menor o mayor de catorce años de 
edad, se presumirá que es menor a la edad antes citada. 
 
ARTÍCULO 8. INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN. 
La interpretación y la aplicación de las disposiciones contenidas en esta Ley deberán de hacerse en 
armonía con sus principios rectores, así como la normatividad Internacional aplicable en la materia, en 
la forma que mejor garantice los derechos fundamentales y específicos contenidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los Tratados Internacionales ratificados por los Estados 
Unidos Mexicanos y en las leyes de aplicación penal para el Distrito Federal. 
 
CAPÍTULO II 
PRINCIPIOS Y DERECHOS 
 
ARTÍCULO 9. ENUMERACIÓN NO LIMITATIVA. 
La enumeración de los principios, derechos y garantías contenidas en este capítulo no es limitativa y se 
complementa con las disposiciones que en esta materia están contenidas en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales ratificados por los Estados Unidos 
Mexicanos y en las leyes. 
  
SECCIÓN I 
PRINCIPIOS 
 
ARTÍCULO 10. PRINCIPIOS RECTORES. 
Son principios rectores para la interpretación y aplicación de esta Ley el respeto de los derechos de los 
adolescentes, el reconocimiento de su calidad como sujeto de derecho, su formación integral, la 
reinserción en su familia y en la sociedad. Así como los siguientes: 
I. Interés superior del adolescente; 
II. Presunción de Inocencia; 
III. Reconocimiento expreso de todos sus derechos y garantías; 
IV. Especialidad; 
V. Mínima intervención ; 
VI. Celeridad procesal y flexibilidad; 
VII. Proporcionalidad y racionalidad de la medida; 
VIII. Transversalidad; 
IX. Subsidiariedad; 
X. Concentración de actuaciones; 
XI. Contradicción; 
XII. Continuidad; e 
XIII. Inmediación procesal. 
SECCIÓN II 
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DERECHOS 
 
ARTÍCULO 11. DERECHOS DE LOS ADOLESCENTES. 
Los derechos reconocidos en esta Ley se aplicarán a los adolescentes sin discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar sus derechos y libertades. 
Son derechos del adolescente para los efectos de esta Ley: 
I. Ser tratado con dignidad y respeto; 
II. Se presumirá inocente hasta que se compruebe su participación en la comisión de una conducta 
tipificada como delito; 
III. Que sus padres, representantes legales o encargados conozcan de inmediato cuando se encuentre 
sujeto al proceso que establece esta Ley; 
IV. Desde el inicio del proceso o su detención deberá ser asistido por un defensor de oficio; si así lo 
desea designará a sus expensas, por sí o por sus padres, quienes ejerzan la patria potestad, tutores o 
representantes legales a un defensor privado, con cédula profesional que lo acredite como Licenciado 
en Derecho para que lo asista jurídicamente; en ambos casos deberá estar asistido en todos los actos 
del proceso, aún los de carácter ministerial, y de ejecución de las medidas que le impongan; 
V. Durante todas las etapas del proceso, aún las de carácter ministerial, tendrá el derecho a ser visitado 
y a entrevistarse o tener comunicación con su defensor, así como con sus padres, tutores o 
representantes legales, ya sea en forma conjunta o separada, aún cuando no haya rendido su 
declaración. Las entrevistas deberán realizarse bajo un régimen de absoluta confidencialidad; 
VI. Cuando no sepa leer ni escribir las autoridades que integran el Sistema Integral de Justicia se 
asegurarán que esté debidamente informado de cada una de las etapas del proceso, siempre en 
presencia de su abogado defensor y, si así lo solicita, de sus padres, tutores, quienes ejerza la patria 
potestad o lo representen legalmente. Lo contrario es causa de nulidad y de responsabilidad de los 
servidores públicos que hayan intervenido en el proceso; 
VII. Que no se divulgue su identidad, ni el nombre de sus familiares o cualquier dato que permita su 
identificación pública; 
VIII. Cuando pertenezca a un grupo étnico o indígena o no entienda el idioma español deberá ser 
asistido, en todas las etapas del proceso, aún las de carácter ministerial, por un interprete que conozca 
su lengua; 
IX. Que la carga de la prueba la tenga el agente del Ministerio Público;  
X. Ser oído personalmente en todas las etapas del proceso, aún las de carácter ministerial y que su 
opinión y preferencias sean consideradas al momento de dictarse las determinaciones que incidan en 
su esfera jurídica; 
XI. Comunicarse con sus familiares y a recibir correspondencia; 
XII. Presentar en todo momento peticiones o quejas ante las autoridades que conformen el Sistema 
Integral de Justicia, sin censura pero con respeto, y la autoridad a quien vaya dirigida tendrá la 
obligación de contestar en un plazo máximo de diez días hábiles. Cuando no sepa leer o escribir un 
defensor público tendrá la obligación de asistirlo; 
XIII. Cuando presente algún tipo de discapacidad, deberá recibir el cuidado y atenciones especiales que 
requiera el caso particular; 
XIV. Recibir la visita conyugal cuando estén emancipados; 
XV. Ser juzgados antes de los cuatro meses si se trata de conducta tipificada como delito grave, salvo 
que el adolescente y su defensa renuncien a dicho plazo, sin que pueda exceder de seis meses; 
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XVI. Que conozca desde el inicio de cada diligencia o actuación el nombre, cargo y función de los 
servidores públicos que intervengan en su desarrollo; 
XVII. Contar con la presencia obligatoria en las diligencias y actuaciones, tanto judiciales como 
ministeriales, de sus padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad;  
XVIII. Que el órgano responsable de la aplicación, cumplimiento y seguimiento de la medida impuesta, 
otorgará la educación básica obligatoria que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y hasta educación preparatoria, cuando se encuentren sujetos a cualquier tipo de medida, 
aún de carácter cautelar, y de acuerdo a su edad y formación anterior o recibir información técnica y 
formación práctica sobre un oficio, arte o profesión; y 
XIX. Los demás establecidos en esta Ley. 
Las autoridades del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes velarán que no se inflijan, toleren o 
permitan actos de tortura y otros tratos o sanciones crueles, inhumanas o degradantes. Las autoridades 
especializadas en justicia para adolescentes podrán otorgar información sobre estadísticas siempre que 
no contravenga el principio de confidencialidad y el derecho a la privacidad consagrado en esta Ley. 
  
CAPÍTULO TERCERO 
LOS ÓRGANOS Y AUTORIDADES ESPECIALIZADAS DE LA JUSTICIA PARA ADOLESCENTES 
 
ARTÍCULO 12. JUEZ NATURAL, IMPARCIAL E INDEPENDIENTE. 
Ningún adolescente podrá ser juzgado o condenado sino por los tribunales previamente establecidos 
con anterioridad al hecho. 
El juzgamiento y la decisión respecto a las conductas tipificadas como delitos cometidos por los 
adolescentes se llevarán a cabo por jueces pertenecientes al Órgano Judicial y sus actuaciones  y 
resoluciones serán conforme a la Ley. 
Para los efectos de esta Ley, los órganos y autoridades especializadas de la justicia para adolescentes 
son: 
I. Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal: 
a. Jueces Especializados en Justicia para adolescentes; 
b. Magistrados Especializados en Justicia para adolescentes; 
II. Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal: 
a. Ministerio Público Especializado en Justicia para Adolescentes, quien actúa con el auxilio de los 
agentes de policía; 
III. Consejería Jurídica y de Servicios Legales del Distrito Federal: 
a. Defensores de Oficio especializados en Justicia para Adolescentes; 
IV. Secretaría de Gobierno: 
a. Autoridad ejecutora; y 
b. Centros de Internamiento y de Tratamiento. 
 
ARTÍCULO 13. APLICACIÓN SUPLETORIA. 
El Código Penal para el Distrito Federal, el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 
las leyes especializadas tendrán aplicación supletoria para los efectos sustantivos y procesales de la 
presente Ley. 
 
ARTÍCULO 14. CONVENIOS. 
Para el mejor desempeño de sus funciones, los órganos y autoridades especializadas en justicia para 
adolescentes podrán celebrar convenios con organismos, instituciones públicas o privadas  y entidades 
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federativas para que participen y colaboren en la consecución de los fines establecidos en la presente 
Ley. 
  
TÍTULO SEGUNDO 
DE LOS PROCEDIMIENTOS 
CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 15. RESPONSABILIDAD DE LOS ADOLESCENTES. 
Los adolescentes serán responsables por la comisión de las conductas tipificadas como delitos, en los 
casos y términos que se establecen en esta Ley. 
La responsabilidad de los adolescentes se fincará sobre la base del respeto irrestricto al principio de 
culpabilidad por el acto y no admitirá bajo ninguna circunstancia consideraciones acerca de la 
personalidad, peligrosidad, ni de cualquier otra que se funde en circunstancias personales del autor de 
la conducta tipificada como delito. 
 
ARTÍCULO 16. OBJETIVO DEL PROCESO. 
El proceso tiene como objetivo resolver si un hecho es o no conducta tipificada como delito, determinar 
la responsabilidad o irresponsabilidad de los adolescentes a quienes se atribuya la conducta tipificada 
como delito e imponer las medidas de orientación, protección y tratamiento que procedan con arreglo a 
esta Ley. 
 
ARTÍCULO 17. DEBIDO PROCESO. 
Todo adolescente sujeto a la presente Ley, tendrá derecho a ser juzgado bajo un sistema que le 
garantice la aplicación de un debido proceso con el fin de reintegrarlo social y familiarmente, para que 
pueda lograr el desarrollo de su persona y de sus capacidades. 
 
ARTÍCULO 18. TRATÁNDOSE DE ADOLESCENTES NO SE APLICARÁ LA LEY CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA. 
En ningún caso podrá aplicarse al adolescente la Ley contra la Delincuencia Organizada para el Distrito 
Federal, pero sí su participación en pandilla o asociación delictuosa para aplicar las medidas 
correspondientes por la comisión de conducta tipificada como delito. 
 
ARTÍCULO 19. INMEDIACIÓN. 
El Juez está obligado a presenciar y dirigir de manera personal cada una de las diligencias y 
actuaciones que se practiquen en el proceso y no podrá delegar dicha obligación en persona alguna. El 
incumplimiento de dicha obligación será causa de nulidad y de responsabilidad para dicho funcionario. 
 
CAPÍTULO II 
DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA 
 
ARTÍCULO 20. IDENTIFICACIÓN DEL ADOLESCENTE. 
El adolescente deberá proporcionar los datos que permitan su identificación personal, de no hacerlo, el 
Ministerio Público deberá determinarlo dentro de las 48 horas contadas a partir de que el menor fue 
puesto a su disposición, mediante la identificación por testigos, revisión médica u otros medios 
conducentes, siempre salvaguardando su identidad personal y dignidad humana. 
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ARTÍCULO 21. AUXILIARES DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
El Ministerio Público será auxiliado por la policía en el ámbito de sus atribuciones la cual estará bajo su 
autoridad y mando inmediato. Asimismo para determinar la edad del menor adolescente, se auxiliará de 
dos peritos, en los términos previstos por el párrafo cuarto del artículo 3 de esta Ley. 
 
ARTICULO 22. SECRETO EN LA IDENTIDAD Y DATOS DEL ADOLESCENTE. 
Toda persona que tenga acceso al expediente donde conste la averiguación previa o el proceso estará 
obligada a no divulgar o publicar cualquier dato que obre en los mismos. Principalmente los referidos a 
la identidad del adolescente. 
 
ARTÍCULO 23. CUERPO DE LA CONDUCTA TIPIFICADA COMO DELITO Y PROBABLE 
RESPONSABILIDAD. 
El Ministerio Público acreditará el cuerpo de la conducta tipificada como delito de que se trate y la 
probable responsabilidad del adolescente, como base del ejercicio de la acción de remisión; y la 
autoridad judicial, a su vez, examinará si ambos requisitos están acreditados en autos. 
El cuerpo de la conducta tipificada como delito se tendrá por comprobado cuando se demuestre la 
existencia de los elementos objetivos, descriptivos o normativos del tipo penal que integran la 
descripción de la conducta tipificada como delito.  
Para resolver sobre la probable responsabilidad del adolescente, la autoridad deberá constatar que no 
exista acreditada a favor de aquél alguna causa de exclusión y que obren datos suficientes para 
acreditar su probable culpabilidad. 
 
ARTÍCULO 24. ELEMENTOS DE CONVICCIÓN QUE ACREDITEN EL CUERPO DE LA CONDUCTA 
TIPIFICADA COMO DELITO Y LA PROBABLE RESPONSABILIDAD. 
Durante la fase de investigación, el agente del Ministerio Público deberá realizar todas las actividades 
necesarias para allegarse de los datos y elementos de convicción indispensables que acrediten el 
cuerpo de la conducta tipificada como delito y la probable responsabilidad del adolescente, como base 
del ejercicio de la acción de la remisión. 
 
ARTÍCULO 25. ACCIONES CON DETENIDO Y SIN DETENIDO. 
En caso de que se ejecute una orden de detención o el agente del Ministerio Público ejercite la acción 
de remisión con detenido, la policía, que se encargue de la detención, pondrá al adolescente a 
disposición del Director del centro de internamiento, en donde deberá estar en un área específica que 
no corresponda a quienes estén cumpliendo con una medida interna definitiva de internamiento; y éste 
lo pondrá a disposición inmediata del juzgado correspondiente. Si el adolescente no hubiere sido 
presentado, el agente del Ministerio Público que tome conocimiento de los hechos una vez acreditado el 
cuerpo de la conducta tipificada como delito y la probable responsabilidad, remitirá las actuaciones al 
Juez correspondiente para que determine conforme a lo establecido en los párrafos tercer y último del 
artículo 28 de esta Ley. 
  
ARTÍCULO 26. CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO DELITOS CULPOSOS NO GRAVES. Cuando se 
trate de conductas tipificadas como delitos culposos, el agente del Ministerio Público entregará de 
inmediato al adolescente a sus padres, representantes legales o encargados, quienes quedarán 
obligados a presentar al adolescente ante la autoridad competente cuando para ello sean requeridos, 
para tal efecto deberán presentar las garantías necesarias, como lo prevé esta Ley. 
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El agente Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño y el Juez no podrá 
absolver al adolescente de dicha reparación si ha emitido resolución que lo considera plenamente 
responsable. 
CAPÍTULO III 
DE LA RESOLUCIÓN INICIAL 
 
ARTÍCULO 27. DECLARACIÓN INICIAL. 
El Juez al recibir las actuaciones por parte del agente del Ministerio Público que contengan la acción de 
remisión con adolescente detenido, radicará de inmediato el asunto, calificará en su caso de legal la 
detención y tomará la declaración inicial dentro del término de veinticuatro horas contadas a partir de 
que el Juez realizó la radicación; pronunciará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes resolución 
inicial, que determine la situación jurídica del adolescente sin perjuicio de que este plazo se amplíe por 
setenta y dos horas más, únicamente si así lo solicitara el adolescente o su defensor con la finalidad de 
aportar pruebas a su favor. 
En este último caso, la ampliación del plazo se hará de inmediato del conocimiento del funcionario que 
tenga a su disposición al adolescente para los efectos de su custodia. 
En caso de acción de remisión sin detenido, el Juez en un término de dos días deberá radicar la 
investigación remitida librando orden de comparencia, cuando se trata de conducta tipificada como 
delito no grave, o de detención para conductas tipificadas como delito graves, y sólo hasta que el 
adolescente es puesto a disposición del Juez comenzarán a correr los términos a que se refiere el 
primer párrafo de este artículo. 
 
ARTÍCULO 28. AUDIENCIA INICIAL. 
Cuando se ejercite la acción de remisión con detenido, el juez radicará de inmediato el asunto y 
calificará la legalidad de la detención. Celebrará audiencia en la que tomará la declaración inicial del 
adolescente, analizará la pertinencia de las medidas cautelares si el Ministerio Público o la defensa lo 
solicitare. Si la detención resultare improcedente, la audiencia se suspenderá y se decretará la 
inmediata libertad del adolescente y se devolverán las actuaciones al Ministerio Público. Cuando las 
actuaciones sean devueltas al Ministerio Público, contará con treinta días para integrar el expediente de 
la averiguación previa para remitirlo nuevamente al Juez. En caso de que el Ministerio Público no 
presentará en el plazo señalado las actuaciones correspondientes, el Juez deberá dictar sobreseimiento 
respecto al proceso de que se trate.  
Para efectos de la celebración de la audiencia, el Juez notificará de manera personal a las partes, 
aclarando el momento en que se realizó la radicación y observando en todo momento el término para 
practicar la declaración inicial del adolescente. En el mismo auto hará del conocimiento del adolescente 
y su defensor el derecho que tienen a ofrecer pruebas, mismas que se desahogarán en la audiencia, 
únicamente las que hayan sido admitidas por el Juez. Si la audiencia se suspende a petición del 
adolescente o su defensor, el Juez, a solicitud del representante del Ministerio Público, podrá imponer 
alguna de las medidas cautelares de las previstas en esta Ley hasta que la audiencia se reanude. 
A esta audiencia deberán concurrir el agente del Ministerio Público, el adolescente probable 
responsable, su defensor y, en su caso, podrán asistir, padres, tutores o quienes ejerzan la patria 
potestad o la custodia del adolescente. La ausencia de éstos últimos no suspenderá la audiencia. 
Para la celebración de la audiencia, si el adolescente no se encontrara detenido, a solicitud del 
Ministerio Público, el Juez podrá dictar: 
I. Orden de detención, ejecutada por la fuerza pública, cuando la conducta que se investiga sea grave, 
merezca medida de internamiento y exista una presunción razonable, por apreciación de las 
circunstancias del caso particular, de que el adolescente podría no someterse al proceso u 
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obstaculizarlo, o se estime que el adolescente puede cometer una conducta tipificada como delito 
doloso contra la propia víctima, alguno de los testigos que depongan en su contra, servidores públicos 
que intervengan en el proceso o contra algún tercero. 
II. Orden de presentación, en todos los demás casos. 
ARTÍCULO 29. RESOLUCIÓN INICIAL. 
La resolución inicial que se dictará por el Juez dentro del plazo previsto en este capítulo, deberá reunir 
los requisitos siguientes: 
I. Lugar, fecha y hora en que se emita 
II. Datos del adolescente probable responsable; 
III. Datos de la víctima u ofendido en su caso; 
IV. El tiempo, lugar y circunstancias de los hechos; 
V. Los fundamentos legales, así como los motivos por las cuales se considere que quedó o no 
acreditado el cuerpo de la conducta tipificada como delito y la probable responsabilidad del adolescente 
en su comisión; 
VI. La sujeción del adolescente al proceso con restricción o sin restricción de libertad y la orden de 
practicar el diagnóstico correspondiente o, en su caso, la declaración que no ha lugar a la sujeción del 
mismo; 
VII. La indicación de que el juicio se llevará a cabo en forma oral o escrita, en los términos que señala 
esta Ley; 
VIII. Las determinaciones de carácter administrativo que procedan; y 
IX. El nombre y firma del Juez que la emita y del Secretario de Acuerdos, quien autorizará y dará fe. 
La resolución inicial, se notificará de manera personal a las partes. 
La resolución inicial que se notifique, también deberá contener el término con el que cuentan para el 
ofrecimiento de pruebas, tratándose de proceso escrito. 
Tratándose de proceso oral, la notificación deberá contener el día y la hora en que se desarrollarán las 
dos etapas previstas en el artículo 31 de la presente Ley. 
 
CAPITULO IV 
DE LAS CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO DELITOS GRAVES 
 
ARTÍCULO 30. CATÁLOGO DE CONDUCTAS TIPIFICADAS COMO DELITOS GRAVES. 
Se califican como conductas tipificadas como delitos graves, para los efectos de esta ley, los siguientes: 
  
I. Homicidio, previsto en los artículos 123, 125, 126, 128, 129 y 138; 
II. Lesiones, previstas en el artículo 130 fracciones IV a VII, en relación con el 134, así como las 
previstas en el artículo 138; 
III. Secuestro, previsto en los artículos 163, 163 bis y 166; 
IV. Tráfico de menores, previsto en el artículo 169; 
V. Retención y sustracción de menores o incapaces, previstos en el párrafo segundo del artículo 171 y 
172; 
VI. Violación previsto en los artículos 174 y 175; 
VII. Corrupción de personas menores de edad o personas que no tengan capacidad para comprender el 
significado del hecho o de personas que no tengan la capacidad de resistir la conducta, previstos en los 
artículos 183 y 184; 
VIII. Robo, previsto en el artículo 224 fracción II; así como en el artículo 225; y 
IX. Asociación delictuosa, previsto en el artículo 253. 
Todos los artículos mencionados son del Código Penal para el Distrito Federal. 
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CAPÍTULO V 
DEL PROCESO 
SECCIÓN I 
PROCESO ORAL 
 
ARTÍCULO 31. ORALIDAD DEL PROCESO. 
El proceso será oral en las conductas tipificadas como delitos no graves. El adolescente, sus padres, 
tutores o quienes ejerzan la patria potestad o la custodia y su defensor podrán solicitar que la audiencia 
se verifique a puerta cerrada. En el proceso deberán estar presentes el Juez, el adolescente, su 
defensor, el ofendido o víctima en su caso, el agente del Ministerio Público y sus padres o 
representantes. La ausencia de estos últimos no suspenderá la audiencia. Y será de la siguiente forma: 
I. El proceso deberá realizarse en dos etapas, la primera para determinar si se prueba la existencia de 
la conducta tipificada como delito y la responsabilidad o no del adolescente, misma que deberá iniciarse 
dentro del plazo de tres días siguientes a la notificación de la resolución inicial; y la segunda, para la 
individualización de la medida, en su caso.  
II. El proceso será continuo y se desarrollará en forma ininterrumpida hasta su conclusión. Se podrá 
suspender por única vez y por un plazo máximo de tres días hábiles consecutivos, cuando: 
a) Se debe resolver una cuestión incidental que no pueda, por su naturaleza, resolverse 
inmediatamente; 
b) Tenga que practicarse algún acto fuera de la sala de audiencias, incluso cuando un hecho 
superveniente torne indispensable una investigación suplementaria y no sea posible cumplir los actos 
en el intervalo de dos sesiones; 
c) No comparezcan testigos, peritos o intérpretes, deba practicarse una nueva citación y sea imposible 
o inconveniente continuar la audiencia hasta que ellos comparezcan, incluso coactivamente por 
intermedios de la fuerza pública; 
d) Alguno de los participantes cuya comparecencia sea obligatoria, enferme a tal grado que no pueda 
continuar interviniendo en el proceso; 
e) El defensor o Agente del Ministerio Público no puedan ser reemplazados inmediatamente en caso de 
que enfermen gravemente o fallezcan; o 
f) Alguna catástrofe o algún hecho extraordinario torne imposible su continuación. 
El juez ordenará los aplazamientos que se requieran por causa justificada en caso de enfermedad 
grave, indicando la fecha y la hora en que continuará la audiencia, pero respetando en todo momento 
los tiempos máximos para resolver la controversia. Si se diera el caso de una incapacidad permanente 
de las partes a que se refiere el inciso e) del presente artículo, el juez otorgará un plazo de 3 días para 
que el acusado o la víctima designen a su representante legal, apercibiendo al acusado que en caso de 
no designarlo, se le asignaría un Defensor de Oficio, de igual manera, si se tratara de una incapacidad 
permanente del Ministerio Público, el juez otorgará igual plazo al Procurador General de Justicia del 
Distrito Federal para que sea designado un nuevo Agente del Ministerio Público en el asunto de que se 
trate. 
No será considerado un aplazamiento el descanso de fin de semana o el día feriado o de asueto, 
siempre que la audiencia continúe al día hábil siguiente.  
Si la audiencia no se reanuda a más tardar al cuarto día después de la suspensión, se le  impondrá al 
Juez una corrección disciplinaria, a menos que se justifique por enfermedad grave, pero en todo caso, si 
no les fuera posible continuar con el proceso, el Juez deberá solicitar ante su superior jerárquico el 
cambio de Juez para que inicie nuevamente el proceso, o bien, las partes podrán hacerlo si el Juez esta 
impedido para hacerlo. 
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III. Al iniciar la audiencia del proceso, el Juez debe informar de forma clara y sencilla al adolescente 
sobre sus derechos y garantías y el procedimiento que habrá de desarrollarse durante la celebración de 
la misma. A continuación le dará la palabra al Agente del Ministerio Público para que exponga 
sintéticamente los hechos y la conducta tipificada como delito que se le atribuye al adolescente, y luego 
se dará la palabra al defensor por sí desea realizar un alegato inicial; 
IV. Acto seguido, dará intervención al adolescente para que manifieste lo que a su derecho convenga, 
advirtiéndole nuevamente sobre su derecho a declarar si así lo desea o de hacerlo con posterioridad 
durante el proceso. Seguidamente, iniciando con el Ministerio Público, las partes ofrecerán en forma 
verbal las pruebas, aún las que no consten en las actuaciones ministeriales; y el juez, una vez que 
revise su legalidad, las admitirá en forma verbal. A continuación, se recibirán las pruebas admitidas en 
el orden que las partes indiquen, iniciando con las del Ministerio Público; 
V. Durante el desarrollo de la audiencia, todos los alegatos y argumentos de las partes, todas las 
declaraciones, la recepción y calificación de las pruebas y, en general, todas las intervenciones de 
quienes participen en ella, serán en formal oral, pero invariablemente sus intervenciones constarán en 
acta. Las decisiones del Juez serán dictadas, con expresión de sus motivos y fundamentos, quedando 
todos notificados por su emisión. Su parte dispositiva constará luego en el acta que estará debidamente 
firmada por las partes, salvo lo dispuesto para el dictado de la sentencia;  
VI. Cuando la decisión implique un acto de molestia, además de ser dictada oralmente, deberá fundarse 
y motivarse por escrito; 
VII. Quienes no puedan hablar o no lo puedan hacer en español, formularán sus preguntas o 
contestaciones por escrito o por medio de un intérprete o traductor, leyéndose o relatándose las 
preguntas o las contestaciones en la audiencia, conforme a lo prescrito por esta Ley; 
VIII. Durante la audiencia, los peritos y los testigos deberán ser interrogados personalmente. Su 
declaración personal sólo podrá ser sustituida con la lectura de los registros si la misma ya consta en 
anteriores declaraciones y cuando sea necesario auxiliar su memoria o demostrar o superar 
contradicciones entre ellas y las prestadas en la audiencia, y sólo a fin de solicitar las aclaraciones 
pertinentes; 
 IX. Los peritos, testigos, intérpretes y traductores citados responderán directamente a las preguntas 
que les formulen el Agente del Ministerio Público o el Defensor. Antes de declarar, los testigos, peritos 
intérpretes y traductores no podrán comunicarse entre sí ni con otras personas, ni ver, oír o ser 
informados de aquello que ocurra en la audiencia; permanecerán en una sala distinta, advertidos por el 
Juez acerca de la regla anterior, y serán llamados en el orden previamente establecido; 
X. El Juez después de tomarle protesta de decir verdad al declarante y advertirle de las consecuencias 
de quienes declaran falsamente, concederá la palabra a la parte que ofreció la prueba, para que 
proceda a interrogarlo y, con posterioridad, a las demás partes que deseen hacerlo; 
XI. Las partes pueden interrogar libremente, pero deberán abstenerse de formular preguntas capciosas, 
impertinentes, compuestas o sugestivas, ni que involucren más de un hecho; XII. Sólo las partes podrán 
objetar la formulación de preguntas capciosas, impertinentes, compuestas o sugestivas y el Juez 
deberá calificar dichas objeciones en ese momento, en caso de desestimar dicha objeción, se formulará 
la pregunta para su respuesta, y en caso de que se considerara fundada la objeción, la misma no podrá 
ser formulada por su oferente, pero tendrá derecho a solicitar que se haga constar la negativa de 
pregunta que se le impidió realizar; 
XIII. Los documentos e informes admitidos previamente serán leídos y exhibidos en la audiencia, con 
indicación de su origen; las grabaciones y elementos de prueba audiovisuales serán reproducidos en la 
audiencia, según su forma de reproducción habitual. El Juez, de oficio o a solicitud de parte, podrá 
prescindir de la lectura íntegra de documentos o informes escritos, o de la reproducción total de una 
grabación, a efecto de leer o reproducir sólo la parte pertinente del documento o de la grabación; 
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XIV. Los objetos y otros elementos de convicción asegurados serán exhibidos en la audiencia. 
Todos los elementos de convicción podrán ser presentados a los peritos, testigos, traductores, 
intérpretes, o al adolescente, cuando corresponda, durante sus declaraciones, quienes podrán ser 
invitados a reconocerlos o a declarar sobre ellos; 
XV. La ley autoriza incorporar pruebas por lectura, su admisión deberá ser calificada por el Juez; 
XVI. Nunca se podrán incorporar como medio de prueba, o dar lectura, a las actas o documentos que 
den cuenta de las actuaciones o diligencias declaradas nulas por alguna resolución dictada por 
autoridad competente; 
XVII. Terminada la recepción de las pruebas, el Juez concederá sucesivamente la palabra al Agente del 
Ministerio Público y luego al defensor, para que, en ese orden, emitan sus conclusiones; 
XVIII. En caso de manifiesto abuso de la palabra, el Juez llamará la atención a la parte y si ésta 
persiste, podrá limitar racionalmente el tiempo del alegato, según la naturaleza y complejidad de los 
hechos en examen, las pruebas recibidas y las cuestiones a resolver;  
XIX. Acto seguido el Juez preguntará a la víctima u ofendido que esté presente si tiene algo que 
manifestar y, en su caso, le concederá la palabra al adolescente si desea agregar algo más y se 
declarará cerrada la audiencia; 
XX. Durante el desarrollo del proceso, las partes no podrán referirse ni opinar ante el Juez sobre algún 
asunto en trámite, sin la presencia de la contraparte. La infracción a esta norma será considerada falta 
grave en el régimen disciplinario; 
XXI. Inmediatamente después de las conclusiones, el Juez deliberará para decidir sobre la 
responsabilidad del adolescente, sin resolver en este momento respecto de la individualización de la 
medida que, en su caso, sea decretada; 
XXII. La deliberación no podrá durar más de veinticuatro horas, ni suspenderse salvo enfermedad grave 
del juez, en caso contrario, se deberá reemplazar al juez y realizar nuevamente el proceso. En caso de 
enfermedad grave del Juez, la suspensión de la deliberación no podrá ampliarse por más de diez días, 
observándose en todo momento el plazo para resolver la controversia, luego de los cuáles se deberá 
reemplazar al Juez y realizar el proceso nuevamente; 
XXIII. El Juez apreciará la prueba según las disposiciones de esta Ley; 
XXIV. En caso de duda el Juez deberá resolver tomando en cuenta lo que más favorezca al 
adolescente; 
XXV. En caso de decretar la plena responsabilidad del adolescente, el Juez citará a las partes dentro 
del plazo de cinco días para que acudan a la audiencia de comunicación de la sentencia, en la cual 
deberá individualizar las medidas y el orden en el que se impondrán;  
XXVI. Para la individualización de la medida, el Juez impondrá la de mayor gravedad que corresponda 
de entre aquéllas que de acuerdo con la conducta y la edad del adolescente pueda imponer y fijará, en 
caso de considerarlo procedente, hasta dos medidas de menor gravedad que puedan cumplirse 
simultáneamente como alternativa a la primera, previa aprobación de un programa de rehabilitación. En 
todos los casos el Juez resolverá sobre la reparación del daño, y deberá atender también a lo dispuesto 
en el artículo 86 de esta Ley; XXVII. En la audiencia de comunicación de la sentencia deberán estar 
presentes el adolescente, su defensa o representante legal, y el Ministerio Público. Durante la misma, el 
Juez comunicará su resolución y proveerá lo necesario para su ejecución. En caso de que la sentencia 
declare responsable al adolescente, el Juez le explicará la medida que ha decidido imponerle, las 
razones por las que ha decidido hacerlo y las características generales de su ejecución. En la propia 
audiencia, le hará saber las medidas alternativas que ha decretado, las razones de su elección y sus 
características. Explicará al adolescente que así procede para darle la oportunidad de cumplir con las 
medidas alternativas, pero le prevendrá de la posibilidad de que se aplique la más grave en caso de 
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incumplimiento. La medida principal, las alternativas y las advertencias en torno al incumplimiento de 
éstas últimas formarán parte integral de la sentencia; 
XXVIII. Contra la sentencia procederá el recurso de apelación en los términos que señala esta Ley. 
 
SECCIÓN II 
PROCESO ESCRITO 
 
ARTÍCULO 32. DEL PROCESO ESCRITO. 
El proceso será escrito en las conductas tipificadas como delitos graves. Y será de la siguiente forma: 
I. Se tendrá un plazo de tres días hábiles para ofrecer medios de prueba y la obligación de ilustrar al 
juez sobre el valor y el alcance que le pretenden dar a cada una de éstas; y las que se admitan se 
desahogarán en audiencia que deberá de celebrarse dentro de los diez días hábiles posteriores;. 
II. El adolescente o su defensor podrán renunciar a los plazos señalados anteriormente, cuando así lo 
consideren necesario para ejercer el derecho de defensa; 
III. El Juez de oficio, y previa la certificación que se haga de los cómputos, dictará auto que determine 
los plazos; 
IV. Transcurridos o renunciados los plazos, el Juez declarará cerrada la instrucción y mandará a poner 
a la vista del Agente del Ministerio Público y de la defensa durante tres días por cada uno, para la 
formulación de conclusiones, las cuales deberán de ofrecerse por escrito. 
Si transcurridos los plazos a que alude el párrafo anterior sin que se hayan formulado las conclusiones 
del Agente del Ministerio Publico se tendrán por conclusiones no acusatorias y se dará vista al 
Procurador para que actúe sobre la responsabilidad del Agente del Ministerio Público; en iguales 
circunstancias se estará cuando habiéndose presentado ésta, se omita acusar: 
a) Por alguna conducta tipificada como delito expresada en la resolución inicial; o se trate de conducta 
tipificada como delito diversa. 
b) A persona respecto de quien se abrió el proceso. 
V. Exhibidas las conclusiones se acordará mediante auto, sobre el día y hora para la celebración de la 
vista, que se llevará a cabo dentro de los dos días siguientes; 
VI. Las partes deberán estar presentes en la audiencia. Acto seguido el Juez preguntará a la víctima u 
ofendido que esté presente si tiene algo que manifestar y, en su caso, le concederá la palabra al 
adolescente si desea agregar algo más y se declarará cerrada la audiencia; 
VII. En caso de que no comparezcan las partes se señalará la audiencia al día siguiente; si la ausencia 
fuere injustificada se aplicará una corrección disciplinaria al defensor; o bien, se informará al Procurador 
y al Jefe de la Defensoría de Oficio, en su caso, para que impongan una corrección a sus subalternos; 
VIII. Una vez desahogadas las pruebas, el Juez declarará visto el proceso y termina la diligencia; 
IX. El Juez apreciará los medios de prueba conforme a las reglas de valoración previstas en esta Ley; 
X. En caso de duda el Juez deberá resolver tomando en cuenta lo que más favorezca al adolescente; 
XI. La sentencia se pronunciará dentro de los diez días siguientes a la vista, si el expediente excediera 
de doscientas fojas se aumentará un día mas al plazo señalado, sin que nunca sea mayor de quince 
días hábiles; 
XII. La imposición e individualización de medidas a cargo del Juez para Adolescentes debe sujetarse a 
las siguientes disposiciones: 
a) Sólo podrán imponerse las medidas consideradas en esta Ley, mismas que permitirán la 
reintegración social y familiar del adolescente por aquellas conductas idénticas a las tipificadas como 
delitos por las leyes penales; 
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b) La medida será proporcional a las circunstancias y gravedad de la conducta realizada; su 
individualización debe tener en cuenta, la edad y las necesidades particulares del adolescente, así 
como las posibilidades reales de ser cumplida; 
c) La medida de internamiento sólo podrá imponerse de manera excepcional, siempre que se trate de 
conductas tipificadas como delitos graves y en ningún caso a adolescentes menores de catorce años de 
edad; y 
d) Para la individualización de la medida, el Juez impondrá la de mayor gravedad que corresponda de 
entre aquéllas que de acuerdo con la conducta y la edad del adolescente pueda imponer y fijará, en 
caso de considerarlo procedente, hasta dos medidas de menor gravedad que puedan cumplirse 
simultáneamente como alternativa a la primera, previa aprobación de un programa de rehabilitación. En 
cualquier caso, el Juez debe atender también lo dispuesto en el artículo 86 de esta Ley. 
XIII. La resolución debe estar debidamente fundada y motivada, escrita en un lenguaje accesible al 
adolescente y deberá contener los siguientes elementos: 
a) Lugar, fecha y hora en que es emitida; 
b) Datos personales del adolescente; 
c) Relación de los hechos, pruebas, alegatos y conclusiones; 
d) Motivos y fundamentos legales que la sustentan; 
e) Argumentos a partir de los cuales se decide si quedó o no acreditada la responsabilidad del 
adolescente; 
f) La medida que en su caso llegue a imponerse, su duración y lugar de aplicación y ejecución así como 
la medida de mayor gravedad, cuando así se determine, que se impondría en el caso de 
incumplimiento; 
g) Las medidas de menor gravedad por las que, en los términos de esta Ley, puede sustituirse la 
medida impuesta, así como el orden en que estas deban ser consideradas; y 
h) El monto de la reparación del daño a la víctima u ofendido, en su caso. 
XIV. Una vez firmada la sentencia, la autoridad ejecutora establecerá las condiciones y la forma en que 
el adolescente debe cumplir la medida, quedando a su cargo la elaboración de un Programa 
Personalizado de Ejecución; 
XV. El Juez, al dictar sentencia, deberá de tener por comprobada la plena responsabilidad del 
adolescente; 
XVI. Una vez que cause ejecutoria la sentencia donde se imponga alguna medida al adolescente, el 
Juez lo pondrá a disposición de la autoridad ejecutora, conjuntamente con  copia certificada de la 
resolución en un plazo no mayor a tres días; 
XVII. Para los efectos de la presente Ley, los plazos serán fatales y empezarán a correr el día siguiente 
al en que se haga la notificación de la resolución que corresponda; 
XVIII. Son días hábiles todos los del año, con excepción de los sábados y los domingos y los que 
señale el calendario oficial; 
XIX. Los días inhábiles no se incluirán en los plazos, a no ser que se trate de resolver sobre la situación 
jurídica inicial del adolescente, en cuyo caso se computarán por horas y se contarán de momento a 
momento; 
XX. Contra la sentencia, procederá el recurso de apelación en los términos que señala la Ley. 
 
CAPITULO VI 
DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 
 
ARTÍCULO 33. FORMAS EN QUE PUEDEN APLICARSE LAS MEDIDAS CAUTELARES  
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En el caso de que se suspenda una audiencia o el adolescente no estuviera en un centro de 
internamiento de manera provisional en la forma, bajo las condiciones y por el tiempo que se fija en esta 
Ley, el Juez puede imponer al adolescente, después de escuchar sus razones, las siguientes medidas 
cautelares: 
I. La presentación de una garantía económica suficiente; 
II. La prohibición de salir del país sin autorización, o de la localidad en la cual reside o del ámbito 
territorial que fije el Juez; 
III. La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada, que 
informe regularmente al Juez; 
IV. La obligación de presentarse periódicamente ante el Juez o ante la autoridad que él designe; 
V. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar ciertos lugares; 
VI. La prohibición de convivir o comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afecte el 
derecho de defensa; 
VII. La separación inmediata del domicilio cuando se trate de conductas tipificadas como delitos 
sexuales y la probable víctima conviva con el adolescente; y 
VIII. La detención preventiva en su domicilio, centro médico o instalaciones especializadas. 
Para imponer cualquier tipo de medida cautelar el Ministerio Público deberá acreditar ante el Juez la 
existencia del hecho atribuido y la probable participación del adolescente en él. El Juez podrá imponer 
una o varias de las medidas cautelares previstas en esta Ley y dictar las órdenes necesarias para 
garantizar su cumplimiento. En ningún caso el Juez podrá aplicar estas medidas desnaturalizando su 
finalidad, ni imponer otras más graves que las solicitadas o cuyo cumplimiento resulte imposible. 
Las medidas cautelares podrán dictarse y revocarse en cualquier momento hasta antes de dictarse 
sentencia. 
 
CAPÍTULO VII 
DE LA DETENCIÓN PROVISIONAL Y LA LIBERTAD PROVISIONAL 
 
ARTÍCULO 34. PERÍODOS BREVES POSIBLES. 
La detención provisional e internamiento del adolescente deberá evitarse y limitarse a circunstancias 
excepcionales, debiéndose aplicar medidas cautelares y definitivas menos gravosas siempre que sea 
posible. Las medidas restrictivas y de la libertad serán aplicadas por los períodos más breves posibles. 
 
ARTÍCULO 35. DETENCIÓN PREVENTIVA A ADOLESCENTES MENORES DE DIECIOCHO Y 
MAYORES DE CATORCE AÑOS DE EDAD. 
La detención preventiva dictada por el Juez respecto de un adolescente de entre catorce y menos de 
dieciocho años de edad y cuya conducta cometida sea tipificada como delito grave, será aplicada como 
último recurso y por el tiempo más breve posible. 
Se consideran como delitos graves los establecidos en el artículo 30 de esta Ley y por ningún motivo se 
considerará grave algún delito que en la legislación penal para adultos aplicable al Distrito Federal no 
sea considerado como tal. 
 
ARTÍCULO 36. CASOS EN QUE PROCEDE LA DETENCIÓN PREVENTIVA. 
La detención preventiva debe aplicarse sólo de manera excepcional, cuando no sea posible aplicar otra 
medida cautelar menos gravosa y hasta un plazo máximo de seis meses, siempre que: 
I. La conducta atribuida amerite una medida de internamiento; 
II. El adolescente sea mayor de catorce años de edad al momento de cometer el hecho. 
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La detención preventiva no podrá combinarse con otras medidas cautelares, y debe ser cumplida en 
instalaciones diferentes a las destinadas al cumplimiento de la medida de internamiento definitiva. 
CAPITULO VIII 
DE LOS MEDIOS DE PRUEBA 
 
ARTÍCULO 37. LOS MEDIOS DE PRUEBA QUE SE RECONOCEN 
Esta Ley reconoce como medios de prueba: 
I. La confesión; 
II. Los documentos públicos y privados; 
III. Los dictámenes de peritos; 
IV. La inspección ministerial y judicial; 
V. La declaración de testigos; 
VI. Las presunciones. 
En el proceso ante el Juez son admisibles todos los medios de prueba, salvo que estén prohibidos por 
la Ley, o vaya en contra de la moral y las buenas costumbres. 
También se admitirán como pruebas todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos de la 
ciencia. 
 
ARTÍCULO 38. VALORACIÓN DE LOS MEDIOS DE PRUEBA 
La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas: 
I. Desde la fase inicial del procedimiento tendrán un valor indiciario las actuaciones practicadas por el 
Agente del Ministerio Público y las practicadas por el Juez harán prueba plena siempre que se ajusten a 
las reglas relativas del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal por lo que se refiere a 
la comprobación del cuerpo del delito. 
II. La aceptación del adolescente de los hechos que se le atribuyan, por sí sola, así como cuando se 
reciba sin la presencia de su defensor, no producirá efecto legal alguno. 
III. Los documentos públicos tendrán valor probatorio pleno, en lo que atañe a los hechos afirmados por 
el funcionario público que los emita. 
IV. El valor del medio de prueba pericial y testimonial, así como los demás elementos de convicción, 
quedan sujetos para su valoración a las normas previstas en el Código de Procedimientos Penales para 
el Distrito Federal. 
V. Los medios de prueba no tendrán valor si han sido obtenidos por un medio ilícito. Tampoco tendrán 
valor los medios probatorios que no sean incorporados al proceso conforme a las disposiciones de esta 
Ley. 
VI. La confesión debe ser rendida ante el Ministerio Público o bien ante el Juez, sin coacción ni violencia 
física o moral; sobre hechos propios; asistido por su defensor y representante legal; que esté el 
adolescente debidamente enterado del procedimiento; y que no existan otros medios de prueba o 
presunciones que la hagan inverosímil, a juicio del Ministerio Público o del Juez. Ninguna confesión o 
información que haya sido obtenida mediante tortura podrá invocarse como medio de prueba. 
VII. Tratándose de los Procesos Orales las pruebas serán valoradas por el Juez según la sana crítica, 
observando las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la experiencia; y 
tratándose de los Procesos Escritos, se estará a lo establecido por las reglas de valoración previstas en 
este artículo. 
VIII. Cuando obren pruebas obtenidas por la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal con 
equipos y sistemas tecnológicos, las mismas se apreciarán y valorarán en términos de la Ley que regula 
el uso de tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal. 
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CAPÍTULO IX 
DE LA CONCILIACIÓN 
ARTÍCULO 40. FIN DE LA CONCILIACIÓN. 
La conciliación es un procedimiento de justicia alternativa consistente en un acuerdo de voluntades 
realizado entre las partes, con el fin de plantear una solución a su conflicto con la debida asistencia y 
vigilancia de la autoridad ministerial o judicial. Durante el desarrollo de la diligencia de conciliación el 
adolescente y la víctima o el ofendido, deberán ser asistidos por su defensor y el Ministerio Público, 
respectivamente.  
La conciliación puede realizarse en cualquier momento del procedimiento desde que el adolescente es 
puesto a disposición del Ministerio Público. 
Solo procederá la conciliación siempre que se garantice la reparación del daño y exista un proceso de 
rehabilitación fijado por el Juez, y se trate de una conducta tipificada como delito no grave.  
El Ministerio Público estará obligado a promover el acuerdo de conciliación, en los términos de esta Ley. 
 
CAPÍTULO X 
CAUSAS DE EXCLUSIÓN DE LA CONDUCTA TÍPIFICADA COMO DELITO 
 
ARTÍCULO 41. CAUSAS DE EXCLUSIÓN. 
Se excluirá al adolescente de su responsabilidad, cuando se demuestre alguna de las siguientes 
causas: 
I. Que la actividad o la inactividad se realice sin intervención de la voluntad del adolescente; 
II. Falte alguno de los elementos que integran la descripción legal de la conducta tipificada como delito; 
III. Se actúe con el consentimiento del titular del bien jurídico afectado, o del legitimado legalmente para 
otorgarlo, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
a) Que se trate de un bien jurídico disponible; 
b) Que el titular del bien jurídico, o quien esté legitimado para consentir, tenga la capacidad jurídica para 
disponer libremente del bien; y 
c) Que el consentimiento sea expreso o tácito y no medie algún vicio del consentimiento. 
Se presume que hay consentimiento, cuando la conducta tipificada como delito se realiza en 
circunstancias tales que permitan suponer fundadamente que, de haberse consultado al titular del bien 
o a quien esté legitimado para consentir, éstos hubiesen otorgado el consentimiento. 
IV. Se repela una agresión real, actual o inminente y sin derecho, en defensa de bienes jurídicos 
propios o ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa empleada y no medie provocación dolosa 
suficiente e inmediata por parte del agredido o de su defensor; 
V. Se presume que existe legítima defensa, salvo prueba en contrario, cuando se cause un daño a 
quien por cualquier medio trate de penetrar o penetre, sin derecho, al lugar en que habite de forma 
temporal o permanente el que se defiende, al de su familia o al de cualquier persona respecto de las 
que el agente tenga la obligación de defender, a sus dependencias o al sitio donde se encuentren 
bienes propios o ajenos respecto de los que exista la misma obligación. Igual presunción existirá 
cuando el daño se cause a un intruso al momento de sorprenderlo en alguno de los lugares antes 
citados en circunstancias tales que revelen la posibilidad de una agresión; 
VI. Se obre por la necesidad de salvaguardar un bien jurídico propio o ajeno, de un peligro real, actual o 
inminente, no ocasionado dolosamente por el adolescente, lesionando otro bien de menor o igual valor 
que el salvaguardado, siempre que el peligro no sea evitable por otros medios y el adolescente no 
tuviere el deber jurídico de afrontarlo; 
VII. La acción o la omisión se realicen en cumplimiento de un deber jurídico o en ejercicio de un 
derecho, siempre que exista necesidad racional de la conducta empleada para cumplirlo o ejercerlo; 
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VIII. Al momento de realizar la conducta tipificada como delito, el adolescente no tenga la capacidad de 
comprender el carácter ilícito de aquél o de conducirse de acuerdo con esa comprensión, en virtud de 
padecer trastorno mental o desarrollo intelectual retardado, a no ser que el adolescente hubiese 
provocado su trastorno mental para en ese estado cometer el hecho, en cuyo caso responderá por el 
resultado típico producido en tal situación. 
Cuando la capacidad a que se refiere el párrafo anterior se encuentre considerablemente disminuida, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 65 del Código Penal para el Distrito Federal; 
IX. Se realice la acción o la omisión bajo un error invencible, respecto de: 
a) Alguno de los elementos objetivos que integran la descripción legal de la conducta típica de que se 
trate; o  
b) La ilicitud de la conducta tipificada como delito, ya sea porque el adolescente desconozca la 
existencia de la Ley o el alcance de la misma o porque crea que está justificada su conducta tipificada 
como delito. Si los errores a que se refieren los incisos anteriores son vencibles, se estará a lo 
dispuesto en el artículo 83 del Código Penal para el Distrito Federal. 
X. En atención a las circunstancias que concurren en la realización de una conducta tipificada como 
delito, no sea racionalmente exigible al adolescente una conducta diversa a la que realizó, en virtud de 
no haberse podido conducir conforme a derecho. 
Las causas mencionadas anteriormente se resolverán de oficio, en cualquier estado del procedimiento. 
Si en los casos de las fracciones IV, V y VI de este artículo el adolescente se excediere, se estará a lo 
previsto en el artículo 83 del Código Penal para el Distrito Federal. 
 
CAPITULO XI 
DE LA DEFENSA DEL ADOLESCENTE 
 
ARTÍCULO 42. EL OBJETO DE LA DEFENSORÍA PARA ADOLESCENTES 
La Defensoría de Oficio tiene como objeto primordial el proporcionar de forma obligatoria y gratuita, los 
servicios de asesoría, asistencia y defensa jurídica; así como la tutela de los intereses legítimos y 
superiores del adolescente, ante la autoridad administrativa o judicial. 
 
ARTÍCULO 43. PERSONAL DE LA DEFENSORÍA DE OFICIO. 
La Defensoría de Oficio contará con el número de defensores, así como el personal técnico 
administrativo que se determine en la Ley de la Defensoría de Oficio para el Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO 44. INTERVENCIÓN DE LOS DEFENSORES DE OFICIO 
La intervención de los Defensores adscritos a la Defensoría de Oficio deberá realizarse en todos los 
procedimientos; así como en las fases de aplicación de medidas de orientación, protección, tratamiento 
en internamiento y externación y en la fase de seguimiento. 
 
CAPÍTULO XII 
DE LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
 
ARTÍCULO 45. CASOS EN QUE PROCEDE LA SUSPENSIÓN. 
El procedimiento se suspenderá de oficio en los siguientes casos: 
I. Cuando después de transcurridos tres meses de la fecha en que quede radicado, no se ha localizado 
o presentado el adolescente ante el Juez competente; 
II. Cuando al adolescente se le tenga por sustraído de la acción de la justicia; y  
III. Por incapacidad temporal, física y/o mental del adolescente para continuar el procedimiento. 
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ARTÍCULO 46. SUSPENSIÓN POR INCAPACIDAD TEMPORAL, FÍSICA Y/O MENTAL. 
En los casos previstos en la fracción III del artículo anterior, la suspensión del procedimiento procederá 
también a petición del defensor, padres, representantes legales, encargados o quienes ejerzan la patria 
potestad del adolescente, y será decretado por Juez competente, dicha resolución podrá ser impugnada 
por parte legítima en el proceso estándose a lo dispuesto por el artículo 6 de esta Ley. 
 
ARTÍCULO 47. DESAPARICIÓN DE LA CAUSA DE SUSPENSIÓN. 
Cuando se tenga conocimiento que ha desaparecido la causa de suspensión del procedimiento, el 
órgano que corresponda, de oficio o a petición del Ministerio Público, decretará la continuación del 
mismo, siempre y cuando se haya determinado una incapacidad transitoria, cuando se trate de una 
permanente se estará a lo previsto por el artículo 6 de esta Ley. 
 
CAPÍTULO XIII 
DEL SOBRESEIMIENTO 
 
ARTICULO 48. PROCEDENCIA DEL SOBRESEIMIENTO. 
Procede el sobreseimiento en los siguientes casos: 
I. Por muerte del adolescente; 
II. Por incapacidad permanente mental y/o física grave o incurable determinada a juicio de peritos; 
III. Por desistimiento expreso de la parte ofendida en los casos en que así proceda; 
IV. Cuando se compruebe durante el procedimiento que la conducta atribuida al adolescente no se 
tipifica como delito por las leyes penales, 
V. En aquellos casos en que se compruebe con el acta del registro civil o en su defecto en los 
dictámenes médicos respectivos, que el probable adolescente, al momento de cometer la conducta 
tipificada como delito por las leyes penales, era menor de doce años de edad o mayor de dieciocho 
años de edad, en cuyo caso se pondrá a disposición de la autoridad competente, acompañando las 
constancias de autos; y 
VI. Cuando el Agente del Ministerio Público no aporte elementos para continuar con el proceso en la 
etapa de la resolución inicial. 
 
ARTÍCULO 49. SE DECRETA EL SOBRESEIMIENTO. 
Al quedar comprobada cualquiera de las causales enumeradas en el artículo precedente, los Jueces o 
Magistrados de este Sistema decretarán de oficio o a petición de parte el sobreseimiento y darán por 
terminado el procedimiento. 
 
CAPÍTULO XIV 
DE LA PRESCRIPCIÓN 
 
ARTÍCULO 50. EXTINCIÓN DE LA PRETENSIÓN POR PRESCRIPCIÓN. 
La facultad de las autoridades, para conocer de las conductas tipificadas como delitos, se extingue en 
los plazos y conforme a lo establecido en la presente Ley y para ello bastará el transcurso del tiempo. 
La prescripción es personal y extingue la pretensión de la medida a aplicar o la potestad para ejecutarla. 
 
ARTÍCULO 51. DE OFICIO. 
La prescripción surtirá sus efectos aunque no la alegue como excepción el defensor del adolescente. 
Los Jueces deberán decretarla de oficio, cuando tengan conocimiento de aquélla sea cual fuere el 
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estado del procedimiento, las resoluciones que se emitan en este sentido podrán ser impugnadas por 
parte legítima en el proceso. 
ARTÍCULO 52. PLAZOS CONTINUOS. 
Los plazos para la prescripción serán continuos, en ellos se considerarán las conductas tipificadas 
como delitos, con sus modalidades y se contarán: 
I. A partir del momento en que se consumó la conducta tipificada como delito, si fuere instantánea; 
II. A partir del día que se realizó el último acto de ejecución o se omitió la conducta debida, si está fuera 
en grado de tentativa; 
III. Desde la cesación de la consumación de la conducta permanente; y 
IV. Desde el día en que se realizó la última conducta, si esta fuera continuada. 
 
ARTÍCULO 53. FORMA EN LA QUE CORREN LOS PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN. 
Los plazos para la prescripción de la aplicación de las medidas serán igualmente continuos y correrán 
desde el día siguiente a aquél en el que el adolescente, aun cuando haya cumplido la mayoría de edad, 
se sustraiga a la acción de los órganos y autoridades especializadas en Justicia para Adolescentes. Se 
tendrá por sustraído cuando el Ministerio Público haya emitido oficio de orden de localización o se haya 
emitido la orden detención. 
 
ARTÍCULO 54. TÉRMINOS DE PRESCRIPCIÓN. 
La prescripción opera en un año si para corregir la conducta del adolescente sólo se previere la 
aplicación de medidas de orientación o de protección, y si se tratare de aquellas conductas a las que 
deba aplicarse el tratamiento en internamiento, la facultad de los órganos y autoridades especializadas 
operará en el plazo que como mínimo se haya señalado para aplicar las medidas de tratamiento, sin 
que en ningún caso sea menor de tres años.  
 
ARTÍCULO 55. PRESCRIPCIÓN EN EL CASO DE SUSTRACCIÓN. 
Cuando el adolescente sujeto a tratamiento en internamiento o en libertad se sustraiga al mismo, se 
necesitará para la prescripción, tanto tiempo como el que hubiese faltado para cumplirlo y la mitad más, 
pero no podrá ser menor de un año ni mayor a cinco años. 
 
TÍTULO TERCERO 
DE LAS MEDIDAS 
CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 56. LA FINALIDAD DE LAS MEDIDAS SANCIONADORAS. 
Las medidas reguladas por esta Ley tienen como finalidad la reintegración social y familiar del 
adolescente y brindarle una experiencia de legalidad, así como valorar los beneficios de la convivencia 
armónica, del civismo y del respeto de las normas y de los derechos de los demás y serán impuestas 
por la autoridad judicial; se instrumentarán en lo posible, con la participación de la familia, de la 
comunidad y, en su caso, con el apoyo de los especialistas, atendiendo en todo momento a la 
protección integral y al interés superior del adolescente. 
 
ARTÍCULO 57. LIMITACIÓN DE LAS MEDIDAS. 
Todas las medidas reguladas por esta Ley, están limitadas en su duración y no podrán, bajo ninguna 
circunstancia, superar el máximo previsto para cada una de ellas. Ello no excluye la posibilidad de 
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determinar el cumplimiento de la medida antes de tiempo, ni adecuarla en beneficio del sujeto de la 
misma, en los términos previstos por esta Ley. 
La decisión sobre la medida que corresponde ser impuesta debe tener relación directa con los daños 
causados, así como la intencionalidad de ocasionarlos. 
 
ARTICULO 58. INDIVIDUALIZACIÓN Y ADECUADA MEDIDA APLICABLE. 
El Juez, al dictar resolución definitiva, determinará las medidas aplicables y las individualizará dentro de 
los límites señalados, con base en la gravedad de la conducta tipificada como delito y la edad del 
sujeto, tomando en cuenta: 
I. La naturaleza de la acción u omisión y los medios empleados para ejecutarla;  
II. La magnitud del daño causado al bien jurídico o el peligro en que éste fue colocado; 
III. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho realizado; 
V. La forma y grado de intervención del adolescente en la comisión de la conducta tipificada como 
delito; 
VI. Los vínculos de parentesco, amistad o relación entre el activo y el pasivo, así como su calidad y la 
de la víctima u ofendido; 
V. La edad, el nivel de educación, las costumbres, condiciones sociales, económicas y culturales del 
adolescente, así como los motivos que lo impulsaron o determinaron a realizar la conducta tipificada 
como delito. Cuando el procesado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena, se tomarán en 
cuenta, además, sus usos y costumbres; 
VI. Las condiciones fisiológicas y psíquicas específicas en que se encontraba el adolescente en el 
momento de la comisión de la conducta tipificada como delito; 
VII. Las circunstancias del activo y pasivo antes y durante la comisión de la conducta tipificada como 
delito, que sean relevantes para individualizar la sanción, así como el comportamiento posterior del 
adolescente con relación a la conducta tipificada como delito; y 
VIII. Las demás circunstancias especiales del adolescente, que sean relevantes para determinar la 
posibilidad que tuvo de haber ajustado su conducta a las exigencias de la norma. 
Para la adecuada aplicación de la medida, el Juez deberá tomar conocimiento directo del  
adolescente, de la víctima y de las circunstancias del hecho y, en su caso, requerirá los dictámenes 
técnicos que señala esta Ley. 
 
ARTICULO 59. CRITERIOS PARA APLICAR LA MEDIDA. 
Las medidas que deben cumplirse en libertad son de aplicación prioritaria, en tanto las que implican 
privación de libertad se aplicaran como último recurso y por el menor tiempo posible. Cuando se 
unifiquen medidas, deberá estarse a los máximos legales que para cada medida prevé la Ley, sin dejar 
de observar el avance que tenga el adolescente en su rehabilitación, tomándose en cuenta para lograr 
su libertad de manera anticipada y según lo determine la autoridad ejecutora.  
 
CAPÍTULO II 
DE LAS MEDIDAS DE ORIENTACIÓN Y DE PROTECCIÓN 
 
ARTÍCULO 60. EN QUE CONSISTE LA MEDIDA DE ORIENTACIÓN Y PROTECCIÓN. 
Las medidas de orientación y protección consisten en apercibimientos, mandamientos o prohibiciones 
impuestos por el Juez con el fin de regular el modo de vida de los adolescentes en lo que se refiere a 
conductas que afectan el interés de la sociedad, protegiendo sus derechos, promoviendo su 
información, la comprensión del sentido que tiene la medida, el fomento de vínculos socialmente 
positivos y el pleno desarrollo de su personalidad y en ningún caso podrán 



 

 

69

ser inferiores a seis meses, ni exceder de un año. De igual manera, en las medidas a imponer que 
estime pertinentes el Juez, debe considerarse que se impongan las sanciones que no pongan en riesgo 
la seguridad e integridad de la víctima. 
 
ARTÍCULO 61. TIPOS DE MEDIDAS DE ORIENTACIÓN 
Son medidas de orientación las siguientes: 
I. La amonestación; 
II. El apercibimiento; 
III. Prestación de servicios en favor de la Comunidad; 
IV. La formación ética, educativa y cultural; y 
V. La recreación y el deporte. 
 
ARTÍCULO 62. LA AMONESTACIÓN. 
La amonestación es una advertencia que el Juez hace al adolescente de modo concreto, explicándole 
las razones que hacen reprochables los hechos cometidos, así como las consecuencias de dicha 
conducta para él y la víctima u ofendido, exhortándolo para que, en lo sucesivo, evite tales conductas. 
Cuando corresponda, deberá advertir a los padres, tutores o responsables sobre la conducta seguida y 
les indicará que deben colaborar al respeto de las normas legales y sociales. 
 
ARTÍCULO 63. EL APERCIBIMIENTO. 
El apercibimiento radica en una conminación enérgica que el Juez hace al adolescente en forma oral, 
clara y directa, en un único acto, para hacerle comprender la gravedad de la conducta realizada y las 
consecuencias que la misma ha tenido o pudo haber tenido, tanto para la víctima o el ofendido, como 
para el propio adolescente, instándolo a cambiar su comportamiento, a no reincidir y conminándolo a 
aprovechar la oportunidad que se le da al imponérsele esta medida, que es la más benévola entre las 
que considera esta Ley. La finalidad de esta medida es la de conminar al adolescente para que evite la 
futura realización de conductas tipificadas como delitos en las leyes penales así como advertirle que en 
el caso de reincidir en su conducta, se le aplicará una medida más severa. 
 
ARTÍCULO 64. SERVICIOS A FAVOR DE LA COMUNIDAD. 
En cumplimiento de la medida de prestación de servicios a favor de la comunidad, el adolescente debe 
realizar actividades gratuitas de interés general, en entidades de asistencia pública o privada, 
hospitales, escuelas u otros del sector público y social. La finalidad de esta medida es inculcar en el 
adolescente el respeto por los bienes y servicios públicos, así como el valor que estos representan en la 
satisfacción de las necesidades comunes. 
Los servicios a prestar deben asignarse conforme a los fines de las medidas previstos por esta Ley y a 
las aptitudes del adolescente. No pueden exceder en ningún caso de doce horas semanales que 
pueden ser cumplidas en sábado, domingo, días feriados o en días hábiles, pero en todo caso, deben 
ser compatibles con la actividad educativa o laboral que el adolescente realice. La naturaleza del 
servicio prestado por el adolescente deberá estar vinculada, cuando sea posible, con la especie del bien 
jurídico lesionado por la conducta realizada. 
 
ARTÍCULO 65. FORMACIÓN ETICA, EDUCATIVA Y CULTURAL. 
La formación ética, educativa y cultural consiste en brindar al adolescente, con la colaboración de su 
familia, la información permanente y continua, en lo referente a problemas de conducta de menores con 
relación a los valores de las normas morales, sociales y legales, sobre adolescencia, fármaco-
dependencia, familia, sexo y uso del tiempo libre en actividades culturales.  
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ARTÍCULO 66. RECREACIÓN Y DEPORTE. 
La recreación y el deporte tienen como finalidad inducir al adolescente a que participe y realice las 
actividades antes señaladas, coadyuvando a su desarrollo integral. 
 
ARTÍCULO 67. TIPOS DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN. 
Son medidas de protección las siguientes: 
I. Vigilancia familiar; 
II. Libertad asistida; 
III. Limitación o prohibición de residencia; 
IV. Prohibición de relacionarse con determinadas personas; 
V. Prohibición de asistir a determinados lugares; 
VI. Prohibición de conducir vehículos motorizados; 
VII. Obligación de acudir a determinadas instituciones para recibir formación educativa, técnica, 
orientación o asesoramiento; 
VIII. Obligación de abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, narcóticos o psicotrópicos. 
 
ARTÍCULO 68. VIGILANCIA FAMILIAR. 
La vigilancia familiar consiste en la entrega del adolescente que hace el Juez a sus padres, 
representantes legales o a sus encargados, responsabilizándolos de su protección, orientación y 
cuidado, así como de su presentación periódica en los centros de tratamiento que se determinen, con la 
prohibición de abandonar el lugar de su residencia, sin la previa autorización de la Autoridad Ejecutora. 
 
ARTÍCULO 69. LIBERTAD ASISTIDA. 
La libertad asistida consiste en la obligación del adolescente a someterse a la vigilancia y supervisión 
de la Autoridad Ejecutora con quien se desarrollará un programa personalizado, cuyo fin es su 
incorporación social. La finalidad de esta medida es inculcar en el adolescente el aprecio por la vida en 
libertad y la importancia que en la convivencia común tiene el respeto a los derechos de los demás. 
 
ARTÍCULO 70. PROHIBICIÓN DE RESIDENCIA. 
La prohibición de residencia consiste en obligar al adolescente a que evite residir en lugares en los que 
la convivencia social es perjudicial para su desarrollo biopsicosocial. La finalidad de esta medida es 
modificar el ambiente cotidiano del adolescente para que se desenvuelva en un contexto proclive al 
respeto por la Ley y los derechos de los demás. En ningún caso esta medida podrá consistir en una 
privación de la libertad. 
 
ARTÍCULO 71. DETERMINACIÓN DEL LUGAR PROHIBIDO A RESIDIR. 
El juez al imponer la medida, debe establecer el lugar donde el adolescente tenga prohibido residir.  
 
ARTÍCULO 72. PROHIBICIÓN DE RELACIONARSE CON DETERMINADAS PERSONAS. 
La prohibición de relacionarse con determinadas personas, consiste en obligar al adolescente a no 
frecuentar a personas de las que se presume contribuyen en forma negativa a su desarrollo 
biopsicosocial. La finalidad de esta medida es evitar la utilización o inducción del adolescente por parte 
de otras personas, en el aprendizaje y realización de conductas socialmente negativas. 
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ARTÍCULO 73. PRECISIÓN EN LA MEDIDA. 
El Juez al determinar esta medida, debe indicar, en forma precisa, con qué personas no deberá 
relacionarse el adolescente y las razones por las cuales se toma esta determinación. 
 
ARTÍCULO 74. PROHIBICIÓN HACIA UN MIEMBRO FAMILIAR O PERSONA DE IGUAL 
RESIDENCIA QUE EL ADOLESCENTE. 
Cuando la prohibición se refiera a un miembro del núcleo familiar del adolescente o a cualquier otra 
persona que resida en el mismo lugar que él, la medida deberá aplicarse de forma excepcional. 
 
ARTÍCULO 75. PROHIBICIÓN DE ASISTIR A DETERMINADO LUGAR. 
La prohibición de asistir a determinados lugares consiste en obligar al adolescente a que no asista a 
ciertos domicilios o establecimientos que resulten inconvenientes para un desarrollo biopsicosocial 
pleno de su personalidad. La finalidad de esta medida es evitar que el adolescente tenga contacto con 
establecimientos en los que priven ambientes que motiven aprendizajes socialmente negativos, 
desvaloración de la Ley y de los derechos de los demás.  
 
ARTÍCULO 76. PRECISIÓN DE LOS LUGARES A QUE NO PUEDE ASISTIR. 
El Juez deberá indicar en forma precisa los lugares que no podrá asistir o frecuentar el adolescente, las 
razones que motivan esta decisión así como su duración. 
 
ARTICULO 77. PROHIBICIÓN DE CONDUCIR VEHÍCULOS AUTOMOTORES 
La prohibición de conducir vehículos automotores es la obligación al adolescente de abstenerse de la 
conducción de los mismos, cuando haya cometido una conducta tipificada como delito al conducir un 
vehículo motorizado. 
La medida implica la inhabilitación para obtener permiso o licencia de conducir, o la suspensión del 
mismo si ya hubiere sido obtenido, por lo que el Juez hará del conocimiento de las autoridades 
competentes esta prohibición, para que nieguen, cancelen o suspendan el permiso del adolescente 
para conducir vehículos motorizados. La finalidad de esta medida es que el adolescente aprenda el 
valor de la confianza en el otorgamiento de una prerrogativa y las consecuencias de faltar a ella. 
 
ARTÍCULO 78. OBLIGACIÓN DE ACUDIR A DETERMINADAS INSTITUCIONES 
El Juez podrá imponer al adolescente la obligación de acudir a determinadas instituciones para recibir 
formación educativa, capacitación técnica, orientación o asesoramiento. La finalidad de esta medida es 
motivar al adolescente a concluir sus estudios, en el nivel educativo que le corresponda, así como para 
recibir formación técnica o, en su caso, para estar en condiciones de ingresar a la educación superior. 
 
ARTÍCULO 79. PRECISAR EL PLAZO Y LA INSTITUCIÓN PARA SU INGRESO 
El Juez deberá indicar en la sentencia el plazo y la Institución en el que el adolescente debe acreditar 
haber ingresado, la cual puede ser impugnada por parte legítima en el proceso  
 
ARTÍCULO 80. CAUSAS DE REVOCACIÓN DE LA MEDIDA DE ACUDIR A DETERMINADA 
INSTITUCIÓN. 
La inasistencia, la falta de disciplina y la no aprobación del grado escolar, de conformidad con los 
requisitos y condiciones exigidos por el centro respectivo, son causas de revocación de esta medida. 
 
ARTÍCULO 81. ABSTENERSE DE INGERIR BEBIDAS ALCOHÓLICAS, NARCÓTICOS O 
PSICOTRÓPICOS  
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La medida de abstenerse de ingerir bebidas alcohólicas, narcóticos o psicotrópicos consiste en obligar 
al adolescente a que no consuma este tipo de bebidas o sustancias en cualquier lugar público o 
privado; cuando se haya comprobado que la conducta fue realizada como consecuencia de haberlas 
ingerido, se le someterá a una terapia, cuyos avances deberán ser notificados al Juez. La finalidad de 
esta medida es obstaculizar el acceso del adolescente al alcohol y todo tipo de sustancias prohibidas, 
para garantizar su desarrollo biopsicosocial. La contravención que de esta prohibición haga el 
adolescente será causa de revocación de la medida por parte del Juez. 
 
CAPÍTULO III 
MEDIDAS DE TRATAMIENTO 
ARTICULO. 82. TRATAMIENTO. 
Se entiende por tratamiento, la aplicación de sistemas o métodos especializados, con aportación de las 
diversas ciencias, técnicas y disciplinas pertinentes e inscritas en la doctrina de protección integral en 
los Tratados Internacionales y derivadas de las leyes en la materia. 
 
ARTÍCULO 83. FINALIDAD DE LAS MEDIDAS DE TRATAMIENTO. 
Las medidas tienen la finalidad de fomentar la formación integral del adolescente, su reintegración 
familiar y social como las bases fundamentales para el pleno desarrollo de sus capacidades. Las 
autoridades de Ejecución deberán velar para el cumplimiento de las medidas de tratamiento que tienen 
como objeto: 
I. Lograr su autoestima a través del desarrollo de sus potencialidades y autodisciplina necesaria para 
propiciar en el futuro el equilibrio entre sus condiciones de vida individual, familiar y colectiva; 
II. Modificar los factores negativos de su estructura biopsicosocial para propiciar un desarrollo armónico, 
útil y sano, éstos pueden consistir en asignarle un lugar de residencia determinado o disponer que se 
cambie del en que reside, o prohibirle frecuentardeterminados lugares o personas; 
III. Promover y propiciar la estructuración de valores y la formación de hábitos que contribuyan al 
adecuado desarrollo de su personalidad obligándolo a matricularse y asistir a un centro de educación 
formal o de aprendizaje de una profesión o capacitación para el trabajo; 
IV. Reforzar el reconocimiento y respeto a las normas morales, sociales y legales, y de los valores que 
éstas tutelan; así como llevarlo al conocimiento de los posibles daños y perjuicios que pueda producirle 
su inobservancia; 
V. Fomentar los sentimientos de solidaridad social, tolerancia, democracia; y 
VI. Restauración a la víctima. 
Las medidas de tratamiento se aplicarán de manera integral, con el objeto de incidir en todos los 
aspectos que contribuyan al pleno y libre desarrollo de su personalidad y de sus potencialidades. 
 
ARTÍCULO 84. TRATAMIENTO EN INTERNAMIENTO. 
Son medidas de tratamiento en internamiento sólo en caso de infracción de manera grave a las leyes 
penales, las siguientes: 
I. Internamiento durante el tiempo libre; y 
II. Internamiento en centros especializados. 
 
ARTÍCULO 85. INTERNAMIENTO DURANTE EL TIEMPO LIBRE 
El internamiento durante el tiempo libre consiste en alojar al adolescente en un Centro de Internamiento, 
la duración de esta medida no podrá exceder de seis meses. Se considera tiempo libre aquel durante el 
cual el adolescente no deba cumplir con su horario escolar o de trabajo u otra actividad formativa que 
ayude a su integración familiar o comunitaria. Los espacios destinados al internamiento en tiempo libre 
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no tendrán seguridad extrema y deben estar totalmente separados de aquellos destinados al 
cumplimiento de la medida de internamiento definitivo. 
 
ARTICULO 86. INTERNAMIENTO EN CENTROS ESPECIALIZADOS 
El internamiento consiste en la privación de la libertad del adolescente y se debe cumplir 
exclusivamente en los centros de internamiento, y será una medida de carácter excepcional, la cual sólo 
podrá aplicarse a las conductas tipificadas como delitos considerados como graves y sólo será 
impuesta a los adolescentes que sean mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho años 
de edad. 
La medida de internamiento en centros especializados es la más grave prevista en esta Ley. Su 
duración deberá tener relación directa con los daños causados, sin poder exceder de cinco años y será 
determinada por el Juez conforme a los criterios establecidos por esta Ley, el Código Penal y otras 
leyes específicas con penas punitivas previstas en dichos ordenamientos legales. Dicha determinación 
podrá ser impugnada por parte legítima dentro del proceso. 
Sin perjuicio de lo anterior se sancionará exclusivamente con medidas de internamiento las conductas 
tipificadas como delitos graves previstas en el artículo 30 de esta Ley. 
Los centros de tratamiento brindarán a los adolescentes internos orientación ética y actividades 
educativas, laborales, pedagógicas, formativas, culturales, terapéuticas y asistenciales, así mismo 
deberán procurar en el adolescente el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de sí mismo y de los demás, así como promover la importancia de su reintegración en su familia y en la 
sociedad, mediante el pleno desarrollo de sus capacidades y de su sentido de responsabilidad. 
Los sistemas de tratamiento serán acordes a las características de los adolescentes internos, 
atendiendo a su sexo, edad, grado de desintegración social, naturaleza y gravedad de la infracción y 
deberán lograr: 
a) Satisfacer las necesidades básicas del adolescente; 
b) Crear condiciones para su desarrollo personal; 
c) Reforzar su sentido de dignidad y autoestima; 
d) Minimizar los efectos negativos que la sanción pueda impactar en su vida futura; 
e) Fomentar, siempre que sea pertinente, sus vínculos familiares; y 
f) Incorporar activamente al adolescente en su plan individual del tratamiento de medidas. 
 
ARTÍCULO 87. DURACIÓN DE LA MEDIDA DE INTERNAMIENTO. 
La imposición de la medida de internamiento, tendrá una duración de seis meses a cinco años y se 
extinguirá en los Centros de Internamiento que para tal efecto señale la Autoridad Ejecutora. 
 
ARTÍCULO 88. CLASIFICACIÓN Y TRATAMIENTO 
La unidad administrativa encargada de la prevención y tratamiento de adolescentes, contará con los 
centros de tratamiento interno que sean necesarios para lograr la adecuada clasificación y tratamiento 
diferenciado de adolescentes. 
 
ARTÍCULO 89. REVOCACIÓN DE LA MEDIDA IMPUESTA. 
Si se incumple cualquiera de las obligaciones previstas por los artículos que anteceden, el Juez de 
oficio o a petición de parte podrá revocar o modificar la medida impuesta. 
 
CAPITULO IV 
DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO 
ARTÍCULO 90. EXIGIBILIDAD DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO DESPUÉS DE SENTENCIA. 
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Una vez dictada la sentencia, la reparación del daño derivado de la realización de una conducta 
tipificada como delito puede solicitarse por la víctima u ofendido o sus representantes legales ante el 
Juez que imponga la medida. 
 
ARTÍCULO 91. POSIBILIDAD DE RESOLVER LA REPARACIÓN DE DAÑO MEDIANTE 
CONVENIO DE LAS PARTES 
Los Jueces, una vez que la o las personas debidamente legitimadas soliciten el pago de los daños 
causados, correrán traslado de la solicitud respectiva al adolescente y su defensor y citarán a las partes 
para la celebración de una audiencia de conciliación, que se llevará a cabo dentro de los diez días 
siguientes a la notificación, en la cual se procurará el avenimiento de las mismas, proponiéndole las 
alternativas que estimen pertinentes para solucionar ésta cuestión incidental. 
Si las partes llegaran a un convenio, este se aprobará de plano, tendrá validez y surtirá los efectos 
legales correspondientes tanto por su cumplimiento como por el incumplimiento de alguna de las partes 
ante las instancias correspondientes. 
En atención a la finalidad de esta medida, se procurará que la reparación del daño consista en acuerdos 
restaurativos y no necesariamente en el pago de una suma de dinero, pero cuando ello sea inevitable, 
se procurará que éste provenga del propio esfuerzo del adolescente. 
 
TÍTULO CUARTO 
DEL RECURSO 
CAPÍTULO ÚNICO 
 
ARTICULO 92. OBJETO Y EFECTOS DEL RECURSO DE APELACIÓN. 
El recurso de apelación tiene por objeto la revisión de la legalidad de las resoluciones dictadas por los 
Jueces conforme a lo previsto en esta Ley. 
El recurso de apelación tendrá los mismos efectos a que se hace referencia en el Código de 
Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO 93. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN 
El recurso de apelación sólo procederá: 
I. Contra las sentencias definitivas; 
II. Contra la resolución inicial; 
III. Los autos que se pronuncien sobre cuestiones de jurisdicción o competencia; 
IV. El auto de ratificación de la detención; 
V. El auto que concede o niegue la libertad; 
VI. Los autos que concedan o nieguen la acumulación o los que decreten la separación de los procesos; 
y 
VII. Los autos en los que se nieguen la orden de comparecencia o de detención, sólo por el Ministerio 
Público. 
 
ARTÍCULO 94. PERSONAS QUE PODRÁN INTERPONER EL RECURSO DE APELACIÓN. 
Tendrán derecho a interponer el recurso de apelación: 
I. El adolescente; 
II. Los legítimos representantes del adolescente; y en su caso los encargados del adolescente; 
III. El defensor del adolescente; 
IV. El Ministerio Público; y 
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V. La víctima u ofendido por la conducta tipificada como delito, sólo en lo relativo y en lo conducente a 
la reparación del daño. 
Al interponer el recurso o en la fecha señalada para la audiencia de vista, se expresarán por escrito los 
agravios correspondientes. 
 
ARTÍCULO 95. DEFICIENCIAS EN LOS AGRAVIOS. 
La Sala sólo deberá suplir las deficiencias en la expresión de agravios cuando el recurrente sea el 
adolescente o su defensor. 
ARTÍCULO 96. TERMINO Y FORMA EN QUE SE INTERPONE EL RECURSO 
El recurso de apelación deberá interponerse por escrito o de palabra, dentro de los tres días posteriores 
al momento en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada y dentro de los cinco días 
siguientes de notificada si se trata de sentencia. 
 
ARTÍCULO 97. SUBSTANCIÓN Y RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN. 
El recurso de apelación se substanciará y resolverá acorde con las reglas, excepto en los plazos, que 
prevé el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 
Los plazos serán los siguientes: 
I. El original o testimonio deberá remitirse al Tribunal Superior dentro del plazo de un día; 
II. La audiencia de vista deberá de celebrarse dentro del plazo de cinco días siguientes a la recepción 
del proceso o testimonio; 
III. La impugnación contra la admisión del recurso, el efecto o efectos en que se admitió, dentro del 
plazo de un día y resolverse en un tiempo igual; 
IV. Declarado visto el recurso, éste deberá resolverse dentro del plazo de cinco días; 
V. La resolución deberá engrosarse y notificarse, en forma persona, dentro del plazo de dos días 
hábiles posteriores a que se dicte. 
 
TÍTULO QUINTO 
DE LA EJECUCIÓN DE LAS MEDIDAS 
CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTICULO 98. PROPÓSITO DE LA EJECUCIÓN DE LAS MEDIDAS 
La ejecución de las medidas tiene como propósito fundamental que el adolescente no reitere o cometa 
otra conducta tipificada como delito, dándole los elementos de convivencia social, a través de la 
educación y de la realización de todas las acciones necesarias que permitan su desarrollo 
biopsicosocial, la mejor integración a su familia y en la sociedad, así como el desarrollo de sus 
capacidades y de su sentido de responsabilidad. 
 
ARTÍCULO 99. CONDICIONES MÍNIMAS PARA GANTIZAR LA MEDIDA DURANTE LA EJECUCIÓN. 
Para la realización de los fines señalados en la presente Ley, se garantizarán durante la ejecución de la 
medida las siguientes condiciones mínimas: 
I. Satisfacer las necesidades educativas del adolescente sujeto a cualquiera de las medidas 
previstas por esta Ley;  
II. Posibilitar su desarrollo biopsicosocial; 
III. Reforzar su sentimiento de dignidad y autoestima; 
IV. Incorporar al adolescente a un Programa Personalizado de Ejecución; y 
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V. Fomentar, cuando sea posible y conveniente, los vínculos familiares y sociales que contribuyan a su 
desarrollo biopsicosocial. 
 
ARTÍCULO 100. COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD EJECUTORA 
La Autoridad Ejecutora, tendrá competencia para resolver los conflictos que se presenten durante la 
ejecución de la medida y para vigilar y garantizar el cumplimiento de los objetivos fijados por esta Ley. 
 
ARTÍCULO 101. LA AUTORIDAD EJECUTORA PARA LA REINTEGRACIÓN DEL ADOLESCENTE 
PODRÁ INCLUIR A PADRES, TUTORES O QUIENES EJERZAN LA PATRIA POTESTAD 
La participación de los padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad será fundamental para la 
ejecución y cumplimiento de la medida impuesta al adolescente. En este sentido, la Autoridad Ejecutora 
podrá incluir, si así lo estima conveniente alguna de las siguientes acciones, a fin de fortalecer y 
contribuir a la integración social y familiar del adolescente, asistiendo a:  
I. Programas comunitarios de apoyo y protección a la familia; 
II. Programas de escuela para padres; 
III. Programas de orientación y tratamiento de alcoholismo y/o drogadicción; 
IV. Programas de atención psicológica y/o psiquiátrica; 
V. Cursos o programas de orientación, y 
VI. Cualquier otro que contribuya a la integración social del adolescente. 
 
ARTÍCULO 102. COLABORACIÓN PARA EL CUMPLIMIENTO EFECTIVO DE LA MEDIDA 
Las personas mencionadas en el artículo anterior colaborarán junto con la Autoridad Ejecutora para 
lograr el cumplimiento efectivo de la medida impuesta al adolescente. 
 
CAPITULO II 
DE LA AUTORIDAD EJECUTORA 
 
ARTÍCULO 103. UNIDAD ADMINISTRATIVA DE LA SECRETARIA DE GOBIERNO DEL DISTRITO 
FEDERAL. 
La Secretaría de Gobierno del Distrito Federal contará con una Unidad Administrativa cuyo objeto será 
llevar a cabo las funciones de prevención general y especial, así como las conducentes a alcanzar la 
reintegración social de los adolescentes. 
 
ARTÍCULO 104. ÓRGANO RESPONSABLE. 
La Autoridad Ejecutora, es el órgano responsable de la aplicación, cumplimiento y seguimiento de las 
medidas impuestas a los adolescentes, tendrá a su cargo el desarrollo de los programas personalizados 
para la ejecución de las medidas y las de orientación y supervisión, en términos de lo señalado por la 
Ley Orgánica de !a Administración Pública del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO 105. CONVENIOS DE COORDINACIÓN. 
La Autoridad Ejecutora podrá celebrar convenios de coordinación con instituciones u organismos 
públicos o privados, para la implantación de los mecanismos de ejecución de las medidas. En este caso 
dichos organismos, en lo referente a la ejecución de las medidas, estarán bajo el control y supervisión 
de dicha autoridad. 
 
ARTÍCULO 106. EL PERSONAL DE EJECUCIÓN. 
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El personal de la autoridad ejecutora deberá ser competente, suficiente y especializado en las 
diferentes disciplinas que se requieran para el adecuado desarrollo de sus funciones. Estos funcionarios 
y especialistas deberán tener experiencia en el trabajo con adolescentes.  
 
ARTÍCULO 107. ATRIBUCIONES DE LAS AUTORIDADES DE LOS CENTROS DE 
INTERNAMIENTO. 
En los Centros de Internamiento, existirán áreas distintas para hombres, mujeres, procesados y 
sentenciados, así como para quienes padezcan de su salud física o mental, separando a quienes en 
cada etapa continúen como adolescentes o adquieran la mayoría de edad. Son atribuciones de las 
autoridades de los centros de internamiento las siguientes: 
I. Aplicar las medidas de internamiento, conforme a su competencia, impuestas por el Juez; 
II. Poner en práctica inmediatamente el Programa Personalizado de Ejecución; 
III. Informar al Juez sobre cualquier trasgresión de los derechos o garantías de adolescentes, 
así como de la inminente afectación a los mismos; 
IV. Procurar la plena reintegración familiar, social y cultural de los adolescentes; 
V. Cumplir de inmediato con las resoluciones y requerimientos del Juez para Adolescentes; 
VI. Informar por escrito al Juez, cuando menos cada seis meses, sobre la forma en que esta siendo 
cumplida la medida, cualquier obstáculo que se presente para el cumplimiento de la misma, el 
comportamiento y estado general de los adolescentes; 
VII. Estar en contacto permanente con los padres, familiares, tutores, o con quienes ejerzan la patria 
potestad o la custodia de adolescentes sujetos a medida, a fin de mantenerlos informados sobre el 
cumplimiento de ésta y sobe su estado físico y mental; 
VIII. No utilizar la fuerza física o instrumentos de coerción, excepto cuando se hayan agotado todos los 
medios no coercitivos para la imposición de la disciplina, antes de recurrir a ellas; y 
IX. Suscribir los convenios que sean necesarios con otras autoridades, instituciones públicas y privadas, 
así como con organizaciones sociales y civiles, para realizar cursos, talleres y seminarios comunitarios 
y familiares en torno a temas relevantes para la prevención del delito y de la reincidencia, así como para 
la reintegración familiar y social de los adolescentes. 
 
ARTÍCULO 108. CONTENIDO DEL EXPEDIENTE DE LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA 
La Autoridad Ejecutora deberá integrar un expediente de ejecución de la medida, el cual contendrá la 
siguiente información: 
I. Los datos relativos a la identidad del adolescente sujeto a una medida de internamiento y, en su caso, 
las conductas reiterantes con las que cuente; 
II. Técnica-jurídica, estudios técnicos interdisciplinarios y sentencia ejecutoriada; 
III. Día y hora de inicio y de finalización de la medida; 
IV. Datos acerca de problemas de salud física y mental conocidos, incluyendo el consumo de drogas y 
de alcohol, siempre que sean indispensables para el cumplimiento de la medida impuesta; 
V. Programa Personalizado de Ejecución, así como sus modificaciones; 
VI. Lugar y términos en que deberá cumplir las medidas impuestas por el Juez; y 
VII Cualquier otro hecho o circunstancia que se considere importante incluir en el expediente. 
 
ARTÍCULO 109. EL PROGRAMA PERSONALIZADO DE LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA 
En todos los casos, la Autoridad Ejecutora deberá elaborar un Programa Personalizado de Ejecución de 
la Medida para el cumplimiento de la misma. Este Programa comprenderá todos los factores 
individuales del adolescente que sean relevantes para la ejecución de su medida, conteniendo una 
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descripción clara y detallada tanto de los objetivos pretendidos con su aplicación, como de las 
condiciones y la forma en que ésta deberá ser cumplida por el adolescente. 
 
ARTÍCULO 110. INDICAR LOS FUNCIONARIOS BAJO LOS CUALES QUEDARÁ SUJETA LA 
SUPERVISIÓN Y VIGILANCIA 
En el Programa Personalizado de Ejecución de la Medida se deberán indicar los funcionarios o 
personas bajo las cuales quedará la supervisión y vigilancia del cumplimiento de la medida, quienes 
podrán ser auxiliados por orientadores o supervisores pertenecientes a la Secretaría de Gobierno del 
Distrito Federal, organismos gubernamentales o no gubernamentales o miembros de la comunidad. 
Asimismo, se deberán establecer las responsabilidades de estas personas relativas a sus obligaciones 
en la ejecución y cumplimiento de la medida. 
 
ARTÍCULO 111. REVISIÓN E INFORMACIÓN DEL PROGRAMA PERSONALIZADO DE EJECUCIÓN 
La Autoridad Ejecutora deberá revisar el Programa Personalizado de Ejecución cuando menos cada 
seis meses, informando tanto al adolescente como a sus familiares o representantes, el avance de 
aquél, respecto a la aplicación del programa. 
ARTÍCULO 112. CUMPLIMIENTO DE LA MEDIDA. 
La Autoridad Ejecutora deberá emitir todas las decisiones, resoluciones, medidas disciplinarias u otras 
necesarias para alcanzar el efectivo cumplimiento de la medida; mismas que deberán estar 
debidamente fundadas y motivadas y serán notificadas inmediatamente al adolescente, a su defensor, a 
sus padres o tutores y al Juez, pudiendo inconformarse las partes, y una vez resuelto en los términos 
previstos en el Reglamento de la Institución, se aplicarán en caso de quedar firme. 
Si durante la ejecución de una medida resulta procedente imponer una medida disciplinaria al 
adolescente sujeto a una medida de internamiento, se deberá elegir aquella que le resulte menos 
perjudicial y deberá ser proporcional a la falta cometida. 
Las medidas disciplinarias deberán estar previamente determinadas, ser informadas debidamente a los 
adolescentes, así como el procedimiento para su aplicación, y deberá establecerse la posibilidad de 
impugnación. 
 
ARTICULO 113. PREPARACIÓN PARA LA SALIDA DEL CENTRO DE INTERNAMIENTO Cuando la 
persona que se encuentre cumpliendo la medida de internamiento esté próxima a egresar del centro de 
internamiento, deberá ser preparado para la salida, con la asistencia de especialistas en trabajo social, 
psicología, psiquiatría o cualquier otro que sea necesario en su caso y si se requiere, con colaboración 
de los padres o familiares. 
 
ARTÍCULO 114. VISITA ÍNTIMA. 
Todo adolescente que en términos de lo dispuesto por el artículo 641 del Código Civil para el Distrito 
Federal se haya emancipado, durante la ejecución de su medida de internamiento, tiene derecho a 
recibir visita íntima, en los términos que establezcan las disposiciones reglamentarias de cada Centro 
de Internamiento. 
 
ARTÍCULO 115. EDUCACIÓN. 
Todo adolescente sentenciado sujeto a la medida de internamiento tiene derecho a la educación básica 
obligatoria que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y hasta educación 
preparatoria, según la etapa de formación académica en que se encuentre. Cursada la educación 
básica, y en su caso la preparatoria, el Centro de Internamiento le deberá proporcionar la instrucción 
técnica o formación práctica para el desempeño de un oficio, arte o profesión, de conformidad con las 
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disposiciones aplicables y los convenios de colaboración que se celebren con las Secretarías en la 
materia. 
El adolescente que presente problemas cognitivos o de aprendizaje, tendrá el derecho de recibir 
enseñanza especial. El fomento a la lectura deberá ser incentivado y asegurado por las autoridades 
competentes.  
En la educación que se imparta al adolescente indígena así como en las demás actividades que realice, 
deberán tomarse en cuenta los usos y costumbres propios de su pueblo o comunidad. 
 
ARTÍCULO 116. ACTIVIDADES OCUPACIONALES. 
Todo adolescente sujeto a internamiento deberá realizar al menos una actividad ocupacional que 
complemente la instrucción impartida. Para ello, la autoridad deberá tomar en consideración las 
capacidades y aptitudes del adolescente. 
 
ARTÍCULO 117. ALIMENTACÓN DE CALIDAD Y NUTRICIONAL. 
Los adolescentes que se encuentran en un Centro de Internamiento, deberán recibir una alimentación 
de calidad y contenido nutricional propios a su desarrollo. 
 
ARTÍCULO 118. EJERCICIOS FÍSICOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS O DE ESPARCIMIENTO. 
Como parte del sistema encaminado a su adaptación social, los adolescentes tendrán derecho a que 
durante su internamiento, se les otorgue el tiempo suficiente para practicar ejercicios físicos y 
actividades recreativas o de esparcimiento, sin que ello afecte la ejecución de la medida. 
 
ARTICULO 119. LIBERTAD DE CULTO RELIGIOSO. 
Todo adolescente tendrá garantizada su libertad de culto religioso en el Centro de Internamiento en que 
se encuentren. 
 
ARTÍCULO 120. COMUNICACIÓN AL EXTERIOR DEL CENTRO. 
Todo adolescente que se encuentre cumpliendo una medida de internamiento tendrá derecho a 
comunicarse al exterior, con las personas o Instituciones que desee, bajo los lineamientos que fije la 
autoridad ejecutora. 
 
ARTÍCULO 121. VISITAS DURANTE EL INTERNAMIENTO. 
Los adolescentes tendrán el derecho de recibir visitas durante su internamiento, en los términos que fije 
la autoridad ejecutora. 
 
ARTÍCULO 122. DERECHO DE LAS MADRES ADOLESCENTES A TENER A SUS HIJOS.  
Las madres adolescentes que cumplan una medida de internamiento, tendrán derecho a permanecer 
con sus hijos mientras dure la medida, en lugares adecuados para ellos. 
 
ARTÍCULO 123. PROHIBICIÓN DE INCOMUNICACIÓN, AISLAMIENTO O SANCIONES 
CORPORALES 
Durante la ejecución de la medida, ningún adolescente podrá ser incomunicado o sometido al régimen 
de aislamiento o a la imposición de sanciones corporales. 
 
ARTÍCULO 124. DERECHO DE LOS PADRES, TUTORES O QUIEN EJERZA LA PATRIA 
POTESTAD A SER INFORMADOS DEL PROCESO DE REINTEGRACIÓN 
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La autoridad ejecutora establecerá contacto estrecho con los familiares de los adolescentes sujetos a 
internamiento, para lo cual a petición del padre, madre, tutor del adolescente o quien ejerza la patria 
potestad, deberá informar lo relativo al avance de su proceso de reintegración. 
 
ARTÍCULO 125. PROCEDER EN LOS CASOS DE TRANSTORNO MENTAL O DESARROLLO 
INTELECTUAL RETARDADO. 
En cualquier momento en que el Ministerio Público, Juez o Autoridad Ejecutora competente, tenga 
conocimiento de que el adolescente presenta trastorno mental o desarrollo intelectual retardado, y/o 
discapacidad física, inmediatamente ordenarán su atención en una institución acorde a sus 
necesidades, ya sea en Instituciones Públicas o Privadas o, en su caso, entregado a sus padres, 
representantes legales, encargados o a quienes ejerzan la patria potestad, a fin de que el adolescente 
sea internado o tratado de acuerdo al problema que presente. 
 
TRANSITORIOS 
PRIMERO. Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para su conocimiento y aplicación. 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor a partir del día 6 del mes de Octubre del año 2008.  
TERCERO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberá expedir los reglamentos correspondientes, 
los cuales entraran en vigor al tiempo que la presente Ley. 
CUARTO. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal IV Legislatura, creará una Comisión Especial 
que de seguimiento a la convocatoria, selección y capacitación del personal y construcción de 
inmuebles que integrarán el Sistema Especializado en Justicia para Adolescentes, para la aplicación de 
la presente Ley. 
QUINTO. Dentro del plazo de entrada en vigor del presente Decreto, el Jefe de Gobierno y las 
autoridades correspondientes emitirán las convocatorias y cursos de selección y capacitación  inicial de 
los funcionarios especializados que integren el personal del Sistema Integral de Justicia para 
Adolescentes del Distrito Federal, de conformidad con los ordenamientos de cada dependencia. 
SEXTO. Los adolescentes sujetos a procedimiento o que se encuentren cumpliendo una medida de 
conformidad con la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal, a partir de 
la entrada en vigor de la presente Ley, continuarán cumpliendo las medidas o sustanciando el 
procedimiento de acuerdo con dicha Ley, pero estarán a disposición de las Autoridades del Gobierno 
del Distrito Federal que conformen el Sistema Integral de Justicia para Adolescentes, salvo que decidan 
sujetarse a la Ley que se crea cuando les beneficie. 
SÉPTIMO. Las Autoridades Locales del Gobierno del Distrito Federal celebrarán los convenios 
necesarios a efecto de que aquellos adolescentes que se encuentren cumpliendo una medida de 
internamiento por conductas tipificadas como delitos del fuero común, sean trasladados a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley a los nuevos Centros de Internamiento, conjuntamente con los 
procedimientos celebrados en su contra para su radicación en los juzgados de Justicia para 
Adolescentes del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; igualmente quedan facultadas las 
autoridades locales, para celebrar los convenios necesarios con la Federación, para la aplicación de 
esta ley. 
 
Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los dieciséis días del mes de octubre 
del año dos mil siete. POR LA MESA DIRECTIVA.- DIP. FERNANDO ESPINO ARÉVALO, 
PRESIDENTE.- DIP. HUMBERTO MORGAN COLÓN, SECRETARIO.- DIP. AGUSTÍN CARLOS 
CASTILLA MARROQUÍN, SECRETARIO.- Firmas. 
En cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 122, apartado C, base segunda, fracción II, inciso b), 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción II, del Estatuto de 
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Gobierno del Distrito Federal, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto 
Promulgatorio, en la Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en la Ciudad de 
México, a los veinticinco días del mes de octubre del año dos mil siete. EL JEFE DE GOBIERNO DEL 
DISTRITO FEDERAL, MARCELO LUIS EBRARD CASAUBON.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 
GOBIERNO, JOSÉ ÁNGEL ÁVILA PÉREZ.- FIRMA. 
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CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, ADOPTADA EN LA CIUDAD 
DE SAN JOSE DE COSTA RICA, EL 22 DE NOVIEMBRE DE 1969. 
 
 
TEXTO ORIGINAL. 
Convención publicada en el Diario Oficial de la Federación, el jueves 7 de mayo de 1981. 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 
JOSE LOPEZ PORTILLO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes, sabed: 
El día veintidós del mes de noviembre del año mil novecientos sesenta y nueve, se adoptó, en la ciudad 
de San José de Costa Rica, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuyo texto y forma en 
español constan en la copia certificada adjunta. 
La citada Convención fue aprobada por la H. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, el día 
dieciocho del mes de diciembre del año de mil novecientos ochenta, según Decreto publicado en el 
"Diario Oficial" de la Federación del día nueve del mes de enero del año de mil novecientos ochenta y 
uno, con las siguientes Declaraciones Interpretativas y Reserva: 
 
DECLARACIONES INTERPRETATIVAS 
Con respecto al párrafo 1 del Artículo 4 considera que la expresión "en general", usada en el citado 
párrafo no constituye obligación de adoptar o mantener en vigor legislación que proteja la vida "a partir 
del momento de la concepción", ya que esta materia pertenece al dominio reservado de los Estados. 
Por otra parte, en concepto del Gobierno de México la limitación que establece la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que todo acto público de culto religioso deberá 
celebrarse precisamente dentro de los templos, es de las comprendidas en el párrafo 3 del Artículo 12. 
 
RESERVA 
El Gobierno de México hace Reserva expresa en cuanto al párrafo 2 del Artículo 23, ya que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su Artículo 130, dispone que los Ministros de 
los cultos no tendrán voto activo, ni pasivo, ni derecho para asociarse con fines políticos. 
El Instrumento de Adhesión, firmado por mi el día dos del mes de marzo del año de mil novecientos 
ochenta y uno fue depositado, ante la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, el día veinticuatro del mes de marzo del propio año, con las Declaraciones Interpretativas y 
Reserva antes insertas. 
Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto en la Fracción Primera del 
artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el 
presente Decreto, en la residencia del Poder Ejecutivo Federal a los treinta días del mes de marzo del 
año de mil novecientos ochenta y uno.- José López Portillo.- Rúbrica.- El Secretario de Relaciones 
Exteriores, Jorge Castañeda.- Rúbrica. 
La C. Aída González Martínez, Oficial Mayor de la Secretaría de Relaciones Exteriores, certifica: 
Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", firmada en la ciudad de San José, Costa Rica, 
el día veintidós del mes de noviembre del año de mil novecientos sesenta y nueve, cuyo texto y forma 
en español son los siguientes: 
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CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
 
PREAMBULO 
 
Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, 
Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los 
derechos esenciales del hombre; 
Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de 
determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la 
cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria 
de la que ofrece el derecho interno de los Estados Americanos; 
Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos 
internacionales, tanto de ámbito universal como regional; 
Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede 
realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que 
permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 
derechos civiles y políticos, y 
Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la 
incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, 
sociales y educacionales, y resolvió que una convención interamericana sobre derechos humanos 
determinará la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia, 
Han convenido en lo siguiente: 
 
 
PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS 
 
CAPITULO I - ENUMERACION DE DEBERES 
 
Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
 
Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el Artículo 1 no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo 
a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.  
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CAPITULO II - DERECHOS CIVILES Y POLITICOS 
 
Artículo 3. Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica 
Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. 
 
Artículo 4. Derecho a la Vida 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en 
general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente. 
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos más 
graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley 
que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su 
aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente. 
3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 
4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos con los 
políticos. 
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, tuvieren 
menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de 
gravidez. 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación 
de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de 
muerte mientras la solicitud este pendiente de decisión ante autoridad competente. 
 
Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal 
 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda 
persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 
3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y 
serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas. 
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante 
tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento. 
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social 
de los condenados. 
 
Artículo 6. Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 
1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre y tanto estas, como la trata de esclavos y la 
trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 
2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En los países donde ciertos 
delitos tengan señalada la pena privativa de la libertad acompañada de trabajos forzosos, esta 
disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohibe el cumplimiento de dicha pena 
impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la 
capacidad física e intelectual del recluido. 
3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo: 
a) los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en cumplimiento de una 
sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial competente. Tales trabajos o servicios 
deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, y los individuos que los 
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efectúen serán puestos a disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter 
privado; 
b) el servicio militar y, en los países en donde se admite exención por razones de conciencia, el servicio 
nacional que la ley establezca en lugar de aquél; 
c) el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la existencia o el bienestar de la 
comunidad, y 
d) el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales. 
Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de 
antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a 
ellas. 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin 
demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora, ante un juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá 
estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 
 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de 
que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el 
arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que 
se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal 
competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser 
restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial 
competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 
 
Artículo 8. Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por 
un juez o tribunal competente independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se 
establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena 
igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o 
no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; 
d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección 
o de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no 
según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro 
del plazo establecido por la ley; 
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f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 
g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y  
h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 
4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos 
hechos. 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la 
justicia. 
 
Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran 
delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en 
el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la 
imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 
 
Artículo 10. Derecho a Indemnización 
Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en 
sentencia firme por error judicial. 
 
Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad 
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
2. Nadie puede ser objeto de ingerencias (sic) arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su 
familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. 
3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas ingerencias (sic) o esos ataques. 
 
Artículo 12. Libertad de Conciencia y de Religión 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad 
de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad 
de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en 
privado. 
2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su 
religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 
3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las 
limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o 
la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 
4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación 
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
 
Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras 
ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a 
responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para 
asegurar: 
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a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  
b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías a medios indirectos, tales como el abuso de 
controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres 
y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir 
la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto 
de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo 
establecido en el inciso 2. 
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, 
racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra 
cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u 
origen nacional. 
 
Artículo 14. Derecho de Rectificación o Respuesta 
1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través 
de medios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene derecho a 
efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca 
la ley. 
2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades, legales en que 
se hubiese incurrido. 
3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa periodística, 
cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable que no esté protegida por 
inmunidades ni disponga de fuero especial. 
 
Artículo 15. Derecho de Reunión 
Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar 
sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la 
moral públicas o los derechos o libertades de los demás. 
 
Artículo 16. Libertad de Asociación 
1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, 
económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. 
2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del 
orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 
3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aún la privación del 
ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía. 
Artículo 17. Protección a la Familia. 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y 
el Estado. 
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen 
la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no 
afecten al principio de no discriminación establecido en esta Convención. 
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. 
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4. Los Estados Partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la 
adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el 
matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que 
aseguren la protección necesaria a los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. 
5. La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera del matrimonio como a los 
nacidos dentro del mismo. 
 
Artículo 18. Derecho al Nombre 
Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al deuno (sic) de 
ellos. 
La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si 
fuere necesario. 
 
Artículo 19. Derechos del Niño 
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de 
su familia, de la sociedad y del Estado. 
 
Artículo 20. Derecho a la Nacionalidad 
1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
2. Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no tiene derecho 
a otra. 
3. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla. 
 
Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada 
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al 
interés social. 
2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, 
por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la 
ley. 
3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser 
prohibidas por la ley. 
 
Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia 
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el 
mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales. 
2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio. 
3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la 
medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger 
la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y 
libertades de los demás. 
4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede, asimismo, ser restringido por la ley, en 
zonas determinadas, por razones de interés público. 
5. Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado del derecho a 
ingresar en el mismo. 
6. El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en la presente Convención, 
sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley. 
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7. Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 
persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de 
cada Estado y los convenios internacionales. 
8. En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de origen, donde 
su derecho a la vida o a la libertad personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, 
religión, condición social o de sus opiniones políticas. 
9. Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros. 
 
Artículo 23. Derechos Políticos 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 
por voto secreto que garantice la libre expresión de voluntad de los electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso 
anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad 
civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
 
Artículo 24. Igualdad ante la Ley 
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 
protección de la ley. 
 
Artículo 25. Protección Judicial 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los 
jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aún cuando tal violación sea cometida 
por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
2. Los Estados partes se comprometen: 
a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los 
derechos de toda persona que interponga tal recurso; 
b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y  
c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya 
estimado procedente el recurso. 
 
 
CAPITULO III - DERECHOS ECONOMICOS SOCIALES Y CULTURALES 
 
Artículo 26. Desarrollo Progresivo 
 
Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la 
cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena 
efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, 
ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por 
el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 
medios apropiados. 
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CAPITULO IV - SUSPENSION DE GARANTIAS, INTERPRETACION Y APLICACION 
 
Artículo 27. Suspensión de Garantías 
 
1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o 
seguridad del Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo 
estrictamente limitado a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud 
de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás 
obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 
 
2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los siguientes 
artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho 
a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de 
Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al 
Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las 
garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos. 
 
3. Todo Estado Parte que haga uso del derecho da suspensión deberá informar inmediatamente a los 
demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto del Secretario General de la 
Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los 
motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal 
suspensión. 
 
Artículo 28. Cláusula Federal 
 
1. Cuando se trate de un Estado Parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacional de dicho 
Estado Parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención relacionadas con las materias 
sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 
 
2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la jurisdicción de las 
entidades componentes de la Federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas 
pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades competentes de dichas 
entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención. 
 
3. Cuando dos o más Estados Partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase de 
asociación, cuidarán de que el pacto comunitario correspondiente contenga las disposiciones 
necesarias para que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado así organizado, las normas de 
la presente Convención. 
 
Artículo 29. Normas de Interpretación 
 
Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 
 
a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos 
y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella; 
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b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con 
las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno 
de dichos Estados; 
 
c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma 
democrática representativa de gobierno, y 
 
d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza. 
 
Artículo 30. Alcance de las Restricciones 
 
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los derechos y 
libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por 
razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas. 
 
Artículo 31. Reconocimiento de Otros Derechos 
 
Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros derechos y libertades que 
sean reconocidos de acuerdo con los procedimientos establecidos en los artículos 76 y 77. 
 
 
CAPITULO V - DEBERES DE LAS PERSONAS 
 
Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos 
 
1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad. 
 
2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seeguridad (sic) 
de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática. 
 
 
PARTE II - MEDIOS DE LA PROTECCION 
 
 
CAPITULO VI - DE LOS ORGANOS COMPETENTES 
 
Artículo 33 
 
Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos 
contraídos por los Estados Partes en esta Convención: 
 
a) la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Comisión, y 
 
b) la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Corte. 
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CAPITULO VII - LA COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
 
 
Sección 1. Organización 
 
Artículo 34 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete miembros, que deberán ser 
personas de alta autoridad moral y reconocida versación en materia de derechos humanos. 
 
Artículo 35 
 
La Comisión representa a todos los Miembros que integran la Organización de los Estados Americanos. 
 
Artículo 36 
 
1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General de la 
Organización de una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados Miembros. 
 
2. Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los 
proponga o de cualquier otro Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos. Cuando 
se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado distinto 
del proponente. 
 
Artículo 37 
 
1. Los Miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos una vez, 
pero el mandato de tres de los Miembros designados en la primera elección expirará al cabo de dos 
años. Inmediatamente después de dicha elección se determinarán por sorteo en la Asamblea General 
los nombres de estos tres Miembros. 
 
2. No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo Estado. 
 
Artículo 38 
 
Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración normal del mandato, se 
llenarán por el Consejo Permanente de la Organización de acuerdo con lo que disponga el Estatuto de 
la Comisión. 
 
Artículo 39 
 
La Comisión prepará (sic) su estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y dictará su 
propio Reglamento. 
 
Artículo 40 
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Los servicios de secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la unidad funcional 
especializada que forma parte de la Secretaría General de la Organización y debe disponer de los 
recursos necesarios para cumplir las tareas que le sean encomendadas por la Comisión. 
 
 
Sección 2. Funciones 
 
Artículo 41 
 
La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos 
humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones: 
 
a) estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América: 
 
b) formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados Miembros 
para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus 
leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el 
debido respeto a esos derechos; 
 
c) preparar los estudios o informes que considere convenientes para el desempeño de sus funciones; 
 
d) solicitar de los gobiernos de los Estados Miembros que le proporcionen informes sobre las medidas 
que adopten en materia de derechos humanos; 
 
e) atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, le formulen los Estados Miembros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos 
y, dentro de sus posibilidades, les prestará el asesoramiento que estos le soliciten; 
 
f) actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención; y 
 
g) rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
 
Artículo 42 
 
Los Estados Partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en sus respectivos 
campos someten anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y 
Social y del Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella vele 
porque se promuevan los derechos derivados de las normas económicas, sociales y sobre educación, 
ciencia y cultura contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por 
el Protocolo de Buenos Aires. 
 
Artículo 43 
 
Los Estados Partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones que ésta les solicite 
sobre la manera en que su derecho interno asegura la aplicación efectiva de cualesquiera disposiciones 
de esta Convención. 



 

 

94

 
 
Sección 3. Competencia 
 
Artículo 44 
 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o 
más Estados Miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan 
denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado Parte. 
 
Artículo 45 
 
1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión 
de esta Convención, o en cualquier momento posterior declarar que reconoce la competencia de la 
Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado 
Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en esta Convención. 
 
2. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden admitir y examinar si son 
presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca la referida 
competencia de la Comisión. La Comisión no admitirá ninguna comunicación contra un Estado Parte 
que no haya hecho tal declaración. 
 
3. Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta rija por 
tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos. 
 
4. Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, la que transmitirá copia de las mismas a los Estados Miembros de dicha Organización. 
 
Artículo 46 
 
1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea admitida por 
la Comisión, se requerirá: 
 
a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del 
Derecho Internacional generalmente reconocidos; 
 
b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesionado 
en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva; 
 
c) que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo 
internacional; y 
 
d) que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, el 
domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la entidad que somete la 
petición. 
 
2. Las disposiciones de los incisos 1.a) y 1.b) del presente artículo, no se aplicarán cuando: 
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a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la 
protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; 
 
b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la 
jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y 
 
c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
 
Artículo 47 
 
La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo con los 
artículos 44 ó 45 cuando: 
 
a) falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46; 
 
b) no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta 
Convención; 
 
c) resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifestante infundada la petición o 
comunicación o sea evidente su total improcedencia; y  
 
d) sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la 
Comisión u otro organismo internacional. 
 
 
Sección 4. Procedimiento 
 
Artículo 48 
 
1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de cualquiera de 
los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes términos: 
 
a) si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al Gobierno del 
Estado al cual pertenezca la autoridad señalada como responsable de la violación alegada, 
transcribiendo las partes pertenecientes de la petición o comunicación. 
 
Dichas informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al 
considerar las circunstancias de cada caso. 
 
b) recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, verificará si existen o 
subsisten los motivos de la petición o comunicación. De no existir o subsistir, mandará archivar el 
expediente. 
 
c) podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o comunicación, sobre la 
base de una información o prueba sobrevinientes. 
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d) si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión realizará, con 
conocimiento de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o comunicación. Si fuere 
necesario y conveniente, la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento 
solicitará, y los Estados interesados le proporcionarán todas las facilidades necesarias. 
 
e) podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se le solicita, 
las exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados. 
 
f) se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto 
fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención. 
 
2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo consentimiento 
del Estado en cuyo territorio se alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de 
una petición o comunicación que reúna todos los requisitos formales de admisibilidad. 
 
Artículo 49 
 
Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f) del Artículo 48, la 
Comisión redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los Estados Partes en esta 
Convención y comunicado después, para su publicación al Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos. Este informe obtendrá una breve exposición de los hechos y de la solución 
lograda. Sí cualquiera de las partes en el caso lo solicitan, se les suministrará la más amplia información 
posible. 
 
Artículo 50 
 
1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión ésta redactará un 
informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en 
parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar a dicho 
informe su opinión por separado. También se agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas 
que hayan hecho los interesados en virtud del inciso 1.e) del artículo 48. 
 
2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para publicarlo. 
 
3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y recomendaciones que juzgue 
adecuadas. 
 
Artículo 51 
 
1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe de la 
Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el 
Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por mayoría absoluta de votos 
de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida a su consideración. 
 
2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe 
tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada. 
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3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de sus 
miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica o no su informe. 
 
 
CAPITULO VIII - LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
 
 
Sección 1. Organización 
 
Artículo 52 
 
1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados Miembros de la Organización, 
elegidos a título personal entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en 
materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más 
elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los 
proponga como candidatos. 
 
2. No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad. 
 
Artículo 53 
 
1. Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de votos de los 
Estados Partes en la Convención, en la Asamblea General de la Organización, de una lista de 
candidatos propuestos por esos mismos Estados. 
 
2. Cada uno de los Estados Partes puede proponer hasta tres candidatos nacionales del Estado que los 
propone o de cualquier otro Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos. Cuando se 
proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado distinto del 
proponente. 
 
Artículo 54 
 
1. Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán ser reelegidos una 
vez. El mandato de tres de los jueces designados en la primera elección, expirará al cabo de tres años. 
Inmediatamente después de dicha elección, se determinarán por sorteo en la Asamblea General los 
nombres de estos tres jueces. 
 
2. El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará el período de éste. 
 
3. Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. Sin embargo, seguirán 
conociendo de los casos a que ya se hubieran abocado y que se encuentren en estado de sentencia, a 
cuyos efectos no serán substituidos por los nuevos jueces elegidos. 
 
Artículo 55 
 
1. El juez que sea nacional de alguno de los Estados Partes en el caso sometido a la Corte, conservará 
su derecho a conocer del mismo. 
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2. Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad de uno de los Estados 
Partes, otro Estado Parte en el caso podrá designar a una persona de su elección para que integre la 
Corte en calidad de juez ad hoc. 
 
3. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la nacionalidad de los Estados 
Partes, cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc. 
 
4. El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52. 
 
5. Si varios Estados Partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el caso, se considerarán 
como una sola parte para los fines de las disposiciones precedentes. En caso de duda, la Corte 
decidirá. 
 
Artículo 56 
 
El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces. 
 
Artículo 57 
 
La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte. 
 
Artículo 58 
 
1. La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea General de la Organización, los 
Estados Partes en la Convención, pero podrá celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado 
Miembro de la Organización de los Estados Americanos en que lo considere conveniente por mayoría 
de sus miembros y previa aquiescencia del Estado respectivo. Los Estados Partes en la Convención 
pueden, en la Asamblea General por dos tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte. 
 
2. La Corte designará a su Secretario. 
 
3. El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones que ella celebre fuera de 
la misma. 
 
Artículo 59 
 
La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la dirección del Secretario de la 
Corte, de acuerdo con las normas administrativas de la Secretaría General de la Organización en todo 
lo que no sea incompatible con la independencia de la Corte. Sus funcionarios serán nombrados por el 
Secretario General de la Organización, en consulta con el Secretario de la Corte. 
 
Artículo 60 
 
La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General y dictará su 
Reglamento. 
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Sección 2. Competencia y Funciones 
 
Artículo 61 
 
1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte. 
 
2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los 
procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. 
 
Artículo 62 
 
1. Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión 
de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria de 
pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la 
interpretación o aplicación de esta Convención. 
 
2. La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un plazo 
determinado o para casos específicos. Deberá ser presentada al Secretario General de la Organización, 
quien transmitirá copias de la misma a los otros Estados Miembros de la Organización y al Secretario 
de la Corte. 
 
3. La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de 
las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados Partes en el caso 
hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en los 
incisos anteriores, ora por convención especial. 
 
Artículo 63 
 
1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte 
dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá, 
asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 
 
2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a 
las personas, la Corte, en los asuntos que este conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que 
considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento, podrá 
actuar a solicitud de la Comisión. 
 
Artículo 64 
 
1. Los Estados Miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la interpretación de 
esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los 
Estados Americanos. Asimismo, podrán consultarla, en lo que le compete, los órganos enumerados en 
el capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de 
Buenos Aires. 
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2. La Corte, a solicitud de un Estado Miembro de la Organización, podrá darle opiniones acerca de la 
compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales. 
 
Artículo 65 
 
La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada período 
ordinario de sesiones un informe sobre su labor en el año anterior. De manera especial y con las 
recomendaciones pertinentes, señalará los casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus 
fallos. 
 
 
Sección 3. Procedimientos 
 
Artículo 66 
 
1. El fallo de la Corte será motivado. 
 
2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera de éstos 
tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente o individual. 
 
Artículo 67 
 
El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del 
fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se 
presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo. 
 
Artículo 68 
 
1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso 
en que sean partes. 
 
2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el respectivo país 
por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado. 
 
Artículo 69 
 
El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los Estados Partes en la 
Convención. 
 
 
CAPITULO IX - DISPOSICIONES COMUNES 
 
Artículo 70 
 
1. Los Jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el momento de su elección y 
mientras dure su mandato, de las inmunidades reconocidas a los agentes diplomáticos por el derecho 
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internacional. Durante el ejercicio de sus cargos gozan, además, de los privilegios diplomáticos 
necesarios para el desempeño de sus funciones. 
 
2. No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la Corte ni a los miembros de la 
Comisión por votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones. 
 
Artículo 71 
 
Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembro de la Comisión con otras actividades que 
pudieren afectar su independencia o imparcialidad conforme a lo que se determine en los respectivos 
estatutos. 
 
Artículo 72 
 
Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolumentos y gastos de viaje en la 
forma y condiciones que determinen sus estatutos, teniendo en cuenta la importancia e independencia 
de sus funciones. Tales emolumentos y gastos de viaje serán fijados en el programa-presupuesto de la 
Organización de los Estados Americanos, el que debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su 
Secretaría. A estos efectos, la Corte elaborará su propio proyecto de presupuesto y lo someterá a la 
aprobación de la Asamblea General, por conducto de la Secretaría General. Esta última no podrá 
introducirle modificaciones. 
 
Artículo 73 
 
Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corresponde a la Asamblea General 
de la Organización resolver sobre las sanciones aplicables a los miembros de la Comisión o jueces de 
la Corte que hubiesen incurrido en las causales previstas en los respectivos estatutos. Para dictar una 
resolución se requerirá una mayoría de los dos tercios de los votos de los Estados Miembros de la 
Organización en el caso de los miembros de la Comisión y, además, de los dos tercios de los votos de 
los Estados Partes en la Convención, si se tratare de jueces de la Corte. 
 
 
PARTE III - DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS 
 
 
CAPITULO X - FIRMA, RATIFICACION, RESERVA, ENMIENDA, PROTOCOLO Y DENUNCIA 
 
Artículo 74 
 
1. Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado Miembro de la 
Organización de los Estados Americanos. 
 
2. La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el depósito de un 
instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. Tan pronto como once Estados hayan depositado sus respectivos instrumentos de 
ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor. Respecto a todo otro Estado que la ratifique 
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o adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en vigor en la fecha del depósito de su instrumento 
de ratificación o de adhesión. 
 
3. El Secretario General informará a todos los Estados Miembros de la Organización de la entrada en 
vigor de la Convención. 
 
Artículo 75 
 
Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la convención de 
Viena sobre Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo de 1969. 
 
Artículo 76 
 
1. Cualquier Estado Parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del Secretario General, 
pueden someter a la Asamblea General, para lo que estime conveniente, una propuesta de enmienda a 
esta Convención. 
 
2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que se 
haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al número de los dos tercios 
de los Estados Partes en esta Convención. En cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor 
en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 
 
Artículo 77 
 
1. De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier, Estado Parte y la Comisión 
podrán someter a la consideración de los Estados Partes reunidos con ocasión de la Asamblea 
General, proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir 
progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos y libertades. 
 
2. Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre los Estados 
Partes en el mismo. 
 
Artículo 78 
 
1. Los Estados Partes podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un plazo de 
cinco años a partir de la fecha de entrada en vigor de la misma y mediante un preaviso de un año, 
notificando al Secretario General de la Organización, quien debe informar a las otras Partes. 
 
2. Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado Parte interesado de las obligaciones 
contenidas en esta Convención en lo que concierne a todo hecho que, pudiendo constituir una violación 
de esas obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente a la fecha en la cual la denuncia produce 
efecto. 
 
 
CAPITULO XI - DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
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Sección 1. Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
 
Artículo 79 
 
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado Miembro de 
la Organización que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para miembros de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. El Secretario General prepará (sic) una lista por orden 
alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados Miembros de la Organización al 
menos treinta días antes de la próxima Asamblea General. 
 
Artículo 80 
 
La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que se 
refiere el artículo 79, por votación secreta, de la Asamblea General, y se declararán elegidos los 
candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados Miembros. Si para elegir a todos los miembros de la Comisión resultare 
necesario efectuar varias votaciones, se eliminará sucesivamente, en la forma que determine la 
Asamblea General, a los candidatos que reciban menor número de votos. 
 
 
Sección 2. Corte Interamericana de Derechos Humanos 
 
Artículo 81 
 
Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado Parte que 
presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para jueces de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. El Secretario General presentará una lista por orden alfabético de los candidatos 
presentados y la comunicará a los Estados Partes por lo menos treinta días antes de la próxima 
Asamblea General. 
 
Artículo 82 
 
La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que se refiere 
el artículo 81, por votación secreta de los Estados Partes en la Asamblea General, y se declararán 
elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los 
representantes de los Estados Partes. Si para elegir a todos los jueces de la Corte resultare necesario 
efectuar varias votaciones, se eliminarán sucesivamente, en la forma que determinen los Estados 
Partes, a los candidatos que reciban menor número de votos. 
 
 
DECLARACIONES Y RESERVAS 
 
DECLARACION DE CHILE 
 
La Delegación de Chile pone su firma en esta Convención, sujeta a su posterior aprobación 
parlamentaria y ratificación, conforme a las normas constitucionales vigentes. 
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DECLARACION DEL ECUADOR 
 
La Delegación del Ecuador tiene el honor de suscribir la Convención Americana de Derechos Humanos. 
No cree necesario puntualizar reserva alguna, dejando a salvo, tan sólo, la facultad general contenida 
en la misma convención, que deja a los gobiernos la libertad de ratificarla. 
 
RESERVA DEL URUGUAY 
 
El Artículo 80, numeral 2 de la Constitución de la República Oriental del Uruguay, establece que la 
ciudadanía se suspende "por la condición de legalmente procesado en causa criminal de que pueda 
resultar pena de penitenciaría". Esta limitación al ejercicio de los derechos reconocidos en el Artículo 23 
de la Convención no está contemplada entre las circunstancias que al respecto prevé el parágrafo 2 de 
dicho Artículo 23, por lo que la Delegación del Uruguay formula la reserva pertinente. 
 
 
EN FE DE LO CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, cuyos plenos poderes fueron hallados de buena 
y debida forma, firman esta Convención, que se llamará "PACTO DE SAN JOSE DE COSTA RICA", en 
la ciudad de San José, Costa Rica, el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve. 
 
 
La presente es copia fiel y completa en español de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
"Pacto de San José de Costa Rica", firmada en la ciudad de San José, Costa Rica, el día veintidós del 
mes de noviembre del año de mil novecientos sesenta y nueve. 
 
Extiendo la presente, en veinticuatro páginas útiles, en Tlatelolco, Distrito Federal, a los veinticuatro 
días del mes de marzo del año de mil novecientos ochenta y uno, a fin de incorporarla al Decreto de 
Promulgación respectivo.- La Oficial Mayor de la Secretaría de Relaciones Exteriores, Aída González 
Martínez.- Rúbrica. 
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO 

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su resolución 44/25, de 20 de 
noviembre de 1989 

Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con el artículo 49 

PREÁMBULO 
 
Los Estados Partes en la presente Convención,  

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, 
la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de 
los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana, teniendo presente que 
los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del 
hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y que han decidido promover el progreso 
social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, 

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y en los pactos internacionales de derechos humanos, que toda persona tiene 
todos los derechos y libertades enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición, 

Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones Unidas proclamaron 
que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales, 

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el 
crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe recibir la protección 
y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad, 

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, debe crecer en el 
seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión, 

Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida independiente en sociedad y 
ser educado en el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en 
particular, en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, 

Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha sido enunciada 
en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos 
del Niño adoptada por la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (en particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los 
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organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del 
niño, 

Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, "el niño, por su falta 
de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, 
tanto antes como después del nacimiento", 

Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la 
protección y el bienestar de los niños, con particular referencia a la adopción y la colocación en hogares 
de guarda, en los planos nacional e internacional; las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing); y la Declaración sobre la protección de la 
mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado, 

Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones 
excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan especial consideración, 

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores culturales de cada 
pueblo para la protección y el desarrollo armonioso del niño, 

Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el mejoramiento de las condiciones 
de vida de los niños en todos los países, en particular en los países en desarrollo, 

Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I  

Artículo 1 

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho 
años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de 
edad. 

 
Artículo 2 

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su 
aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el 
color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o 
social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del 
niño, de sus padres o de sus representantes legales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea 
protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las 
opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares. 

Artículo 3 
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1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 2. Los Estados Partes se 
comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, 
teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él 
ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados 
del cuidado o la protección de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades 
competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y competencia de su personal, 
así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada. 

Artículo 4 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar 
efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los derechos 
económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los 
recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional. 

Artículo 5 

Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o, en su 
caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la costumbre local, 
de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la 
evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los derechos 
reconocidos en la presente Convención. 

Artículo 6 

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. 

2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del 
niño. 

Artículo 7 

1. El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a 
un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser 
cuidado por ellos. 

2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su legislación 
nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales 
pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida. 

Artículo 8 
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1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, 
incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias 
ilícitas.  
2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos 
ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer 
rápidamente su identidad. 

Artículo 9 

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de 
éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de 
conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés 
superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los 
casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven 
separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.  

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, se 
ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus 
opiniones.  
3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es 
contrario al interés superior del niño.  

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como la 
detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido a 
cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o 
de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, si 
procede, a otro familiar, información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no 
ser que ello resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes se cerciorarán, además, 
de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias desfavorables para la 
persona o personas interesadas. 

Artículo 10 

1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a tenor de lo dispuesto en el 
párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado 
Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados Partes de 
manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán, además, que la 
presentación de tal petición no traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus 
familiares. 

2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a mantener periódicamente, salvo 
en circunstancias excepcionales, relaciones personales y contactos directos con ambos padres. Con tal 
fin, y de conformidad con la obligación asumida por los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del 
artículo 9, los Estados Partes respetarán el derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país, 
incluido el propio, y de entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto 
solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la seguridad 
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nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de otras personas y 
que estén en consonancia con los demás derechos reconocidos por la presente Convención. 

Artículo 11 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados ilícitos de niños al extranjero 
y la retención ilícita de niños en el extranjero. 

2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación de acuerdos bilaterales o multilaterales 
o la adhesión a acuerdos existentes. 

Artículo 12 

1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el 
derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose 
debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño. 

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial 
o administrativo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un 
órgano apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional. 

Artículo 13 

1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y 
difundir informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito 
o impresas, en forma artística o por cualquier otro medio elegido por el niño.  

2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restricciones, que serán únicamente las que la 
ley prevea y sean necesarias: 

a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o 

b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o para proteger la salud o la moral 
públicas. 

Artículo 14 

1. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión.  

2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los 
representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución 
de sus facultades.  
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3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las 
limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la 
salud públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás. 

Artículo 15 

1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la libertad de asociación y a la libertad de 
celebrar reuniones pacíficas. 

2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintas de las establecidas de 
conformidad con la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional o pública, el orden público, la protección de la salud y la moral públicas o la protección de los 
derechos y libertades de los demás. 

Artículo 16 

1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio 
o su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra y a su reputación. 

2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques. 

Artículo 17 

Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los medios de comunicación y 
velarán por que el niño tenga acceso a información y material procedentes de diversas fuentes 
nacionales e internacionales, en especial la información y el material que tengan por finalidad promover 
su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Estados Partes: 

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y materiales de interés social y 
cultural para el niño, de conformidad con el espíritu del artículo 29; 

b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, el intercambio y la difusión de esa 
información y esos materiales procedentes de diversas fuentes culturales, nacionales e internacionales; 

c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños; 

d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmente en cuenta las necesidades 
lingüísticas del niño perteneciente a un grupo minoritario o que sea indígena; 

e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al niño contra toda información y 
material perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18. 

Artículo 18 

1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que 
ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. 
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Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial de la 
crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. 

2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente Convención, los 
Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales para el 
desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de 
instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los niños. 

 3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres 
trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que 
reúnan las condiciones requeridas. 

Artículo 19 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas 
apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato 
negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la 
custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. 

2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, porcedimientos eficaces para 
el establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a 
quienes cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación, notificación, 
remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos 
de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial. 

Artículo 20 

1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija 
que no permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado. 

2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado 
para esos niños. 

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda, la kafala del 
derecho islámico, la adopción o de ser necesario, la colocación en instituciones adecuadas de 
protección de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular atención a la conveniencia 
de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. 

Artículo 21 

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán de que el interés 
superior del niño sea la consideración primordial y: 

a) Velarán por que la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, las que 
determinarán, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la 
información pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la situación jurídica del niño 
en relación con sus padres, parientes y representantes legales y que, cuando así se requiera, las 
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personas interesadas hayan dado con conocimiento de causa su consentimiento a la adopción sobre la 
base del asesoramiento que pueda ser necesario; 

b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro medio de cuidar del 
niño, en el caso de que éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda o entregado a una familia 
adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el país de origen; 

c) Velarán por que el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de salvaguardias y normas 
equivalentes a las existentes respecto de la adopción en el país de origen; 

d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso de adopción en otro país, la 
colocación no dé lugar a beneficios financieros indebidos para quienes participan en ella; 

e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la concertación de 
arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco, por garantizar 
que la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las autoridades u organismos 
competentes. 

Artículo 22 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño que trate de obtener el 
estatuto de refugiado o que sea considerado refugiado de conformidad con el derecho y los 
procedimientos internacionales o internos aplicables reciba, tanto si está solo como si está acompañado 
de sus padres o de cualquier otra persona, la protección y la asistencia humanitaria adecuadas para el 
disfrute de los derechos pertinentes enunciados en la presente Convención y en otros instrumentos 
internacionales de derechos humanos o de carácter humanitario en que dichos Estados sean partes. 

2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que estimen apropiada, en todos los 
esfuerzos de las Naciones Unidas y demás organizaciones intergubernamentales competentes u 
organizaciones no gubernamentales que cooperen con las Naciones Unidas por proteger y ayudar a 
todo niño refugiado y localizar a sus padres o a otros miembros de su familia, a fin de obtener la 
información necesaria para que se reúna con su familia. En los casos en que no se pueda localizar a 
ninguno de los padres o miembros de la familia, se concederá al niño la misma protección que a 
cualquier otro niño privado permanente o temporalmente de su medio familiar, por cualquier motivo, 
como se dispone en la presente Convención. 

Artículo 23 

1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá disfrutar de una 
vida plena y decente en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo 
y faciliten la participación activa del niño en la comunidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido a recibir cuidados especiales y alentarán 
y asegurarán, con sujeción a los recursos disponibles, la prestación al niño que reúna las condiciones 
requeridas y a los responsables de su cuidado de la asistencia que se solicite y que sea adecuada al 
estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de otras personas que cuiden de él. 



 

 

113

3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia que se preste conforme al 
párrafo 2 del presente artículo será gratuita siempre que sea posible, habida cuenta de la situación 
económica de los padres o de las otras personas que cuiden del niño, y estará destinada a asegurar 
que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sanitarios, 
los servicios de rehabilitación, la preparación para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y 
reciba tales servicios con el objeto de que el niño logre la integración social y el desarrollo individual, 
incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida posible. 

4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación internacional, el intercambio de 
información adecuada en la esfera de la atención sanitaria preventiva y del tratamiento médico, 
psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la difusión de información sobre los métodos de 
rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación profesional, así como el acceso a esa 
información a fin de que los Estados Partes puedan mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su 
experiencia en estas esferas. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de 
los países en desarrollo. 

Artículo 24 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a 
servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se 
esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios 
sanitarios.  

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las 
medidas apropiadas para:  

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;  

b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos 
los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud; 

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud 
mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos 
nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de 
contaminación del medio ambiente; 

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres; 

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, conozcan los 
principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene 
y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención de accidentes, tengan acceso a la educación 
pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la educación y servicios en 
materia de planificación de la familia. 
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3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para abolir las 
prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños. 

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación internacional con miras a 
lograr progresivamente la plena realización del derecho reconocido en el presente artículo. A este 
respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. 

Artículo 25 

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en un establecimiento por las 
autoridades competentes para los fines de atención, protección o tratamiento de su salud física o mental 
a un examen periódico del tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circunstancias propias 
de su internación. 

Artículo 26 

1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a beneficiarse de la seguridad social, 
incluso del seguro social, y adoptarán las medidas necesarias para lograr la plena realización de este 
derecho de conformidad con su legislación nacional. 

2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en cuenta los recursos y la 
situación del niño y de las personas que sean responsables del mantenimiento del niño, así como 
cualquier otra consideración pertinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o en su 
nombre. 

Artículo 27 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 

2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de 
proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean 
necesarias para el desarrollo del niño. 

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, 
adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a 
dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de 
apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión 
alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el 
niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero. En particular, cuando la persona 
que tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que resida 
el niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios internacionales o la concertación de 
dichos convenios, así como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados. 

Artículo 28 
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1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer 
progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular: 

a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos; 

b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza 
general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar 
medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de asistencia 
financiera en caso de necesidad; 

c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por cuantos medios 
sean apropiados; 

d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales y 
profesionales y tengan acceso a ellas; 

e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción 
escolar. 

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por que la disciplina 
escolar se administre de modo compatible con la dignidad humana del niño y de conformidad con la 
presente Convención. 3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en 
cuestiones de educación, en particular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y el analfabetismo en 
todo el mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos modernos de 
enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países en 
desarrollo. 

Artículo 29 Observación general sobre su aplicación  

1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada a: 

a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de 
sus posibilidades; b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
y de los principios consagrados en la Carta de las Naciones Unidas; c) Inculcar al niño el respeto de sus 
padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en 
que vive, del país de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; d) Preparar al niño 
para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, 
igualdad de los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y 
personas de origen indígena; e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como una restricción 
de la libertad de los particulares y de las entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, 
a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 del presente artículo y de que 
la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado. 

Artículo 30 
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En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas de origen indígena, 
no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho que le 
corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar 
y practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma. 

Artículo 31 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al juego y a las 
actividades recreativas propias de su edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes. 

2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar plenamente en la vida 
cultural y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, de participar en 
la vida cultural, artística, recreativa y de esparcimiento. 

Artículo 32 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica 
y contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que 
sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. 

2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales para 
garantizar la aplicación del presente artículo. Con ese propósito y teniendo en cuenta las disposiciones 
pertinentes de otros instrumentos internacionales, los Estados Partes, en particular: 

a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar; b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los 
horarios y condiciones de trabajo; 

 c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar la aplicación efectiva del 
presente artículo. 

Artículo 33 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educacionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito de los 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y 
para impedir que se utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias. 

Artículo 34 

Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso 
sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de carácter 
nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir:  

a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal; 

b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; 
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c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos. 

Artículo 35 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean 
necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma. 

Artículo 36 

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de explotación que sean 
perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar. 

Artículo 37 

Los Estados Partes velarán por que:  

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No 
se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos 
cometidos por menores de 18 años de edad; 

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la 
prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de 
último recurso y durante el período más breve que proceda; 

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad 
inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas 
de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que 
ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto con su 
familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra 
asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un 
tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha 
acción. 

Artículo 38 

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar por que se respeten las normas del derecho 
internacional humanitario que les sean aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes para 
el niño. 

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las personas que aún 
no hayan cumplido los 15 años de edad no participen directamente en las hostilidades. 
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3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas que no hayan 
cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean 
menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad. 

4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional humanitario de proteger a 
la población civil durante los conflictos armados, los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños afectados por un conflicto armado. 

Artículo 39 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación física y 
psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de abandono, explotación o 
abuso; tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos armados. 
Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente que fomente la salud, el respeto de 
sí mismo y la dignidad del niño. 

Artículo 40 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes 
penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera 
acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad 
del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función 
constructiva en la sociedad. 

2. Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los 
Estados Partes garantizarán, en particular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a 
ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las 
leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron;  

b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber 
infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se le presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 

ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus 
padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia 
jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa; 

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, 
independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor 
jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interés 
superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes 
legales; 
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iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que 
se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en 
condiciones de igualdad;   
 

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida 
impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior 
competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; 

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma 
utilizado; vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de 
leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que 
han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas 
leyes, y en particular: 

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen 
capacidad para infringir las leyes penales;  

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a 
procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos 
y las garantías legales. 

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, 
el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza 
y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para 
asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción 
tanto con sus circunstancias como con la infracción. 

Artículo 41 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más 
conducentes a la realización de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en: 

a) El derecho de un Estado Parte; o 

b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 

PARTE II  

Artículo 42 

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los principios y disposiciones de la 
Convención por medios eficaces y apropiados, tanto a los adultos como a los niños. 
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Artículo 43 

1. Con la finalidad de examinar lor progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones 
contraídas por los Estados Partes en la presente Convención, se establecerá un Comité de los 
Derechos del Niño que desempeñará las funciones que a continuación se estipulan. 

2. El Comité estará integrado por diez expertos de gran integridad moral y reconocida competencia en 
las esferas reguladas por la presente Convención. Los miembros del Comité serán elegidos por los 
Estados Partes entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título personal, teniéndose 
debidamente en cuenta la distribución geográfica, así como los principales sistemas jurídicos. 
(enmienda) 

3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de una lista de personas designadas 
por los Estados Partes. Cada Estado Parte podrá designar a una persona escogida entre sus propios 
nacionales. 

4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la entrada en vigor de la 
presente Convención y ulteriormente cada dos años. Con cuatro meses, como mínimo, de antelación 
respecto de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a 
los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. El 
Secretario General preparará después una lista en la que figurarán por orden alfabético todos los 
candidatos propuestos, con indicación de los Estados Partes que los hayan designado, y la comunicará 
a los Estados Partes en la presente Convención. 5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los 
Estados Partes convocada por el Secretario General en la Sede de las Naciones Unidas. En esa 
reunión, en la que la presencia de dos tercios de los Estados Partes constituirá quórum, las personas 
seleccionadas para formar parte del Comité serán aquellos candidatos que obtengan el mayor número 
de votos y una mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y 
votantes. 

6. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se 
presenta de nuevo su candidatura. El mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera 
elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de efectuada la primera elección, el 
presidente de la reunión en que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de esos cinco miembros. 

7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cualquier otra causa no puede seguir 
desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que propuso a ese miembro designará 
entre sus propios nacionales a otro experto para ejercer el mandato hasta su término, a reserva de la 
aprobación del Comité. 

8. El Comité adoptará su propio reglamento. 

9. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 

10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en 
cualquier otro lugar conveniente que determine el Comité. El Comité se reunirá normalmente todos los 
años. La duración de las reuniones del Comité será determinada y revisada, si procediera, por una 
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reunión de los Estados Partes en la presente Convención, a reserva de la aprobación de la Asamblea 
General. 

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios 
para el desempeño eficaz de las funciones del Comité establecido en virtud de la presente Convención. 

12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité establecido en virtud de la 
presente Convención recibirán emolumentos con cargo a los fondos de las Naciones Unidas, según las 
condiciones que la Asamblea pueda establecer. 

Artículo 44 

1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto del Secretario General de 
las Naciones Unidas, informes sobre las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los derechos 
reconocidos en la Convención y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de esos 
derechos: 

 a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada Estado Parte haya entrado en vigor 
la presente Convención; 

b) En lo sucesivo, cada cinco años. 

2. Los informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar las circunstancias y 
dificultades, si las hubiere, que afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
presente Convención. Deberán asimismo, contener información suficiente para que el Comité tenga 
cabal comprensión de la aplicación de la Convención en el país de que se trate. 

3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial completo al Comité no necesitan repetir, 
en sucesivos informes presentados de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del párrafo 1 del 
presente artículo, la información básica presentada anteriormente. 

4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información relativa a la aplicación de la Convención. 

5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por conducto 
del Consejo Económico y Social, informes sobre sus actividades. 

6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión entre el público de sus países 
respectivos. 

Artículo 45 

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de estimular la cooperación 
internacional en la esfera regulada por la Convención: 

a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos 
de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de 
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aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en el ámbito de su mandato. El Comité 
podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a 
otros órganos competentes que considere apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado 
sobre la aplicación de la Convención en los sectores que son de incumbencia de sus respectivos 
mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que presenten informes sobre la aplicación 
de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en el ámbito de sus actividades; 

b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos especializados, al Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia y a otros órganos competentes, los informes de los Estados Partes 
que contengan una solicitud de asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique esa 
necesidad, junto con las observaciones y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca de esas 
solicitudes o indicaciones; 

c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al Secretario General que efectúe, en 
su nombre, estudios sobre cuestiones concretas relativas a los derechos del niño; 

d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales basadas en la información 
recibida en virtud de los artículos 44 y 45 de la presente Convención. Dichas sugerencias y 
recomendaciones generales deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y notificarse a la 
Asamblea General, junto con los comentarios, si los hubiere, de los Estados Partes. 

PARTE III  

Artículo 46 

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 

Artículo 47 

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 48 

La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 49 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que haya sido 
depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado 
el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día 
después del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesión. 
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Artículo 50 

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, 
pidiéndoles que les notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin 
de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de 
esa notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el 
Secretario General convocará una conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de Estados Partes, presentes y votantes en la conferencia, será sometida por 
el Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación. 

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
cuando haya sido aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptada por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 

3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan 
aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones de la 
presente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 

Artículo 51 

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el texto de 
las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión. 

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Convención. 

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación hecha a ese 
efecto y dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará a todos los Estados. Esa 
notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción por el Secretario General. 

Artículo 52 

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación hecha por escrito al 
Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en 
que la notificación haya sido recibida por el Secretario General.  

Artículo 53 

Se desgina depositario de la presente Convención al Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 54 

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
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EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, debidamente autorizados para ello 
por sus respectivos gobiernos, han firmado la presente Convención. 
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REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE 
MENORES (REGLAS DE BEIJING) 

PRIMERA PARTE 

PRINCIPIOS GENERALES 

1. Orientaciones fundamentales 

1.1 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus respectivos intereses generales, 
promover el bienestar del menor y de su familia. 

1.2 Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones que garanticen al menor una vida 
significativa en la comunidad fomentando, durante el período de edad en que el menor es más 
propenso a un comportamiento desviado, un proceso de desarrollo personal y educación lo más exento 
de delito y delincuencia posible. 

1.3 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir con 
arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que tenga problemas 
con la ley, se concederá la debida importancia a la adopción de medidas concretas que permitan 
movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios y otros 
grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de la comunidad. 

1.4 La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo 
nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los 
menores, de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden 
pacífico de la sociedad. 

1.5 Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las condiciones económicas, sociales y 
culturales que predominen en cada uno de los Estados Miembros. 

1.6 Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coordinarán sistemáticamente con miras a 
elevar y mantener la competencia de sus funcionarios, e incluso los métodos, enfoques y actitudes 
adoptados. 

Comentario 

Estas orientaciones básicas de carácter general se refieren a la política social en su conjunto y tienen 
por objeto promover el bienestar del menor en la mayor medida posible, lo que permitiría reducir al 
mínimo el número de casos en que haya de intervenir el sistema de justicia de menores y, a su vez, 
reduciría al mínimo los perjuicios que normalmente ocasiona cualquier tipo de intervención. Esas 
medidas de atención de los menores con fines de prevención del delito antes del comienzo de la vida 
delictiva constituyen requisitos básicos de política destinados a obviar la necesidad de aplicar las 
presentes Reglas. 

Las reglas 1.1 a 1.3 señalan el importante papel que una política social constructiva respecto al 
menor puede desempeñar, entre otras cosas, en la prevención del delito y la delincuencia 
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juveniles. La regla 1.4 define la justicia de menores como parte integrante de la justicia social 
por los menores, mientras que la regla 1.6 se refiere a la necesidad de perfeccionar la justicia de 
menores de manera continua, para que no quede a la zaga de la evolución de una política social 
progresiva en relación con el menor en general, teniendo presente la necesidad de mejorar de 
manera coherente los servicios de personal. 

La regla 1.5 procura tener en cuenta las condiciones imperantes en los Estados Miembros, que podrían 
ocasionar que la manera de aplicar determinadas reglas en uno de ellos fuera necesariamente diferente 
de la manera adoptada en otros Estados. 

2. Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas 

2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se aplicarán a los menores delincuentes con 
imparcialidad, sin distinción alguna, por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición. 

2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros aplicarán las definiciones siguientes 
en forma compatible con sus respectivos sistemas y conceptos jurídicos: 

a) Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser castigado por 
un delito en forma diferente a un adulto; 

b) Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado por la ley con arreglo al sistema jurídico de 
que se trate; y 

c) Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputado la comisión de un delito o se le ha 
considerado culpable de la comisión de un delito. 

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, normas y disposiciones 
aplicables específicamente a los menores delincuentes, así como a los órganos e instituciones 
encargados de las funciones de administración de la justicia de menores, conjunto que tendrá por 
objeto: 

a) Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mismo tiempo proteger sus 
derechos básicos; 

b) Satisfacer las necesidades de la sociedad; 

c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación. 

Comentario 

Las Reglas mínimas se han formulado deliberadamente de manera que sean aplicables en diferentes 
sistemas jurídicos y, al mismo tiempo, establezcan algunas normas mínimas para el tratamiento de los 
menores delincuentes con arreglo a cualquier definición de la noción de joven y a cualquier sistema de 
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tratamiento de los menores delincuentes. Las Reglas se aplicarán siempre con imparcialidad y sin 
distinción alguna. 

Por lo tanto, la regla 2.1 destaca la importancia de que las Reglas se apliquen siempre con 
imparcialidad y sin distinción alguna. Su formación responde al principio 2 de la Declaración de los 
Derechos del Niño. 

La regla 2.2 define «menor» y «delito» como componentes del concepto de «menor delincuente», que 
es el objeto principal de las presentes Reglas mínimas (no obstante, véanse también las reglas 3 y 4). 
Cabe señalar que las reglas disponen expresamente que corresponderá a cada sistema jurídico 
nacional fijar las edades mínima y máxima a estos efectos, respetando así cabalmente los sistemas 
económico, social, político, cultural y jurídico de los Estados Miembros. Ello significa que la noción de 
«menor» se aplicará a jóvenes de edades muy diferentes, edades que van de los 7 años hasta los 18 
años o más. Dicha flexibilidad parece inevitable en vista de la diversidad de sistemas jurídicos 
nacionales, tanto más cuanto que no restringe los efectos de las Reglas mínimas. 

La regla 2.3 responde a la necesidad de leyes nacionales que tengan expresamente por objeto la 
aplicación óptima de las Reglas mínimas, tanto desde un punto de vista jurídico como práctico. 

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas 

3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplicarán a los menores delincuentes, sino 
también a los menores que puedan ser procesados por realizar cualquier acto concreto que no sea 
punible tratándose del comportamiento de los adultos. 

3.2 Se procurará extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a todos los menores 
comprendidos en los procedimientos relativos a la atención al menor y a su bienestar. 

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a los 
delincuentes adultos jóvenes. 

Comentario 

La regla 3 amplía el ámbito de aplicación de la protección otorgada por las Reglas mínimas para la 
administración de la justicia de menores de modo que abarque: 

a) Los llamados «delitos en razón de su condición» previstos en diversos sistemas jurídicos nacionales 
con arreglo a los cuales se considera delito en los menores una gama de comportamiento distinta y, por 
lo general, más amplia que en el caso de los adultos (por ejemplo, ausencias injustificadas, 
desobediencia en la escuela y en la familia, ebriedad en público, etc.) (regla 3.1); 

b) Los procedimientos relativos a la atención al menor y a su bienestar (regla 3.2); 

c) El procesamiento de los delincuentes adultos jóvenes, aunque en este caso la aplicación de las 
Reglas dependerá de las disposiciones pertinentes sobre la mayoría de edad (regla 3.3). 
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La ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas de modo que abarquen las tres esferas antes 
mencionadas parece justificada. La regla 3.1 prevé garantías mínimas en esas esferas, y se estima que 
la regla 3.2 constituye un paso positivo en el establecimiento de un sistema más imparcial, equitativo y 
humano de justicia para todos los menores que transgredan la ley. 

4. Mayoría de edad penal 

4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de mayoría de edad penal con respecto a los 
menores, su comienzo no deberá fijarse a una edad demasiado temprana habida cuenta de las 
circunstancias que acompañan a la madurez emocional, mental e intelectual. 

Comentario 

La edad mínima a efectos de responsabilidad penal varía considerablemente en función de factores 
históricos y culturales. El enfoque moderno consiste en examinar si los niños pueden hacer honor a los 
elementos morales y sicológicos de responsabilidad penal; es decir, si puede considerarse al niño, en 
virtud de su discernimiento y comprensión individuales, responsable de un comportamiento 
esencialmente antisocial. Si el comienzo de la mayoría de edad penal se fija a una edad demasiado 
temprana o si no se establece edad mínima alguna, el concepto de responsabilidad perdería todo 
sentido. En general, existe una estrecha relación entre el concepto de responsabilidad que dimana del 
comportamiento delictivo o criminal y otros derechos y responsabilidades sociales (como el estado civil, 
la mayoría de edad a efectos civiles, etc.). 

Por consiguiente, es necesario que se hagan esfuerzos para convenir en una edad mínima razonable 
que pueda aplicarse a nivel internacional. 

5. Objetivos de la justicia de menores 

5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de éstos y garantizará que cualquier 
respuesta a los menores delincuentes será en todo momento proporcionada a las circunstancias del 
delincuente y del delito. 

Comentario 

La regla 5 se refiere a dos de los más importantes objetivos de la justicia de menores. El primer objetivo 
es el fomento del bienestar del menor. Este es el enfoque principal de los sistemas jurídicos en que los 
menores delincuentes son procesados por tribunales de familia o autoridades administrativas, pero 
también debe hacerse hincapié en el bienestar de los menores en los sistemas judiciales que siguen el 
modelo del tribunal penal, contribuyendo así a evitar las sanciones meramente penales. (Véase también 
la regla 14.) 

El segundo objetivo es el «principio de la proporcionalidad». Este principio es conocido como un 
instrumento para restringir las sanciones punitivas, y se expresa principalmente mediante la fórmula de 
que el autor ha de llevarse su merecido según la gravedad del delito. La respuesta a los jóvenes 
delincuentes no sólo deberá basarse en el examen de la gravedad del delito, sino también en 
circunstancias personales. Las circunstancias individuales del delincuente (por ejemplo, su condición 
social, su situación familiar, el daño causado por el delito u otros factores en que intervengan 
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circunstancias personales) han de influir en la proporcionalidad de la reacción (por ejemplo, teniendo en 
consideración los esfuerzos del delincuente para indemnizar a la víctima o su buena disposición para 
comenzar una vida sana y útil). 

Por el mismo motivo, las respuestas destinadas a asegurar el bienestar del joven delincuente pueden 
sobrepasar lo necesario y, por consiguiente, infringir los derechos fundamentales del joven, como ha 
ocurrido en algunos sistemas de justicia de menores. En este aspecto también corresponde 
salvaguardar la proporcionalidad de la respuesta en relación con las circunstancias del delincuente y del 
delito, incluida la víctima. 

En definitiva, la regla 5 sólo exige que la respuesta en los casos concretos de delincuencia o 
criminalidad de menores sea adecuada, ni más ni menos. Los temas que las reglas vinculan entre sí 
pueden contribuir a estimular adelantos en ambos sentidos: los tipos de respuesta nuevos e 
innovadores son tan necesarios como las precauciones para evitar cualquier ampliación indebida de la 
red de control social oficial sobre los menores. 

6. Alcance de las facultades discrecionales 

6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los menores, así como de la diversidad 
de medidas disponibles, se facultará un margen suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales 
en las diferentes etapas de los juicios y en los distintos niveles de la administración de justicia de 
menores, incluidos los de investigación, procesamiento, sentencia y de las medidas complementarias 
de las decisiones. 

6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida competencia en todas las fases y niveles en el 
ejercicio de cualquiera de esas facultades discrecionales. 

6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar especialmente preparados o capacitados para 
hacerlo juiciosamente y en consonancia con sus respectivas funciones y mandatos. 

Comentario 

Las reglas 6.1, 6.2 y 6.3 tratan varios aspectos importantes de una administración de justicia de 
menores eficaz, justa y humanitaria: la necesidad de permitir el ejercicio de las facultades discrecionales 
en todos los niveles importantes del procedimiento, de modo que los que adoptan determinaciones 
puedan tomar las medidas que estimen más adecuadas en cada caso particular, y la necesidad de 
prever controles y equilibrios a fin de restringir cualquier abuso de las facultades discrecionales y 
salvaguardar los derechos del joven delincuente. La competencia y el profesionalismo son los 
instrumentos más adecuados para restringir el ejercicio excesivo de dichas facultades. Por ello, se hace 
especial hincapié en la idoneidad profesional y en la capacitación de los expertos como un medio 
valioso para asegurar el ejercicio prudente de las facultades discrecionales en materia de delincuencia 
de menores. (Véanse también las reglas 1.6 y 2.2.) En este contexto, se pone de relieve la formulación 
de directrices concretas acerca del ejercicio de dichas facultades y el establecimiento de un sistema de 
revisión y de apelación u otro sistema análogo a fin de permitir el examen minucioso de las decisiones y 
la competencia. Esos mecanismos no se concretan en el presente documento, pues no se prestan 
fácilmente para incorporarlos en reglas mínimas internacionales, que probablemente no podrán abarcar 
todas las diferencias que existen en los sistemas judiciales. 
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7. Derechos de los menores 

7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas tales como la 
presunción de inocencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, el derecho a no responder, el 
derecho al asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho a la 
confrontación con los testigos y a interrogar a éstos y el derecho de apelación ante una autoridad 
superior. 

Comentario 

La regla 7.1 hace hincapié en algunos aspectos importantes que representan elementos fundamentales 
de todo juicio imparcial y justo y que son internacionalmente reconocidos en los instrumentos de 
derechos humanos vigentes. (Véase también la regla 14.) La presunción de inocencia, por ejemplo, 
también figura en el artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el párrafo 2 del 
artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Las reglas 14 y siguientes de las presentes Reglas mínimas precisan cuestiones que son importantes 
con respecto al procedimiento en los asuntos de menores en particular, mientras que la regla 7.1 ratifica 
en forma general las garantías procesales más fundamentales. 

8. Protección de la intimidad 

8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difamación perjudiquen a los menores, se 
respetará en todas las etapas el derecho de los menores a la intimidad. 

8.2 En principio, no se publicará ninguna información que pueda dar lugar a la individualización de un 
menor delincuente. 

Comentario 

La regla 8 destaca la importancia de la protección del derecho de los menores a la intimidad. Los 
jóvenes son particularmente vulnerables a la difamación. Los estudios criminológicos sobre los 
procesos de difamación han suministrado pruebas sobre los efectos perjudiciales (de diversos tipos) 
que dimanan de la individualización permanente de los jóvenes como «delincuentes» o «criminales». 

La regla 8 también hace hincapié en la importancia de proteger a los menores de los efectos adversos 
que pueden resultar de la publicación en los medios de comunicación de informaciones acerca del caso 
(por ejemplo, el nombre de los menores que se presume delincuentes o que son condenados). 
Corresponde proteger y defender, al menos en principio, el interés de la persona. (El contenido general 
de la regla 8 se sigue concretando en la regla 21.) 

9. Cláusulas de salvedad 

9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser interpretada en el sentido de excluir a los 
menores del ámbito de la aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos 
aprobadas por las Naciones Unidas y de otros instrumentos y normas reconocidos por la comunidad 
internacional relativos al cuidado y protección de los jóvenes. 
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Comentario 

La regla 9 tiene por objeto evitar todo equívoco en lo tocante a la interpretación y aplicación de las 
presentes Reglas en consonancia con los principios contenidos en los instrumentos y normas 
internacionales pertinentes -vigentes o en desarrollo- relativos a los derechos humanos, como la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración de los 
Derechos del Niño y el proyecto de convención sobre los derechos del niño. Conviene precisar que la 
aplicación de las presentes Reglas es sin perjuicio del cumplimiento de cualesquiera instrumentos 
internacionales que contengan disposiciones de aplicación más amplia. (Véase también la regla 27.) 

SEGUNDA PARTE 

INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO 

10. Primer contacto 

10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notificará inmediatamente a sus padres o su 
tutor, y cuando no sea posible dicha notificación inmediata, se notificará a los padres o al tutor en el 
más breve plazo posible. 

10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin demora la posibilidad de poner en 
libertad al menor. 

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstancias de cada caso, se establecerán 
contactos entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y el menor delincuente para proteger 
la condición jurídica del menor, promover su bienestar y evitar que sufra daño. 

Comentario 

En principio, la regla 10.1 figura en la regla 92 de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos. 

La posibilidad de poner en libertad al menor (regla 10.2) deberá ser examinada sin demora por el juez u 
otros funcionarios competentes. Por éstos se entiende toda persona o institución en el más amplio 
sentido de la palabra, incluidas las juntas de la comunidad y las autoridades de policía, que tengan 
facultades para poner en libertad a la persona detenida. (Véase también el párr. 3 del artículo 9 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.) 

La regla 10.3 trata de algunos aspectos fundamentales del procedimiento y del comportamiento que 
deben observar los agentes de policía y otros funcionarios encargados de hacer cumplir la ley en los 
casos de delincuencia de menores. La expresión «evitar ... daño» constituye una fórmula flexible que 
abarca múltiples aspectos de posible interacción (por ejemplo, el empleo de un lenguaje duro, la 
violencia física, el contacto con el ambiente). Como la participación en actuaciones de la justicia de 
menores puede por sí sola causar «daño» a los menores, la expresión «evitar ... daño» debe, por 
consiguiente, interpretarse en el sentido amplio de reducir al mínimo el daño al menor en la primera 
instancia, así como cualquier daño adicional o innecesario. Ello es de particular importancia en el primer 
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contacto con las organizaciones encargadas de hacer cumplir la ley, que puede influir profundamente 
en la actitud del menor hacia el Estado y la sociedad. Además, el éxito de cualquier otra intervención 
depende en gran medida de esos primeros contactos. En tales casos, la comprensión y la firmeza 
bondadosa son importantes. 

11. Remisión de casos 

11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse de los menores delincuentes sin recurrir 
a las autoridades competentes, mencionadas en la regla 14.1 infra, para que los juzguen oficialmente. 

11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organismos que se ocupen de los casos de delincuencia de 
menores estarán facultados para fallar dichos casos discrecionalmente, sin necesidad de vista oficial, 
con arreglo a los criterios establecidos al efecto en los respectivos sistemas jurídicos y también en 
armonía con los principios contenidos en las presentes Reglas. 

11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a disposición de las instituciones pertinentes de la 
comunidad o de otro tipo estará supeditada al consentimiento del menor o al de sus padres o su tutor; 
sin embargo, la decisión relativa a la remisión del caso se someterá al examen de una autoridad 
competente, cuando así se solicite. 

11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los casos de menores, se procurará facilitar a la 
comunidad programas de supervisión y orientación temporales, restitución y compensación a las 
víctimas. 

Comentario 

La remisión, que entraña la supresión del procedimiento ante la justicia penal y, con frecuencia, la 
reorientación hacia servicios apoyados por la comunidad, se practica habitualmente en muchos 
sistemas jurídicos con carácter oficial y oficioso. Esta práctica sirve para mitigar los efectos negativos de 
la continuación del procedimiento en la administración de la justicia de menores (por ejemplo, el estigma 
de la condena o la sentencia). En muchos casos la no intervención sería la mejor respuesta. Por ello la 
remisión desde el comienzo y sin envío a servicios sustitutorios (sociales) puede constituir la respuesta 
óptima. Así sucede especialmente cuando el delito no tiene un carácter grave y cuando la familia, la 
escuela y otras instituciones de control social oficioso han reaccionado ya de forma adecuada y 
constructiva o es probable que reaccionen de ese modo. 

Como se prevé en la regla 11.2, la remisión puede utilizarse en cualquier momento del proceso de 
adopción de decisiones por la policía, el Ministerio fiscal u otros órganos como los tribunales, juntas o 
consejos. La remisión pueden realizarla una, varias o todas las autoridades, según las reglas y normas 
de los respectivos sistemas y en consonancia con las presentes Reglas. No debe limitarse 
necesariamente a los casos menores, de modo que la remisión se convierta en un instrumento 
importante. 

La regla 11.3 pone de relieve el requisito primordial de asegurar el consentimiento del menor 
delincuente (o de sus padres o tutores) con respecto a las medidas de remisión recomendadas (la 
remisión que consiste en la prestación de servicios a la comunidad sin dicho consentimiento constituiría 
una infracción al Convenio sobre la abolición del trabajo forzoso). No obstante, es necesario que la 
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validez del consentimiento se pueda impugnar, ya que el menor algunas veces podría prestarlo por pura 
desesperación. La regla subraya que se deben tomar precauciones para disminuir al mínimo la 
posibilidad de coerción e intimidación en todos los niveles del proceso de remisión. Los menores no han 
de sentirse presionados (por ejemplo, a fin de evitar la comparecencia ante el tribunal) ni deben ser 
presionados para lograr su consentimiento en los programas de remisión. Por ello se aconseja que se 
tomen disposiciones para una evaluación objetiva de la conveniencia de que intervenga una «autoridad 
competente cuando así se solicite» en las actuaciones relativas a menores delincuentes. (La «autoridad 
competente» puede ser distinta de la que se menciona en la regla 14.) 

La regla 11.4 recomienda que se prevean opciones sustitutorias viables del procesamiento ante la 
justicia de menores en la forma de una remisión basada en la comunidad. Se recomiendan 
especialmente los programas que entrañan la avenencia mediante la indemnización de la víctima y los 
que procuran evitar futuras transgresiones de la ley gracias a la supervisión y orientación temporales. 
Los antecedentes de fondo de los casos particulares determinarán el carácter adecuado de la remisión, 
aun cuando se hayan cometido delitos más graves (por ejemplo, el primer delito, el hecho de que se 
haya cometido bajo la presión de los compañeros del menor, etc.). 

12. Especialización policial 

12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los agentes de policía que traten a menudo o de 
manera exclusiva con menores o que se dediquen fundamentalmente a la prevención de la delincuencia 
de menores, recibirán instrucción y capacitación especial. En las grandes ciudades habrá contingentes 
especiales de policía con esa finalidad. 

Comentario 

La regla 12 señala la necesidad de impartir una formación especializada a todos los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley que intervengan en la administración de la justicia de menores. 
Como la policía es el primer punto de contacto con el sistema de la justicia de menores, es muy 
importante que actúe de manera informada y adecuada. 

Aunque la relación entre la urbanización y el delito es sin duda compleja, el incremento de la 
delincuencia juvenil va unido al crecimiento de las grandes ciudades, sobre todo a un crecimiento rápido 
y no planificado. Por consiguiente, son indispensables contingentes especializados de policía, no sólo 
como garantía de la aplicación de los principios concretos previstos en el presente instrumento (como la 
regla 1.6), sino también, de forma más general, para mejorar la prevención y represión de la 
delincuencia de menores y el tratamiento de los menores delincuentes. 

13. Prisión preventiva 

13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y durante el plazo más breve posible. 

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias de la prisión preventiva, como la 
supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a una familia o el traslado a un hogar o a una 
institución educativa. 
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13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva gozarán de todos los derechos y garantías 
previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones 
Unidas. 

13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán separados de los adultos y recluidos 
en establecimientos distintos o en recintos separados en los establecimientos en que haya detenidos 
adultos. 

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán cuidados, protección y toda la 
asistencia -social, educacional, profesional, sicológica, médica y física- que requieran, habida cuenta de 
su edad, sexo y características individuales. 

Comentario 

No se debe subestimar el peligro de que los menores sufran «influencias corruptoras» mientras se 
encuentren en prisión preventiva. De ahí la importancia de insistir en la necesidad de medidas 
sustitutorias. De esta forma la regla 13.1 anima a idear medidas nuevas e innovadoras que permitan 
evitar dicha prisión preventiva en interés del bienestar del menor. 

Los menores que se encuentren en prisión preventiva deben gozar de todos los derechos y garantías 
previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, así como en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, especialmente en el artículo 9, en el inciso b del párrafo 2 del artículo 
10 y en el párrafo 3 de dicho artículo. 

La regla 13.4 no impedirá a los Estados tomar otras medidas contra la influencia negativa de los 
delincuentes adultos que sean al menos tan eficaces como las mencionadas en la regla. 

Las diferentes formas de asistencia que pueden llegar a ser necesarias se han enumerado para señalar 
la amplia gama de necesidades concretas de los jóvenes reclusos que hay que atender (por ejemplo, 
mujeres u hombres, toxicómanos, alcohólicos, menores con perturbaciones mentales, jóvenes que 
sufren el trauma, por ejemplo, del propio arresto, etc.). 

Las diversas características físicas y sicológicas de los jóvenes reclusos pueden justificar medidas de 
clasificación por las que algunos de ellos estén recluidos aparte mientras se encuentren en prisión 
preventiva, lo que contribuye a evitar que se conviertan en víctimas de otros reclusos y permite 
prestarles una asistencia más adecuada. 

El Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
en su resolución 4, sobre la elaboración de normas de justicia de menores, especificaba que dichas 
reglas debían, entre otras cosas, reflejar el principio básico de que la prisión preventiva debe usarse 
únicamente como último recurso, que no debe mantenerse a ningún menor en una institución donde 
sea vulnerable a las influencias negativas de reclusos adultos y que deben tenerse siempre en cuenta 
las necesidades propias de su estado de desarrollo. 

TERCERA PARTE 

DE LA SENTENCIA Y LA RESOLUCIÓN 
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14. Autoridad competente para dictar sentencia 

14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto de remisión (con arreglo a la regla 11) será 
puesto a disposición de la autoridad competente (corte, tribunal, junta, consejo, etc.), que decidirá con 
arreglo a los principios de un juicio imparcial y equitativo. 

14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se sustanciará en un ambiente de 
comprensión, que permita que el menor participe en él y se exprese libremente. 

Comentario 

No es fácil elaborar una definición de órgano o persona competente para dictar sentencia que goce de 
aceptación universal. Con «autoridad competente» se trata de designar a aquellas personas que 
presiden cortes o tribunales (unipersonales o colegiados), incluidos los jueces letrados y no letrados, así 
como las administrativas (por ejemplo, los sistemas escocés y escandinavo), u otros organismos 
comunitarios y más oficiosos de arbitraje, cuya naturaleza les faculte para dictar sentencia. 

Sea como fuere, el procedimiento aplicable a los menores delincuentes deberá ceñirse a las reglas 
mínimas que se aplican en casi todo el mundo a todo delincuente que disponga de defensa con arreglo 
al procedimiento penal conocido como «debido proceso legal». De conformidad con el debido proceso, 
en un «juicio imparcial y equitativo» deben darse garantías tales como la presunción de inocencia, la 
presentación y examen de testigos, la igualdad en materia de medios de defensa judicial, el derecho a 
no responder, el derecho a decir la última palabra en la vista, el derecho de apelación, etc. (Véase 
también la regla 7.1.) 

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores 

15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar por un asesor jurídico durante todo el proceso o a 
solicitar asistencia jurídica gratuita cuando esté prevista la prestación de dicha ayuda en el país. 

15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar en las actuaciones y la autoridad competente 
podrá requerir su presencia en defensa del menor. No obstante, la autoridad competente podrá denegar 
la participación si existen motivos para presumir que la exclusión es necesaria en defensa del menor. 

Comentario 

La terminología que se usa en la regla 15.1 es similar a la de la regla 93 de las Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos. Si bien el asesoramiento jurídico y la asistencia judicial gratuita son 
necesarios para garantizar la asistencia judicial al menor, el derecho de los padres o tutores a participar 
según se indica en la regla 15.2 debe considerarse como una asistencia general al menor, de 
naturaleza sicológica y emotiva, que se extiende a lo largo de todo el proceso. 

La autoridad competente, para dictar una sentencia justa en el caso, puede utilizar con provecho, sobre 
todo, la colaboración de los representantes legales del menor (o, a los mismos efectos, de algún otro 
asistente personal en el que el menor pueda depositar y deposite realmente su confianza). Este interés 
puede verse frustrado si la presencia de los padres o tutores en las vistas ejerce una influencia 
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negativa, por ejemplo si manifiestan una actitud hostil hacia el menor, de ahí que deba preverse la 
posibilidad de su exclusión de la vista. 

16. Informes sobre investigaciones sociales 

16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la autoridad competente, y a menos 
que se trate de delitos leves, antes de que esa autoridad dicte una resolución definitiva se efectuará una 
investigación completa sobre el medio social y las condiciones en que se desarrolla la vida del menor y 
sobre las circunstancias en las que se hubiere cometido el delito. 

Comentario 

Los informes preparados sobre la base de investigaciones de carácter social (informes sociales o 
informes previos a la sentencia) constituyen una ayuda indispensable en la mayoría de los procesos 
incoados a menores delincuentes. La autoridad competente debe estar informada de los antecedentes 
sociales y familiares del menor, su trayectoria escolar, sus experiencias educativas, etc. Con ese fin, en 
algunos ámbitos judiciales se recurre a servicios sociales especiales o a personal especializado que 
dependen de los tribunales o de las juntas. Otras clases de personal, como los agentes de libertad 
vigilada, pueden desempeñar las mismas funciones. Así, la regla exige que haya servicios sociales 
adecuados que preparen informes especializados basados en investigaciones de carácter social. 

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución 

17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los siguientes principios: 

a) La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, no sólo a las circunstancias y la 
gravedad del delito, sino también a las circunstancias y necesidades del menor, así como a las 
necesidades de la sociedad; 

b) Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán sólo tras cuidadoso estudio y se 
reducirán al mínimo posible; 

c) Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea condenado por un 
acto grave en el que concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia en cometer otros 
delitos graves, y siempre que no haya otra respuesta adecuada; 

d) En el examen de los casos se considerará primordial el bienestar del menor. 

17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en ningún caso con la pena capital. 

17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales. 

17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en cualquier momento. 

Comentario 



 

 

137

El principal problema con que se tropieza al elaborar directrices para la resolución judicial en casos de 
menores estriba en el hecho de que están sin resolver algunos conflictos entre opciones fundamentales, 
tales como los siguientes: 

a) Rehabilitación frente a justo merecido; 

b) Asistencia frente a represión y castigo; 

c) Respuesta en función de las circunstancias concretas de cada caso frente a respuesta en función de 
la protección de la sociedad en general; 

d) Disuasión de carácter general frente a incapacitación individual. 

Los conflictos entre estas opciones son más acusados en los casos de menores que en los casos de 
adultos. Con la diversidad de causas y respuestas que caracterizan a la delincuencia juvenil se da un 
intrincado entrelazamiento de estas alternativas. 

No incumbe a las presentes Reglas mínimas para la administración de la justicia de menores prescribir 
el enfoque que haya que seguir, sino más bien determinar uno que esté en la mayor consonancia 
posible con los principios aceptados a escala internacional. Por consiguiente, los elementos 
fundamentales contenidos en la regla 17.1, especialmente en los incisos a y c, deben considerarse 
principalmente como directrices prácticas para establecer un punto de partida común; si las autoridades 
pertinentes actúan en consonancia con ellas (véase también la regla 5), podrán hacer una importante 
contribución a la protección de los derechos fundamentales de los menores delincuentes, 
especialmente los derechos fundamentales a la educación y al desarrollo de la personalidad. 

El inciso b de la regla 17.1 significa que los enfoques estrictamente punitivos no son adecuados. Si bien 
en los casos de adultos, y posiblemente también en los casos de delitos graves cometidos por menores, 
tenga todavía cierta justificación la idea de justo merecido y de sanciones retributivas, en los casos de 
menores siempre tendrá más peso el interés por garantizar el bienestar y el futuro del joven. 

De conformidad con la resolución 8 del Sexto Congreso de las Naciones Unidas, dicho inciso alienta el 
uso, en la mayor medida posible, de medidas sustitutorias de la reclusión en establecimientos 
penitenciarios teniendo presente el imperativo de responder a las necesidades concretas de los 
jóvenes. Debe, pues, hacerse pleno uso de toda la gama de sanciones sustitutorias existentes, y deben 
establecerse otras nuevas sanciones, sin perder de vista la seguridad pública. Habría de hacerse uso 
de la libertad vigilada en la mayor medida posible, mediante la suspensión de condenas, condenas 
condicionales, órdenes de las juntas y otras resoluciones. 

El inciso c de la regla 17.1 corresponde a uno de los principios rectores contenidos en la resolución 4 
del Sexto Congreso, que propugna evitar el encarcelamiento en casos de menores salvo que no haya 
otra respuesta adecuada para proteger la seguridad pública. 

La disposición que prohíbe la pena capital, contenida en la regla 17.2, está en consonancia con el 
párrafo 5 del artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
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La disposición por la que se prohíbe el castigo corporal (regla 17.3) está en consonancia con el artículo 
7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y con la Declaración sobre la Protección de 
Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, así 
como la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y el 
proyecto de convención sobre los derechos del niño. 

La facultad de suspender el proceso en cualquier momento (regla 17.4) es una característica inherente 
al tratamiento dado a los menores frente al dado a los adultos. En cualquier momento pueden llegar a 
conocimiento de la autoridad competente circunstancias que parezcan aconsejar la suspensión 
definitiva del proceso. 

18. Pluralidad de medidas resolutorias 

18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo posible el confinamiento en 
establecimientos penitenciarios, la autoridad competente podrá adoptar una amplia diversidad de 
decisiones. Entre tales decisiones, algunas de las cuales pueden aplicarse simultáneamente, figuran las 
siguientes: 

a) Órdenes en materia de atención, orientación y supervisión; 

b) Libertad vigilada; 

c) Órdenes de prestación de servicios a la comunidad; 

d) Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones; 

e) Órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento; 

f) Órdenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en actividades análogas; 

g) Órdenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida u otros establecimientos educativos; 

h) Otras órdenes pertinentes. 

18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a la supervisión de sus padres, a no ser 
que las circunstancias de su caso lo hagan necesario. 

Comentario 

La regla 18.1 constituye un intento de enumerar algunas de las respuestas y sanciones importantes a 
que se ha recurrido hasta la fecha y cuyos buenos resultados han podido comprobarse en diferentes 
sistemas jurídicos. En general, constituyen opciones prometedoras que convendría difundir y 
perfeccionar. La regla no alude a las necesidades de personal, dado que en algunas regiones es 
previsible escasez de personal idóneo; en esas regiones pueden experimentarse o elaborarse medidas 
cuya aplicación exija menos personal. 
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Los ejemplos citados en la regla 18.1 tienen en común, ante todo, el hecho de que se basan en la 
comunidad y apelan a su participación para la aplicación efectiva de resoluciones alternativas. Las 
correcciones aplicadas en la comunidad son una medida tradicional que asume en la actualidad 
múltiples facetas. Por ello debería alentarse a las autoridades pertinentes a que prestaran servicios de 
base comunitaria. 

La regla 18.2 hace referencia a la importancia de la familia que, de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, es «el elemento 
natural y fundamental de la sociedad». Dentro de la familia, los padres tienen, no sólo el derecho, sino 
también la responsabilidad de atender y supervisar a sus hijos. Por consiguiente, la regla 18.2 establece 
que la separación de los hijos respecto de sus padres sea una medida aplicada como último recurso. 
Sólo puede recurrirse a ella cuando los hechos que constituyen el caso exigen claramente la adopción 
de esta grave medida (por ejemplo, el abuso de menores). 

19. Carácter excepcional del confinamiento en establecimientospenitenciarios 

19.1 El confinamiento de menores en establecimientos penitenciarios se utilizará en todo momento 
como último recurso y por el más breve plazo posible. 

Comentario 

Los criminólogos más avanzados abogan por el tratamiento fuera de establecimientos penitenciarios. 
Las diferencias encontradas en el grado de eficacia del confinamiento en establecimientos 
penitenciarios comparado con las medidas que excluyen dicho confinamiento son pequeñas o 
inexistentes. Es evidente que las múltiples influencias negativas que todo ambiente penitenciario parece 
ejercer inevitablemente sobre el individuo no pueden neutralizarse con un mayor cuidado en el 
tratamiento. Sucede así sobre todo en el caso de los menores, que son especialmente vulnerables a las 
influencias negativas; es más, debido a la temprana etapa de desarrollo en que éstos se encuentran, no 
cabe duda de que tanto la pérdida de la libertad como el estar aislados de su contexto social habitual 
agudizan los efectos negativos. 

La regla 19 pretende restringir el confinamiento en establecimientos penitenciarios en dos aspectos: en 
cantidad («último recurso») y en tiempo («el más breve plazo posible»). La regla 19 recoge uno de los 
principios rectores básicos de la resolución 4 del Sexto Congreso de las Naciones Unidas: un menor 
delincuente no puede ser encarcelado salvo que no exista otra respuesta adecuada. La regla, por 
consiguiente, proclama el principio de que, si un menor debe ser confinado en un establecimiento 
penitenciario, la pérdida de la libertad debe limitarse al menor grado posible, a la vez que se hacen 
arreglos institucionales especiales para su confinamiento sin perder de vista las diferencias entre los 
distintos tipos de delincuentes, delitos y establecimientos penitenciarios. En definitiva, deben 
considerarse preferibles los establecimientos «abiertos» a los «cerrados». Por otra parte, cualquier 
instalación debe ser de tipo correccional o educativo antes que carcelario. 

20. Prevención de demoras innecesarias 

20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera expedita y sin demoras innecesarias. 

Comentario 
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La rapidez en la tramitación de los casos de menores es de fundamental importancia. De no ser así, 
peligrarían cualesquiera efectos positivos que el procedimiento y la resolución pudieran acarrear. Con el 
transcurso del tiempo, el menor tendrá dificultades intelectuales y sicológicas cada vez mayores, por no 
decir insuperables, para establecer una relación entre el procedimiento y la resolución, por una parte, y 
el delito, por otra. 

21. Registros 

21.1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter estrictamente confidencial y no podrán 
ser consultados por terceros. Sólo tendrán acceso a dichos archivos las personas que participen 
directamente en la tramitación de un caso en curso, así como otras personas debidamente autorizadas. 

21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adultos relativos a casos 
subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente. 

Comentario 

La regla trata de ser una transacción entre intereses contrapuestos en materia de registros y 
expedientes: los de los servicios de policía, el Ministerio fiscal y otras autoridades por aumentar la 
vigilancia, y los intereses del delincuente. (Véase también la regla 8.) La expresión «otras personas 
debidamente autorizadas» suele aplicarse, entre otros, a los investigadores. 

22. Necesidad de personal especializado y capacitado 

22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la competencia profesional necesaria a todo 
el personal que se ocupa de casos de menores, se impartirá enseñanza profesional, cursos de 
capacitación durante el servicio y cursos de repaso, y se emplearán otros sistemas adecuados de 
instrucción. 

22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores responderá a las diversas 
características de los menores que entran en contacto con dicho sistema. Se procurará garantizar una 
representación equitativa de mujeres y de minorías en los organismos de justicia de menores. 

Comentario 

Las personas competentes para conocer en estos casos pueden tener orígenes muy diversos (jueces 
municipales en el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y en las regiones en que ha tenido 
influencia el sistema jurídico de ese país; jueces con formación jurídica en los países que siguen el 
derecho romano y en las regiones de su influencia; personas con formación jurídica o sin ella 
designadas por elección o por nombramiento administrativo, miembros de juntas de la comunidad, etc., 
en otras regiones). Es indispensable que todas estas personas tengan siquiera una formación mínima 
en materia de derecho, sociología, sicología, criminología y ciencias del comportamiento. Esta es una 
cuestión a la que se atribuye tanta importancia como a la especialización orgánica y a la independencia 
de la autoridad competente. 

Tratándose de trabajadores sociales y de agentes de libertad vigilada, tal vez no sea viable la exigencia 
de especialización profesional como requisito previo para el desempeño de funciones en el ámbito de la 
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delincuencia juvenil. De modo que la titulación mínima podrá obtenerse mediante la instrucción 
profesional en el empleo. 

Las titulaciones profesionales constituyen un elemento fundamental para garantizar la administración 
imparcial y eficaz de la justicia de menores. Por consiguiente, es necesario mejorar los sistemas de 
contratación, ascenso y capacitación profesional del personal y dotarlo de los medios necesarios para el 
desempeño correcto de sus funciones. 

Para lograr la imparcialidad de la administración de la justicia de menores debe evitarse todo género de 
discriminación por razones políticas, sociales, sexuales, raciales, religiosas, culturales o de otra índole 
en la selección, contratación y ascenso del personal encargado de la justicia de menores. Así lo 
recomendó el Sexto Congreso. Por otra parte, el Sexto Congreso hizo un llamamiento a los Estados 
Miembros para que garantizaran el tratamiento justo y equitativo de las mujeres como miembros del 
personal encargado de administrar la justicia penal y recomendó que se adoptaran medidas especiales 
para contratar, dar capacitación y facilitar el ascenso de personal femenino en la administración de la 
justicia de menores. 

CUARTA PARTE 

TRATAMIENTO FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOSPENITENCIARIOS 

23. Ejecución efectiva de la resolución 

23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la ejecución de las órdenes que dicte la autoridad 
competente, y que se mencionan en la regla 14.1, por esa misma autoridad o por otra distinta si las 
circunstancias así lo exigen. 

23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada a la autoridad competente para modificar dichas 
órdenes periódicamente según estime pertinente, a condición de que la modificación se efectúe en 
consonancia con los principios enunciados en las presentes Reglas. 

Comentario 

En los casos de menores, más que en los de adultos, las resoluciones tienden a influir en la vida del 
menor durante largos períodos de tiempo. De ahí la importancia de que la autoridad competente o un 
órgano independiente (junta de libertad bajo palabra, autoridad encargada de supervisar la libertad 
vigilada, institución de bienestar juvenil u otras autoridades) con calificaciones iguales a las de la 
autoridad competente que conoció del caso originalmente, supervisen la ejecución de la sentencia. La 
creación del cargo de juez de la ejecución de penas en algunos países obedece a este propósito. 

La composición, los poderes y las funciones de la autoridad deben ser flexibles; en la regla 23 se 
describen en general con objeto de facilitar su amplia aceptación. 

24. Prestación de asistencia 
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24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas las etapas del procedimiento, asistencia en 
materia de alojamiento, enseñanza o capacitación profesional, empleo o cualquiera otra forma de 
asistencia, útil y práctica, para facilitar el proceso de rehabilitación. 

Comentario 

La consideración fundamental es la promoción del bienestar del menor. Por tanto, la regla 24 subraya la 
importancia de facilitar instalaciones, servicios y otra asistencia necesaria que redunde en los mejores 
intereses del menor durante todo el proceso de rehabilitación. 

25. Movilización de voluntarios y otros servicios de carácter comunitario 

25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de voluntarios, a las instituciones locales y a 
otros recursos de la comunidad para que contribuyan eficazmente a la rehabilitación del menor en un 
ambiente comunitario y, en la forma en que ésta sea posible, en el seno de la unidad familiar. 

Comentario 

Esta regla refleja la necesidad de que todas las actividades relacionadas con los delincuentes menores 
estén orientadas a la rehabilitación. La cooperación de la comunidad es indispensable para seguir 
eficazmente las directrices de la autoridad competente. Los voluntarios y los servicios de carácter 
voluntario, en particular, resultan una fuente de actividades útiles, en gran medida no utilizada 
actualmente. En algunos casos, la cooperación de antiguos delincuentes (incluidos antiguos 
toxicómanos) puede ser extremadamente valiosa. 

La regla 25 deriva de los principios estipulados en las reglas 1.1 a 1.6 y sigue las disposiciones 
pertinentes del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

QUINTA PARTE 

TRATAMIENTO EN ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS 

26. Objetivos del tratamiento en establecimientos penitenciarios 

26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confinados en establecimientos penitenciarios tienen 
por objeto garantizar su cuidado y protección, así como su educación y formación profesional para 
permitirles que desempeñen un papel constructivo y productivo en la sociedad. 

26.2 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios recibirán los cuidados, la protección y 
toda la asistencia necesaria -social, educacional, profesional, sicológica, médica y física- que puedan 
requerir debido a su edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo sano. 

26.3 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios se mantendrán separados de los 
adultos y estarán detenidos en un establecimiento separado o en una parte separada de un 
establecimiento en el que también estén encarcelados adultos. 



 

 

143

26.4 La delincuente joven confinada en un establecimiento merece especial atención en lo que atañe a 
sus necesidades y problemas personales. En ningún caso recibirá menos cuidados, protección, 
asistencia, tratamiento y capacitación que el delincuente joven. Se garantizará su tratamiento equitativo. 

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en un establecimiento penitenciario, tendrán derecho 
de acceso los padres o tutores. 

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los departamentos para dar formación 
académica o, según proceda, profesional adecuada al menor que se encuentre confinado en un 
establecimiento penitenciario a fin de garantizar que al salir no se encuentre en desventaja en el plano 
de la educación. 

Comentario 

Los objetivos del tratamiento en establecimientos, tal como se enuncian en las reglas 26.1 y 26.2, 
serían aceptables para cualquier sistema o cultura. No obstante, dichos objetivos no se han alcanzado 
en todos los lugares y aún queda mucho por hacer en este sentido. 

La asistencia médica y sicológica, en particular, es extremadamente importante para los toxicómanos 
confinados en establecimientos, y para los jóvenes violentos y enfermos mentales. 

Evitar las influencias negativas ejercidas por delincuentes adultos y proteger el bienestar del menor en 
un ambiente penitenciario, como se estipula en la regla 26.3, está en armonía con los principios rectores 
básicos de las Reglas establecidos por el Sexto Congreso en su resolución 4. Esta regla no impedirá a 
los Estados tomar otras medidas contra la influencia negativa de los delincuentes adultos que sean al 
menos tan eficaces como las mencionadas en la regla. (Véase también la regla 13.4.) 

La regla 26.4 obedece a que las delincuentes suelen recibir menos atención que los delincuentes, como 
indicó el Sexto Congreso. En particular, la resolución 9 del Sexto Congreso pide que se dé un 
tratamiento equitativo a la delincuente en todas las etapas del proceso de justicia penal y que se preste 
especial atención a sus problemas y necesidades particulares mientras esté confinada. Además, esta 
regla debería también considerarse teniendo en cuenta la Declaración de Caracas del Sexto Congreso 
que, entre otras cosas, pide un tratamiento igual en la administración de justicia penal, y la Declaración 
sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer y la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer. 

El derecho de acceso (regla 26.5) dimana de las disposiciones de las reglas 7.1, 10.1, 15.2 y 18.2. La 
cooperación entre ministerios y entre departamentos (regla 26.6) es de particular importancia para 
mejorar en términos generales la calidad del tratamiento y la capacitación en los establecimientos 
penitenciarios. 

27. Aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusosaprobadas por las Naciones 
Unidas 

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las recomendaciones 
conexas serán aplicables en la medida pertinente al tratamiento de los menores delincuentes en 
establecimientos penitenciarios, inclusive los que estén en prisión preventiva. 
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27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor específicas a su edad, sexo y 
personalidad, se procurará aplicar los principios pertinentes de las mencionadas Reglas mínimas para 
el tratamiento de los reclusos en toda la medida de lo posible. 

Comentario 

Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos figuran entre los primeros instrumentos de ese 
tipo promulgados por las Naciones Unidas. En general se reconoce que dichas Reglas han tenido 
consecuencias a escala mundial. Pese a que hay países en los que su aplicación es más una 
aspiración que una realidad, esas Reglas siguen ejerciendo una importante influencia en la 
administración humanitaria y equitativa de los establecimientos correccionales. 

Algunos principios fundamentales relativos a los menores delincuentes en establecimientos 
penitenciarios están recogidos ya en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (cuartos 
destinados al alojamiento, características arquitectónicas de los locales, camas, ropas, quejas y 
peticiones, contactos con el mundo exterior, alimentación, atención médica, servicios religiosos, 
separación por edades, personal, trabajo, etc.), así como los relativos a las medidas punitivas, 
disciplinarias y de coerción aplicables a los delincuentes peligrosos. Sería inoportuno modificar dichas 
Reglas mínimas en función de las características especiales que han de tener los establecimientos 
penitenciarios de menores dentro del ámbito de las presentes Reglas mínimas para la administración de 
la justicia de menores. 

La regla 27 se centra en los requisitos necesarios aplicables a un menor confinado en un 
establecimiento penitenciario (regla 27.1), así como en las diversas necesidades específicas a su edad, 
sexo y personalidad (regla 27.2). Por consiguiente, los objetivos y el contenido de la regla están 
relacionados con las disposiciones pertinentes de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos. 

28. Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional 

28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a la libertad condicional y la 
concederá tan pronto como sea posible. 

28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del correspondiente funcionario a cuya 
supervisión estarán sujetos, y el pleno apoyo de la comunidad. 

Comentario 

La facultad para conceder la libertad condicional puede conferirse a la autoridad que se menciona en la 
regla 14.1 o a una autoridad distinta. De ahí que en el presente caso proceda hablar de 
«correspondiente» y no de autoridad «competente». 

Cuando las circunstancias lo permitan, se deberá optar por conceder la libertad condicional en lugar de 
dejar que el menor cumpla toda la pena. Cuando se tengan pruebas de un progreso satisfactorio hacia 
la rehabilitación, siempre que sea posible podrá concederse la libertad condicional, incluso a 
delincuentes que se consideraron peligrosos en el momento de su confinamiento en un establecimiento 
penitenciario. Al igual que la libertad vigilada, la libertad condicional podrá supeditarse al cumplimiento 
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satisfactorio de los requisitos especificados por las autoridades pertinentes durante un período de 
tiempo estipulado en la orden, por ejemplo, el relativo al «buen comportamiento» del delincuente, la 
participación en programas comunitarios, su residencia en establecimientos de transición, etc. 

Cuando se conceda la libertad condicional a un delincuente se deberá designar a un agente de libertad 
vigilada o a otro funcionario para que supervise su comportamiento y le preste asistencia (en particular 
si aún no se ha implantado el régimen de libertad vigilada), y estimular el apoyo de la comunidad. 

29. Sistemas intermedios 

29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios como establecimientos de transición, hogares 
educativos, centros de capacitación diurnos y otros sistemas pertinentes que puedan facilitar la 
adecuada reintegración de los menores a la sociedad. 

Comentario 

No hace falta subrayar la importancia de la asistencia postcarcelaria. La presente regla hace hincapié 
en la necesidad de establecer una red de mecanismos intermedios. 

Esta regla recalca también la necesidad de una gama de instalaciones y servicios destinados a 
satisfacer las necesidades del joven delincuente que vuelve a la comunidad y a facilitar asesoramiento y 
apoyo estructural como un paso importante hacia la buena reintegración en la sociedad. 

SEXTA PARTE 

INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓNY EVALUACIÓN DE POLÍTICAS  

30. La investigación como base de la planificación y de la formulacióny la evaluación de políticas 

30.1 Se procurará organizar y fomentar las investigaciones necesarias como base para una 
planificación y una formulación de políticas que sean efectivas. 

30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las tendencias, los problemas y las causas de la 
delincuencia y criminalidad de menores, así como las diversas necesidades particulares del menor en 
custodia. 

30.3 Se procurará establecer con carácter regular un mecanismo de evaluación e investigación en el 
sistema de administración de justicia de menores y recopilar y analizar los datos y la información 
pertinentes con miras a la debida evaluación y perfeccionamiento ulterior de dicho sistema. 

30.4 La prestación de servicios en la administración de justicia de menores se preparará y ejecutará de 
modo sistemático como parte integrante de los esfuerzos de desarrollo nacional. 

Comentario 
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La utilización de la investigación como base de una política racional de justicia de menores se ha 
reconocido ampliamente que constituye un importante mecanismo para lograr que las medidas 
prácticas tengan en cuenta la evolución y el mejoramiento continuos del sistema de justicia de menores. 
En la esfera de la delincuencia de menores es especialmente importante la influencia recíproca entre la 
investigación y las políticas. Debido a los cambios rápidos y a menudo espectaculares del estilo de vida 
de la juventud y de las formas y dimensiones de la criminalidad de menores, la respuesta de la sociedad 
y la justicia a la criminalidad y a la delincuencia de menores pronto quedan anticuadas e inadecuadas. 

Por consiguiente, la regla 30 establece criterios para integrar la investigación en el proceso de 
formulación y aplicación de políticas en la administración de justicia de menores. La regla subraya en 
particular la necesidad de una revisión y evaluación regulares de los actuales programas y medidas y 
de una planificación en el contexto más amplio de los objetivos globales de desarrollo. 

La evaluación constante de las necesidades del menor, así como de las tendencias y problemas de la 
delincuencia, es un requisito previo para perfeccionar los métodos de formulación de políticas 
adecuadas y establecer intervenciones apropiadas estructuradas y no estructuradas. En este contexto, 
la investigación por personas y órganos independientes debería recibir el respaldo de agencias 
competentes, y para ello podrá ser útil recabar y tener en cuenta las opiniones del propio menor, no sólo 
de aquellos que están en contacto con el sistema. 

El proceso de planificación debe subrayar en particular un sistema más eficaz y equitativo de suministro 
de los servicios necesarios. Para ello debería efectuarse una evaluación detallada y regular de la amplia 
gama de necesidades y problemas particulares del menor y una determinación precisa de las 
prioridades. A este respecto, debería también coordinarse el empleo de los recursos existentes, en 
particular las medidas sustitutorias y el apoyo de la comunidad que servirían para elaborar 
determinados procedimientos encaminados a aplicar y supervisar los programas establecidos. 
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REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LAS MEDIDAS NO PRIVATIVAS DE LA 
LIBERTAD (REGLAS DE TOKIO), 

I. PRINCIPIOS GENERALES 

1. Objetivos fundamentales 

 
1.1 Las presentes Reglas mínimas contienen una serie de principios básicos para promover la 
aplicación de medidas no privativas de la libertad, así como salvaguardias mínimas para las personas a 
quienes se aplican medidas sustitutivas de la prisión. 

 
1.2 Las Reglas tienen por objeto fomentar una mayor participación de la comunidad en la gestión de la 
justicia penal, especialmente en lo que respecta al tratamiento del delincuente, así como fomentar entre 
los delincuentes el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad. 

 
1.3 Las Reglas se aplicarán teniendo en cuenta las condiciones políticas, económicas, sociales y 
culturales de cada país, así como los propósitos y objetivos de su sistema de justicia penal. 

1.4 Al aplicar las Reglas, los Estados Miembros se esforzarán por alcanzar un equilibrio adecuado entre 
los derechos de los delincuentes, los derechos de las víctimas y el interés de la sociedad en la 
seguridad pública y la prevención del delito.  
1.5 Los Estados Miembros introducirán medidas no privativas de la libertad en sus respectivos 
ordenamientos jurídicos para proporcionar otras opciones, y de esa manera reducir la aplicación de las 
penas de prisión, y racionalizar las políticas de justicia penal, teniendo en cuenta el respeto de los 
derechos humanos, las exigencias de la justicia social y las necesidades de rehabilitación del 
delincuente. 

2. Alcance de las medidas no privativas de la libertad 

2.1 Las disposiciones pertinentes de las presentes Reglas se aplicarán a todas las personas sometidas 
a acusación, juicio o cumplimiento de una sentencia, en todas las fases de la administración de la 
justicia penal. A los efectos de las Reglas, estas personas se designarán «delincuentes», 
independientemente de que sean sospechosos o de que hayan sido acusados o condenados. 

2.2 Las Reglas se aplicarán sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, patrimonio, nacimiento o cualquier 
otra condición. 

2.3 A fin de asegurar una mayor flexibilidad, compatible con el tipo y la gravedad del delito, la 
personalidad y los antecedentes del delincuente y la protección de la sociedad, y evitar la aplicación 
innecesaria de la pena de prisión, el sistema de justicia penal establecerá una amplia serie de medidas 
no privativas de la libertad, desde la fase anterior al juicio hasta la fase posterior a la sentencia. El 
número y el tipo de las medidas no privativas de la libertad disponibles deben estar determinados de 
manera tal que sea posible fijar de manera coherente las penas. 
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2.4 Se alentará y supervisará atentamente el establecimiento de nuevas medidas no privativas de la 
libertad y su aplicación se evaluará sistemáticamente. 

2.5 Se considerará la posibilidad de ocuparse de los delincuentes en la comunidad, evitando recurrir a 
procesos formales o juicios ante los tribunales, de conformidad con las salvaguardias y las normas 
jurídicas. 

2.6 Las medidas no privativas de la libertad serán utilizadas de acuerdo con el principio de mínima 
intervención. 

2.7 La utilización de medidas no privativas de la libertad será parte de un movimiento en pro de la 
despenalización y destipificación de delitos, y no estarán encaminadas a obstaculizar ni a diferir las 
iniciativas en ese sentido. 

3. Salvaguardias legales 

3.1 La introducción, definición y aplicación de medidas no privativas de la libertad estarán prescritas por 
la ley. 
3.2 La selección de una medida no privativa de la libertad se basará en los criterios establecidos con 
respecto al tipo y gravedad del delito, la personalidad y los antecedentes del delincuente, los objetivos 
de la condena y los derechos de las víctimas. 
3.3 La autoridad judicial u otra autoridad independiente competente ejercerá sus facultades 
discrecionales en todas las fases del procedimiento, actuando con plena responsabilidad y 
exclusivamente de conformidad con la ley. 
3.4 Las medidas no privativas de la libertad que impongan una obligación al delincuente, aplicadas 
antes o en lugar del procedimiento o del juicio, requerirán su consentimiento. 
3.5 Las decisiones sobre la imposición de medidas no privativas de la libertad estarán sometidas a la 
revisión de una autoridad judicial u otra autoridad competente e independiente, a petición del 
delincuente. 
3.6 El delincuente estará facultado para presentar peticiones o reclamaciones ante la autoridad judicial 
u otra autoridad competente e independiente sobre cuestiones que afecten a sus derechos individuales 
en la aplicación de las medidas no privativas de la libertad. 

3.7 Se preverán disposiciones adecuadas para el recurso y, si es posible, la reparación en caso de 
agravio relacionado con un incumplimiento de las normas sobre derechos humanos internacionalmente 
reconocidas. 

3.8 Las medidas no privativas de la libertad no supondrán ninguna experimentación médica o 
psicológica con el delincuente, ni riesgo indebido de daños físicos o mentales. 

3.9 La dignidad del delincuente sometido a medidas no privativas de la libertad será protegida en todo 
momento. 

3.10 Durante la aplicación de las medidas no privativas de la libertad, los derechos del delincuente no 
podrán ser objeto de restricciones que excedan las impuestas por la autoridad competente que haya 
adoptado la decisión de aplicar la medida. 
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3.11 Durante la aplicación de las medidas no privativas de la libertad se respetarán tanto el derecho del 
delincuente como el de su familia a la intimidad. 

3.12 El expediente personal del delincuente se mantendrá de manera estrictamente confidencial e 
inaccesible a terceros. Sólo tendrán acceso al expediente las personas directamente interesadas en la 
tramitación del caso u otras personas debidamente autorizadas. 

4. Cláusula de salvaguardia 

4.1 Ninguna de las disposiciones en las presentes Reglas será interpretada de modo que excluya la 
aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), el Conjunto de 
Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión 
ni de ningún otro instrumento o norma sobre derechos humanos reconocidos por la comunidad 
internacional que guarden relación con el tratamiento del delincuente y con la protección de sus 
derechos humanos fundamentales. 

II. FASE ANTERIOR AL JUICIO  
 
5. Disposiciones previas al juicio 
 
5.1. Cuando así proceda y sea compatible con el ordenamiento jurídico, la policía, la fiscalía u otros 
organismos que se ocupen de casos penales deberán estar facultados para retirar los cargos contra el 
delincuente si consideran que la protección de la sociedad, la prevención del delito o la promoción del 
respeto a la ley y los derechos de las víctimas no exigen llevar adelante el caso. A efectos de decidir si 
corresponde el retiro de los cargos o la institución de actuaciones, en cada ordenamiento jurídico se 
formulará una serie de criterios bien definidos. En casos de poca importancia el fiscal podrá imponer las 
medidas adecuadas no privativas de la libertad, según corresponda. 
 
6. La prisión preventiva como último recurso 
 
6.1 En el procedimiento penal sólo se recurrirá a la prisión preventiva como último recurso, teniendo 
debidamente en cuenta la investigación del supuesto delito y la protección de la sociedad y de la 
víctima. 
6.2 Las medidas sustitutivas de la prisión preventiva se aplicarán lo antes posible. La prisión preventiva 
no deberá durar más del tiempo que sea necesario para el logro de los objetivos indicados en la regla 
6.1 y deberá ser aplicada con humanidad y respeto por la dignidad del ser humano. 

6.3 El delincuente tendrá derecho a apelar ante una autoridad judicial u otra autoridad independiente y 
competente en los casos en que se imponga prisión preventiva. 

III. FASE DE JUICIO Y SENTENCIA 

7. Informes de investigación social 

7.1 Cuando exista la posibilidad de preparar informes de investigación social, la autoridad judicial podrá 
valerse de un informe preparado por un funcionario u organismo competente y autorizado. El informe 
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contendrá información sobre el entorno social del delincuente que sea pertinente al tipo de infracción 
que comete habitualmente el individuo y a los delitos que se le imputan. También deberá contener 
información y recomendaciones que sean pertinentes al procedimiento de fijación de condenas. Deberá 
ceñirse a los hechos y ser objetivo e imparcial; toda apreciación personal tendrá que formularse 
claramente como tal. 

8. Imposición de sanciones 

8.1 La autoridad judicial, que tendrá a su disposición una serie de sanciones no privativas de la libertad, 
al adoptar su decisión deberá tener en consideración las necesidades de rehabilitación del delincuente, 
la protección de la sociedad y los intereses de la víctima, quien será consultada cuando corresponda. 

8.2 Las autoridades competentes podrán tomar las medidas siguientes: 

a) Sanciones verbales, como la amonestación, la reprensión y la advertencia; 

b) Libertad condicional; 

c) Penas privativas de derechos o inhabilitaciones; 
d) Sanciones económicas y penas en dinero, como multas y multas sobre los ingresos calculados por 
días; 
e) Incautación o confiscación; 
f) Mandamiento de restitución a la víctima o de indemnización; 
g) Suspensión de la sentencia o condena diferida; 
h) Régimen de prueba y vigilancia judicial; 

i) Imposición de servicios a la comunidad; 

j) Obligación de acudir regularmente a un centro determinado; 

k) Arresto domiciliario; 

l) Cualquier otro régimen que no entrañe reclusión; 

m) Alguna combinación de las sanciones precedentes. 

IV. FASE POSTERIOR A LA SENTENCIA 

9. Medidas posteriores a la sentencia 

9.1 Se pondrá a disposición de la autoridad competente una amplia serie de medidas sustitutivas 
posteriores a la sentencia a fin de evitar la reclusión y prestar asistencia a los delincuentes para su 
pronta reinserción social. 

9.2 Podrán aplicarse medidas posteriores a la sentencia como las siguientes: 
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a) Permisos y centros de transición; 
b) Liberación con fines laborales o educativos; 
c) Distintas formas de libertad condicional; 
d) La remisión; 
e) El indulto. 
9.3 La decisión con respecto a las medidas posteriores a la sentencia, excepto en el caso del indulto, 
será sometida a la revisión de una autoridad judicial u otra autoridad competente e independiente, si lo 
solicita el delincuente. 

9.4 Se considerarán cuanto antes las posibilidades de poner en libertad al recluso de un establecimiento 
y asignarlo a un programa no privativo de la libertad. 

V. APLICACIÓN DE LAS MEDIDAS NO PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD 

10. Régimen de vigilancia 

10.1 El objetivo de la supervisión es disminuir la reincidencia y ayudar al delincuente en su reinserción 
social de manera que se reduzca a un mínimo la probabilidad de que vuelva a la delincuencia. 

10.2 Si la medida no privativa de la libertad entraña un régimen de vigilancia, la vigilancia será ejercida 
por una autoridad competente, en las condiciones concretas que haya prescrito la ley. 

10.3 En el marco de cada medida no privativa de la libertad, se determinará cuál es el tipo más 
adecuado de vigilancia y tratamiento para cada caso particular con el propósito de ayudar al delincuente 
a enmendar su conducta delictiva. El régimen de vigilancia y tratamiento se revisará y reajustará 
periódicamente, cuando sea necesario. 

10.4 Se brindará a los delincuentes, cuando sea necesario, asistencia psicológica, social y material y 
oportunidades para fortalecer los vínculos con la comunidad y facilitar su reinserción social. 

11. Duración 

11.1 La duración de las medidas no privativas de la libertad no superará el plazo establecido por la 
autoridad competente de conformidad con la ley. 

11.2 Estará prevista la interrupción anticipada de la medida en caso de que el delincuente haya 
reaccionado positivamente a ella. 
 
12. Obligaciones 
 
12.1 Cuando la autoridad competente decida las obligaciones que deberá cumplir el delincuente, tendrá 
en cuenta las necesidades de la sociedad y las necesidades y los derechos del delincuente y de la 
víctima. 
12.2 Las obligaciones que ha de cumplir el delincuente serán prácticas, precisas y tan pocas como sea 
posible, y tendrán por objeto reducir las posibilidades de reincidencia en el comportamiento delictivo e 
incrementar las posibilidades de reinserción social del delincuente, teniendo en cuenta las necesidades 
de la víctima. 
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12.3 Al comienzo de la aplicación de una medida no privativa de la libertad, el delincuente recibirá una 
explicación, oral y escrita, de las condiciones que rigen la aplicación de la medida, incluidos sus 
obligaciones y derechos. 
12.4 La autoridad competente podrá modificar las obligaciones impuestas de conformidad con lo 
previsto en la legislación y según el progreso realizado por el delincuente. 

13. Proceso de tratamiento 

13.1 En el marco de una medida no privativa de la libertad determinada, cuando corresponda, se 
establecerán diversos sistemas, por ejemplo, ayuda psicosocial individualizada, terapia de grupo, 
programas residenciales y tratamiento especializado de distintas categorías de delincuentes, para 
atender a sus necesidades de manera más eficaz. 

13.2 El tratamiento deberá ser dirigido por profesionales con adecuada formación y experiencia 
práctica. 

13.3 Cuando se decida que el tratamiento es necesario, se hará todo lo posible por comprender los 
antecedentes, la personalidad, las aptitudes, la inteligencia y los valores del delincuente, y 
especialmente las circunstancias que lo llevaron a la comisión del delito. 

13.4 La autoridad competente podrá hacer participar a la comunidad y a los sistemas de apoyo social 
en la aplicación de las medidas no privativas de la libertad. 

13.5 El número de casos asignados se mantendrá, en lo posible, dentro de límites compatibles con la 
aplicación eficaz de los programas de tratamiento. 

13.6 La autoridad competente abrirá y mantendrá un expediente para cada delincuente. 

14. Disciplina e incumplimiento de las obligaciones 

14.1 El incumplimiento de las obligaciones impuestas al delincuente puede dar lugar a la modificación o 
revocación de la medida no privativa de la libertad. 

14.2 La modificación o revocación de la medida no privativa de la libertad corresponderá a la autoridad 
competente; procederá a ello solamente después de haber examinado cuidadosamente los hechos 
aducidos por el funcionario supervisor y por el delincuente. 

14.3 El fracaso de una medida no privativa de la libertad no significará automáticamente la imposición 
de una medida privativa de la libertad. 

14.4 En caso de modificación o revocación de la medida no privativa de la libertad, la autoridad 
competente intentará imponer una medida sustitutiva no privativa de la libertad que sea adecuada. Sólo 
se podrá imponer la pena de prisión cuando no haya otras medidas sustitutivas adecuadas. 

14.5 En caso de que el delincuente no cumpla las obligaciones impuestas, la ley determinará a quién 
corresponde dictar la orden de detenerlo o de mantenerlo bajo supervisión. 
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14.6 En caso de modificación o revocación de la medida no privativa de la libertad, el delincuente podrá 
recurrir ante una autoridad judicial u otra autoridad competente e independiente. 

VI. PERSONAL 

15. Contratación 

15.1 En la contratación del personal no se hará discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
edad, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, patrimonio, nacimiento 
o cualquier otra condición. Los criterios para la contratación del personal tendrán en cuenta la política 
nacional en favor de los sectores desfavorecidos y la diversidad de los delincuentes que haya que 
supervisar. 

15.2 Las personas designadas para aplicar las medidas no privativas de la libertad deberán ser 
personas aptas para la función y, cuando sea posible, tener formación profesional y experiencia práctica 
adecuadas. Estas calificaciones se especificarán claramente. 

15.3 Para conseguir y contratar personal profesional calificado se harán nombramientos con categoría 
de funcionario público, sueldos adecuados y prestaciones sociales que estén en consonancia con la 
naturaleza del trabajo y se ofrecerán amplias oportunidades de progreso profesional y ascenso. 

16. Capacitación del personal 

16.1 El objetivo de la capacitación será explicar claramente al personal sus funciones en lo que atañe a 
la rehabilitación del delincuente, la garantía de los derechos de los delincuentes y la protección de la 
sociedad. Mediante la capacitación, el personal también deberá comprender la necesidad de cooperar y 
coordinar las actividades con los organismos interesados. 

16.2 Antes de entrar en funciones, el personal recibirá capacitación que comprenda información sobre 
el carácter de las medidas no privativas de la libertad, los objetivos de la supervisión y las distintas 
modalidades de aplicación de las medidas no privativas de la libertad. 

16.3 Después de la entrada en funciones, el personal mantendrá y mejorará sus conocimientos y 
aptitudes profesionales asistiendo a cursos de capacitación durante el servicio y a cursos de 
actualización. Se proporcionarán instalaciones adecuadas a ese efecto. 

VII. VOLUNTARIOS Y OTROS RECURSOS COMUNITARIOS 

17. Participación de la sociedad 

17.1 La participación de la sociedad debe alentarse pues constituye un recurso fundamental y uno de 
los factores más importantes para fortalecer los vínculos entre los delincuentes sometidos a medidas no 
privativas de la libertad y sus familias y la comunidad. Deberá complementar la acción de la 
administración de la justicia penal. 

17.2 La participación de la sociedad será considerada una oportunidad para que los miembros de la 
comunidad contribuyan a su protección. 



 

 

154

18. Comprensión y cooperación de la sociedad 

18.1 Debe alentarse a los organismos gubernamentales, al sector privado y a la comunidad en general 
para que apoyen a las organizaciones de voluntarios que fomenten la aplicación de medidas no 
privativas de la libertad. 

18.2 Se organizarán regularmente conferencias, seminarios, simposios y otras actividades para hacer 
cobrar conciencia de la necesidad de que la sociedad participe en la aplicación de medidas no 
privativas de la libertad. 

18.3 Se utilizarán todos los medios de comunicación para propiciar una actitud constructiva en la 
comunidad, que dé lugar a actividades que propicien una aplicación más amplia del régimen no 
privativo de la libertad y la reinserción social de los delincuentes. 

18.4 Se hará todo lo posible por informar a la sociedad acerca de la importancia de su función en la 
aplicación de las medidas no privativas de la libertad. 

19. Voluntarios 

19.1 Los voluntarios serán seleccionados cuidadosamente y contratados en función de las aptitudes y 
del interés que demuestren en su labor. Se impartirá capacitación adecuada para el desempeño de las 
funciones específicas que les hayan sido encomendadas y contarán con el apoyo y asesoramiento de la 
autoridad competente, a la que tendrán oportunidad de consultar. 

19.2 Los voluntarios alentarán a los delincuentes y a sus familias a establecer vínculos significativos y 
contactos más amplios con la comunidad, brindándoles asesoramiento y otras formas adecuadas de 
asistencia acorde con sus capacidades y las necesidades del delincuente. 

19.3 Los voluntarios estarán asegurados contra accidentes, lesiones y daños a terceros en el ejercicio 
de sus funciones. Les serán reembolsados los gastos autorizados que hayan efectuado durante su 
trabajo. Gozarán del reconocimiento público por los servicios que presten en pro del bienestar de la 
comunidad. 

VIII. INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN Y EVALUACIÓN DE POLÍTICAS 

20. Investigación y planificación 

20.1 Como aspecto esencial del proceso de planificación, se hará lo posible para que las entidades 
tanto públicas como privadas colaboren en la organización y el fomento de la investigación sobre la 
aplicación a los delincuentes de un régimen no privativo de la libertad. 

20.2 Se harán investigaciones periódicas de los problemas que afectan a los destinatarios de las 
medidas, los profesionales, la comunidad y los órganos normativos. 

20.3 Dentro del sistema de justicia penal se crearán mecanismos de investigación e información para 
reunir y analizar datos y estadísticas sobre la aplicación a los delincuentes de un régimen no privativo 
de la libertad. 
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21. Formulación de la política y elaboración de programas 

21.1 Se planificarán y aplicarán sistemáticamente programas de medidas no privativas de la libertad 
como parte integrante del sistema de justicia penal en el marco del proceso nacional de desarrollo. 

21.2 Se efectuarán evaluaciones periódicas con miras a lograr una aplicación más eficaz de las 
medidas no privativas de la libertad. 

21.3 Se realizarán estudios periódicos para evaluar los objetivos, el funcionamiento y la eficacia de las 
medidas no privativas de la libertad. 

22. Vínculos con organismos y actividades pertinentes 

22.1 Se crearán a diversos niveles mecanismos apropiados para facilitar el establecimiento de vínculos 
entre los servicios encargados de las medidas no privativas de la libertad, otras ramas del sistema de 
justicia penal, y los organismos de desarrollo y bienestar social, tanto gubernamentales como no 
gubernamentales, en sectores como la salud, la vivienda, la educación, el trabajo y los medios de 
comunicación. 

23. Cooperación internacional 

23.1 Se hará lo posible por promover la cooperación científica entre los países en cuanto al régimen sin 
internamiento. Deberán reforzarse la investigación, la capacitación, la asistencia técnica y el intercambio 
de información entre los Estados Miembros sobre medidas no privativas de la libertad, por conducto de 
los institutos de las Naciones Unidas para la prevención del delito y el tratamiento del delincuente y en 
estrecha colaboración con la Subdivisión de Prevención del Delito y Justicia Penal del Centro de 
Desarrollo Social y Asuntos Humanitarios de la Secretaría de las Naciones Unidas. 

23.2 Deberán fomentarse los estudios comparados y la armonización de las disposiciones legislativas 
para ampliar la gama de opciones sin internamiento y facilitar su aplicación a través de las fronteras 
nacionales, de conformidad con el Tratado modelo sobre el traspaso de la vigilancia de los delincuentes 
bajo condena condicional o en libertad condicional. 
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